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Artículos 1 y 4

Pregunta 1. Sírvanse facilitar información sobre las medidas previstas para adoptar una definición de tortura que se ajuste a lo dispuesto en el artículo 1 de la Convención. En particular, clarifiquen si el delito de tortura tipificado en el artículo 17 de la Ley Especial para Prevenir y Sancionar la Tortura y otros Tratos Crueles, Inhumanos y Degradantes (“Ley contra la Tortura”), de 4 de junio de 2013, se aplica a funcionarios públicos que lesionan la integridad física, psíquica o moral de cualquier persona y no sólo de “un ciudadano o ciudadana que se encuentre bajo su custodia”. Clarifiquen también si las personas que actúan en el ejercicio de funciones públicas, a instigación o con el consentimiento o aquiescencia de funcionarios públicos pueden ser enjuiciadas por el delito de tortura en caso de incurrir en tales hechos delictivos. Indiquen si la tentativa de cometer tortura está tipificada, de conformidad con lo establecido en el párrafo 1 del artículo 4 de la Convención.

1. La Ley Especial para Prevenir y Sancionar la Tortura y Otros Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes incorpora textualmente en su artículo 5.2 la definición de tortura contenida en el artículo 1 de la Convención contra la Tortura. Esta definición constituye la figura utilizada para interpretar todas las disposiciones de la Ley y orientar las políticas desarrolladas por el Estado en esta materia. 

2. La posibilidad de infringir intencionalmente dolores o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, a una persona necesariamente implica que el funcionario agresor tenga un contacto directo con la víctima o al menos disponga de la posibilidad de incidir negativamente sobre su integridad personal. A partir de este hecho, el artículo 17 de la Ley Especial para Prevenir y Sancionar la Tortura y Otros Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes hace referencia a que la persona víctima de tortura se encuentre bajo la “custodia” del funcionario, entendida dicha custodia en su sentido más amplio. En consecuencia, las disposiciones del artículo 17 se aplican a todo funcionario público que lesione la integridad física, psíquica o moral de cualquier persona sometida a la jurisdicción del Estado venezolano. 

3. El artículo 20 de la Ley Especial para Prevenir y Sancionar la Tortura y otros Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes sanciona a las personas naturales que participen en calidad de autores materiales o intelectuales en los delitos de tortura, trato cruel y trato inhumano o degradante, sancionándolos con una pena equivalente a las tres cuartas partes de la pena principal. Igualmente, el citado artículo sanciona a toda persona que colabore de cualquier forma con los funcionaros que cometan los delitos de tortura, trato cruel y trato inhumano o degradante con una pena de las dos cuartas partes de la pena principal. En virtud de ello, las personas que no posean la condición de funcionarios públicos y actúen a instigación o con el conocimiento o aquiescencia de funcionarios públicos pueden ser enjuiciados por el delito de tortura, en caso de incurrir en tales hechos delictivos. 

4. El artículo 80 del Código Penal venezolano establece que: “Son punibles, además del delito consumado y de la falta, la tentativa de delito y el delito frustrado”. En virtud de ello, en el ordenamiento jurídico venezolano los delitos se castigan no solamente cuando se cometen, sino también cuando se intenten o se frustren. A partir de esta disposición general, la intención de torturar se castiga en Venezuela al igual cuando se frustra este hecho. 

5. El delito de Tortura previsto y sancionado en el artículo 17 de la Ley Especial para Prevenir y Sancionar la Tortura y otros Tratos Crueles, Inhumanos y Degradantes, es un delito con victimario y victima bien determinados, de esta manera, las víctimas deben encontrarse bajo la custodia del funcionario público, según lo contenido en el mencionado precepto legal; adicionalmente, la prenombrada Ley Especial encuadra la conducta de aquellos funcionarios que lesionen la integridad física, psíquica o moral de personas que no se encuentren bajo su custodia, en otros delitos similares, de esta forma, los artículos 18 y 21 de la Ley contra la Tortura, establecen los delitos de Trato Cruel y Trato Inhumano o Degradante, cuyos artículos establecen que podrán cometerse contra individuos que estén sometidos o no a privación de libertad. Al respecto, es relevante señalar que los artículos mencionados, evidencian la intención del legislador de ampliar el ámbito de aplicación de dichos delitos, visto que incluso las penas del artículo 18 comentado, con respecto al artículo 17, son similares.

6. Seguidamente, es oportuno destacar que, según el artículo 5.2 de la mencionada Ley Especial, el delito de Tortura puede ser cometido por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento
. Evidenciándose que el legislador nacional también castiga en la Ley Especial para Prevenir y Sancionar la Tortura y otros Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes, las conductas de personas naturales que no se encuentren en el ejercicio alguna función pública. 

7. Lo señalado en el párrafo anterior, responde de forma afirmativa a la recomendación realizada por el Comité contra la Tortura de la ONU a la República Bolivariana de Venezuela, y confirma la adecuación de la legislación venezolana a lo dispuesto en el artículo 1 de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes.

8. En lo concerniente a la figura de la tentativa en el delito de tortura, es pertinente manifestar que dentro del ordenamiento jurídico venezolano se ha reconocido la figura de la tentativa y la frustración de los delitos como conductas que deben ser castigadas. En tal sentido, al constituir la tortura, un delito de resultado material
, si se comienza a cometer este delito sin que se produzca el resultado por causas independientes a la voluntad del agresor, esta tentativa de cometer tortura es castigada con base en el artículo 80 del Código Penal venezolano, en aplicación conjunta con el artículo 17 de la Ley Especial para Prevenir y Sancionar la Tortura y otros Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes.



Artículo 2

Pregunta 2. Proporcionar información sobre:

a)
las medidas adoptadas para garantizar, en la ley y en la práctica, que los derechos reconocidos en el artículo 127 del Código Orgánico Procesal Penal se apliquen desde el momento mismo de la detención policial, a la luz de información que alega que dichos derechos no fueron respetados hasta el momento de la audiencia judicial durante las detenciones que tuvieron lugar desde el 4 de febrero de 2014. Indiquen, asimismo, las medidas adoptadas para garantizar en la práctica el derecho a asistencia jurídica, reconocido en dicho artículo, a las personas de escasos recursos, indicando el presupuesto asignado a tal propósito, el número de solicitudes recibidas durante el período a examen, y la agencia a cargo de proveer tal ayuda;
9. Con respecto a las medidas adoptadas para garantizar la aplicación de los derechos reconocidos en el artículo 127 del Código Orgánico Procesal Penal (COPP), el Ministerio Público garantiza todos los derechos consagrados en el ordenamiento jurídico venezolano, por mandato constitucional del artículo 285 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (CRBV); por ello todos los Fiscales del Ministerio Público deben velar por el efectivo cumplimiento de los derechos que asisten al imputado desde el mismo momento de su imputación, en la audiencia de presentación y a lo largo del proceso penal; los fiscales le informan de manera específica y clara de los hechos que se le atribuyen, lo cual se deja constancia en un acta que el imputado — y su defensa — firman, se le informa de los derechos que le asisten; si está privado de libertad inmediatamente se le permite comunicarse con sus familiares y su abogado o abogados de confianza, se le da acceso a las actas procesales tanto a él, como a sus abogados, para que puedan ejercer el derecho a la defensa. 

10. En correlación con lo anterior, se ha preparado a los Fiscales del Ministerio Público a través de la Escuela Nacional de Fiscales, mediante cursos, talleres, diplomados, especializaciones y doctorados, así otorgarles las herramientas necesarias para garantizar en la práctica los Derechos contenidos en el artículo 127 del COPP. Hasta la fecha, se ha logrado la capacitación de 2.370 funcionarios a nivel nacional tanto del Ministerio Público como de otros organismos, siendo algunos de los cursos los siguientes: Taller de Derechos Humanos: Que, Cuales, Para qué y Cómo Se Protegen, Acto de Imputación y Derecho Procesal Penal, el cual incluye una materia denominada “Derechos del Imputado”.


b)
Las medidas legislativas y normativas adoptadas para garantizar el derecho de las personas privadas de libertad: i) a ser informadas de sus derechos; ii) a ser sometidas prontamente a un examen médico independiente; y iii) a recurrir a un tribunal para que éste pueda decidir sobre la legalidad de la detención;
11. La República Bolivariana de Venezuela ha tomado las siguientes medidas para garantizar el derecho de las personas privadas de libertad:


Derecho a ser informadas de sus derechos
12. Las personas privadas de libertad tienen que ser informadas de su derechos, según lo consagrado en la CRBV de 1999, como garantía a su debido proceso y al derecho a la defensa establecido en el artículo 49, lo cual a su vez está desarrollado en el artículo 127 del COPP, donde se establece el derecho ser asistido o asistida, desde los actos iníciales de la investigación, por un defensor o defensora que designe él o ella, o sus parientes y, en su defecto, por un defensor público o defensora pública, así como a ser impuesto del precepto constitucional que lo o la exime de declarar y, aun en caso de consentir a prestar declaración, a no hacerlo bajo juramento. Así, al exigir la norma procesal que el sujeto imputado se encuentre asistido por su abogado defensor desde los actos iníciales de la investigación, le garantiza sus derechos fundamentales a lo largo del proceso penal iniciado en su contra. Por lo tanto, la persona privada de libertad debe ser orientada y asesorada por su defensor con base en los derechos que la Constitución reconoce.

13. El derecho de las personas imputadas a ser impuestas del precepto constitucional que los exime de declarar, constituye una garantía fundamental a su favor. De igual forma, al hacer referencia a la declaración del imputado en el marco de la investigación, o una vez que ha sido aprehendido, según el artículo 132 del COPP, el imputado o imputada declarará durante la investigación ante el funcionario o funcionaria del Ministerio Público encargado de ella, cuando comparezca espontáneamente y así lo pida, o cuando sea citado por el Ministerio Público. Si el imputado ha sido aprehendido, se notificará inmediatamente al Juez de Control para que declare ante él o ella. Durante la etapa intermedia del procedimiento penal, el imputado declarará si lo solicita y la declaración será recibida en la audiencia preliminar por el Juez. En el juicio oral, declarará en la oportunidad y formas previstas por el Código Orgánico Procesal Penal. 

14. El artículo 133 del Código Orgánico Procesal Penal establece claramente que antes de comenzar la declaración se le impondrá al imputado del precepto constitucional que lo exime de declarar y en caso de que consiente a prestar declaración, a no hacerlo bajo juramento. Al imputado, se le instruirá también que la declaración es un medio para su defensa y, por consiguiente, tiene derecho a explicar todo cuanto sirva para desvirtuar las sospechas que sobre él recaiga, y a solicitar la práctica de diligencias que considere necesarias. 
15. Igualmente, el Código Orgánico Procesal Penal regula la actuación de los órganos de policía de investigaciones penales, a través de su artículo 119, que establece de forma expresa el deber de las autoridades policiales de informar al detenido acerca de sus derechos, al momento de ejecutar las detenciones. 

16. Incluso en el año 2013, la ciudadana Fiscal General de la República, realizó un compilado sobre “El Debido Proceso en la Legislación Venezolana”, donde desarrolló los parámetros de actuación de los Fiscales del Ministerio Público cuando ejercen el poder punitivo del Estado. 


Derecho a examen médico independiente
17. El derecho de las personas privados de libertad a ser sometidas prontamente a un examen médico independiente, es reconocido por la CRBV, el cual permite establecer las condiciones físicas y de salud en las que se encuentra un individuo al momento de su detención, por lo tanto, en aquellos casos en los que — tratándose de personas sujetas a medidas privativas de la libertad — la integridad personal y la dignidad individual ha sido vulnerada, tienen el derecho a ser sometidas a la evaluación médica que resulte pertinente, lo cual está reconocido en el artículo 44, numeral 2, de la Constitución, donde se dispone, entre otras cosas, que toda persona detenida tiene derecho a que dejen constancia escrita en el expediente sobre su estado físico y psíquico, ya sea por sí mismos, o con el auxilio de especialistas. 
18. Por otro lado, los individuos privados de libertad que sean víctimas de los crímenes de tortura y otros tratos crueles e inhumanos, están amparados bajo la reciente Ley Especial que establece de forma expresa su derecho a ser examinadas por un equipo médico; al respecto, en su artículo 8 se prevé el reconocimiento médico, así como el control y registro del estado físico, psicológico y mental, lo cual debe estar debidamente documentado y refrendado por la Medicatura Forense que le corresponde. 
19. Para que lo anterior sea posible, el Ministerio Público cuenta con la Unidad Criminalística contra la Vulneración de Derechos Fundamentales, creada el 23 de diciembre de 2008, mediante Gaceta Oficial Nº 39.086, integrada por 80 funcionarios, de los cuales, 67 son expertos forenses que realizan los reconocimientos médicos legales correspondientes. Cabe destacar que el Ministerio Público, como titular de la acción penal del Estado, de conformidad con el numeral 3 del artículo 285 de la CRBV, puede realizar directamente la práctica de experticias necesarias dentro de una investigación penal, a objeto de evitar la impunidad frente a las violaciones de derecho humanos, en las que estén señalados como presuntos responsables, funcionarios de otros organismos de seguridad del Estado. 
20. Las Unidades de Atención a las Víctima existentes a nivel nacional, cuentan con un equipo multidisciplinario conformado por 165 funcionarios de los cuales 31 son profesionales de la psicología y 33 del área social, quienes a fin de evitar la victimización secundaria, evalúan y canalizan las necesidades sufrimientos e inconvenientes ocasionados por el delito, y además, garantizan la seguridad de la víctima y de sus familiares, contra todo acto de intimidación y represalia.


Derecho a recurrir a un tribunal para decidir sobre la legalidad de la detención
21. Sobre el derecho de las personas privadas de libertad a recurrir a un tribunal para que éste pueda decidir sobre la legalidad de la detención, la Constitución venezolana, en concordancia con la normativa internacional, establece el derecho de toda persona a ser oída por un tribunal, dentro del plazo razonable y en cualquier clase de proceso (artículo 49.4 CRBV).Asimismo, los preceptos 26 y 27 de la CRBV, reconocen el acceso a los órganos de administración de justicia para hacer valer sus derechos e intereses, y a ser amparada por los tribunales en el goce y ejercicio de los derechos y garantías constitucionales. 
22. Por otra parte, el Código Orgánico Procesal Penal, como normativa de rango legal, desarrolla los derechos antes expresados; así, en su artículo 127, numeral 12, otorga a las personas detenidas el derecho a ser oídas en el transcurso del proceso, cuando éstas así lo soliciten; el numeral 6 del mismo artículo establece el derecho del imputado a presentarse directamente ante el Juez con el fin de prestar declaración. Igualmente; el artículo 373 reconoce que, en el marco del procedimiento en casos de aprehensión en flagrancia, el juez podrá revisar la legitimidad de la detención en la audiencia de presentación del imputado. 

23. Adicionalmente, e independientemente de que la detención se realice en flagrancia o mediante orden judicial, el artículo 250 del Código Orgánico Procesal Penal establece de forma expresa que, el imputado podrá solicitar la revocación o sustitución de la medida judicial de privación preventiva de libertad las veces que lo considere pertinente, y a todo evento, el Juez deberá examinar la necesidad del mantenimiento de las medidas cautelares cada tres meses, y cuando lo estime prudente las sustituirá por otras menos gravosas. Sin embargo, la negativa del tribunal a revocar o sustituir la medida no tendrá apelación. 


c)
La existencia de registros oficiales de personas detenidas, indicando los datos que dichos registros contienen;
24. La información relacionada con esta pregunta será transmitida mediante alcance posteriormente.


d)
Las medidas adoptadas por el Estado parte para asegurar el cumplimiento de las garantías básicas de las personas privadas de libertad por parte de agentes del orden y las sanciones previstas en caso de incumplimiento.

25. La información relacionada con esta pregunta será transmitida mediante alcance posteriormente.

Pregunta 3. Con referencia a los párrafos 51 a 53 y 73 a 86 del informe periódico, sírvanse indicar las medidas adoptadas por el Estado para armonizar las diferentes medidas legislativas que abordan el delito de trata de personas. En este sentido, clarifiquen si el delito de trata está penado por ley cuando la víctima es de sexo masculino y el presunto autor no forma parte de un grupo de delincuencia organizada. Proporcionen asimismo información sobre: a) el estado de adopción del anteproyecto de ley para la prevención y sanción del delito de trata de personas y asistencia a la víctima; b) cualquier otra medida normativa o administrativa adoptada para prevenir y combatir la trata de personas, identificar a las víctimas y proporcionar a las víctimas protección, asistencia integral y recursos de reparación. Asimismo, proporcionen información actualizada, desglosada por año, sexo, edad y origen étnico o nacionalidad de las víctimas, sobre el número de denuncias, procesamientos, enjuiciamientos indicando el tipo penal, sentencias condenatorias y penas impuestas por el delito de trata, así como las medidas de protección y resarcimiento otorgadas a las víctimas en el período a examen. 
26. En materia de Trata de Personas, cuando la víctima es mujer existen dos normas que regulan este delito, el artículo 56 de la Ley Orgánica Sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (LOSDMVLV) y el artículo 41 de la Ley Orgánica Contra la Delincuencia Organizada y Financiamiento al Terrorismo (LOCDOFT). La primera norma concibe la Trata de Mujeres, Niñas y Adolescentes, como una de las más aberrantes de violaciones a los derechos humanos y para su persecución el Estado venezolano ha destinado importantes recursos para la creación de Fiscalías especializadas y de una jurisdicción exclusiva para conocer de este delito.

27. La LOCDOFT, tiene como prioridad la incautación de bienes producto del delito como mecanismo para evitar la proliferación de los mismos, estableciendo penas más severas y la cancelación de una indemnización a la víctima por aquellos gastos que sean necesarios para su recuperación y reinserción social. 

28. En lo que respecta a si el delito de trata está penado por ley cuando la víctima es de sexo masculino y el presunto autor no forma parte de un grupo de delincuencia organizada, se sanciona dicho tipo penal en todas sus formas y respecto a todos las victimas tal como se establece en el artículo 41 de la LOCDOFT, en concordancia con el artículo 27, el cual dispone que también serán sancionados los delitos de esa Ley, contra la Delincuencia Organizada, cuando hayan sido cometidos por una sola persona.

29. En particular, sobre las medidas para prevenir y combatir la trata de personas, identificar a las víctimas y proporcionarles protección, asistencia integral y recursos de reparación, cabe acotar la realización del “Taller de Formación de Replicadores en Materia de Género y de Trata con fines de Explotación Sexual”, como parte de las acciones del ejercicio de la Presidencia Pro Tempore del bloque regional del Mercosur, el pasado 23, 24 y 25 de octubre de 2013 en la Isla de Margarita, estado Nueva Esparta. 

30. Igualmente, el Ministerio Público acudió a la XVI Reunión Especializada de Ministerios Públicos del Mercosur (REMPM), cuyo objetivo primordial fue concretar acuerdos de cooperación para una eficaz integración en materia de asistencia penal frente a crímenes de delincuencia organizada transnacional. En esta reunión se presentó el Manual de Buenas Prácticas de los Ministerios Públicos del Mercosur y Estados Asociados en Defensa para la Mujer. Como parte de este compromiso, se designó a una Delegación conformada por representantes de la Comisión de Justicia de Género y de la Dirección de Defensa para la Mujer del Ministerio Público para que recibiesen la formación en la ciudad de Buenos Aires con el objetivo de conformar un equipo altamente calificado para replicar los contenidos del prenombrado taller. 

31. Respecto a la solicitud de información relacionada con las denuncias y penas impuestas por el delito de Trata, así como las medidas de protección y resarcimiento otorgadas a las víctimas, se informa lo siguiente:



Casos del año 2006

32. Caso del 16/06/2006, ocurrido en el estado Bolívar, por el delito de Trata de Mujeres con fines de Explotación Laboral, con una víctima de nacionalidad peruana sin identificación plena. Se decretó Archivo fiscal de las actuaciones toda vez que la víctima no ha podido ser ubicada.



Casos del año 2007

33. Caso del 25/09/2007, ocurrido en el estado Lara. El Ministerio Público acusó por los delitos de Esclavitud Sexual, Prostitución Forzada y Trata de Mujeres con fines de Explotación Sexual, con tres víctimas de nacionalidad venezolana de 15, 18 y 23 años de edad. Encontrándose en Fase de Juicio. 

34. Caso del 03/12/2007, ocurrido en el estado Lara, por el delito de Trata de Mujeres con fines de Explotación Laboral, con una víctima de nacionalidad colombiana de 44 años de edad. En fase de investigación. No se decretaron medidas de protección a favor de la víctima, toda vez que regresó a su país de origen.



Casos del año 2008

35. Caso del 18/01/2008, ocurrido en el estado Nueva Esparta, por el delito de Trata de Mujeres con fines de Explotación Sexual, con diez víctimas todas de nacionalidad venezolana de 15, 18 y 23 años de edad. El Ministerio Público presentó acusación, encontrándose en fase de juicio. No se decretaron medidas de protección a favor de la víctima.



Casos del año 2009

36. Caso del 14/07/2009, ocurrido en el estado Sucre, por el delito de Trata de Mujeres con fines de Explotación Sexual, encontrándose dos víctimas venezolanas. No se decretaron medidas de protección, encontrándose actualmente en fase de juicio.


Casos del año 2010

37. Caso ocurrido el 28/06/2010 en el estado Anzoátegui, con doce (12) víctimas venezolanas de sexo femenino, de las cuales las identificadas tienen 19, 20 y 24 años de edad. La Fiscalía Octava a Nivel Nacional con Competencia Plena, acusó a una ciudadana el 20/04/2012, por el delito de Trata de Mujeres con fines de Explotación Sexual. Se libró orden de aprehensión, que está pendiente por materializarse, librándose difusión roja internacional. Una de las víctimas goza de medidas de protección ya que el resto de las ciudadanas no han podido ser ubicadas.



Casos del año 2011

38. Caso del 19/04/2011, ocurrido en el Área Metropolitana de Caracas, por el delito de Trata de Mujeres con fines de Explotación Sexual, con una (1) víctima venezolana de 31 años de edad. Se encuentra en fase de investigación, y no se ha podido dictar medidas de protección a favor de la víctima, toda vez que no se ha podido localizar.

39. Caso del 23/05/2011, ocurrido en el Área Metropolitana de Caracas, el Ministerio Público acusó por los delitos de Prostitución Forzada y Trata de Mujeres con fines de Explotación Sexual, con dos víctimas venezolanas de 24 y 28 años de edad. Se decretaron medidas en protección a favor de las víctimas encontrándose en Fase de Juicio.

40. Caso del 14/09/2011, ocurrido en el Área Metropolitana de Caracas, por el delito de Trata de Mujeres con fines de Explotación Sexual, con una víctima venezolana de 23 años de edad. Se decretó archivo fiscal.

41. Caso del 21/10/2011, ocurrido en el Área Metropolitana de Caracas, por el delito de Trata de Mujeres con fines de Explotación Sexual, con una víctima venezolana de 20 años de edad. Se decretó archivo fiscal.

42. Caso del 23/05/2011, ocurrido en el Área Metropolitana de Caracas, por el delito de Prostitución Forzada, con siete víctimas todas venezolanas: dos de 22 años, una de 25 años, una de 28 años, dos de 34 y una víctima de 35 años de edad. Se decretaron medidas en protección a favor de las víctimas y se decretó el sobreseimiento de la causa. 

43. Caso del 19/07/2011, ocurrido en el Área Metropolitana de Caracas, por el delito de Trata de Mujeres, Niñas y Adolescentes, con seis víctimas todas ellas venezolanas: una de 19 años, una de 20 años, una de 22 años, una de 23 años, una de 25 años y una víctima de 30 años. Se decretaron medidas de protección y se encuentra en Fase de Juicio. 



Casos del año 2012

44. Caso del 02/01/2012, ocurrido en el Área Metropolitana de Caracas, el Ministerio Público acusó por los delitos de Trata de Personas, Legitimación de Capitales, Asociación para Delinquir y Violencia Laboral, se encuentran 27 víctimas todas venezolanas. Se decretaron medidas de protección, encontrándose actualmente en Fase de Juicio.

45. Caso del 16/04/2012, ocurrido en el estado Carabobo, por el delito de Trata de Mujeres con fines de Explotación Laboral, con una víctima adolescente de nacionalidad peruana y que cuenta con 16 años de edad. Se decretó Archivo fiscal de las actuaciones toda vez que la víctima no ha podido ser ubicada. Se libró carta rogatoria a la República del Perú.

46. Caso del 15/05/2012, ocurrido en el Área Metropolitana de Caracas, el Ministerio Público acusó por el delito de Trata de Mujeres con fines de Explotación Sexual, con una víctima de nacionalidad ecuatoriana de 20 años de edad, donde se decretaron medidas de protección a favor de la víctimas, encontrándose en fase de juicio, realizándose prueba anticipada, efectuándose la repatriación de la víctima.

47. Caso del 17/05/2012, ocurrido en el estado Bolívar, por el delito de Trata de Mujeres con fines de Explotación Laboral, con una víctima de nacionalidad dominicana de 45 años de edad. Se presentó acusación, encontrándose en fase de juicio. No se decretaron medidas de protección a favor de la víctima.

48. Caso del 13/05/2012, ocurrido en el estado Bolívar, por el delito de Trata de Mujeres con fines de Explotación Laboral, con una víctima de nacionalidad dominicana de 45 años de edad. Se presentó acusación, encontrándose en fase de juicio. No se decretaron medidas de protección a favor de la víctima.

49. Caso del 18/06/2012, ocurrido en el estado Trujillo, por el delito de Trata de Mujeres con fines de Explotación Sexual, con cinco víctimas todas ellas venezolanas y de 20 años de edad. Se decretó Archivo fiscal de las actuaciones. 

50. Caso del 30/07/2012, ocurrido en el estado Bolívar, por el delito de Trata de Mujeres con fines de Explotación Laboral, con una víctima adolescente de nacionalidad venezolana de 15 años de edad. Se decretaron medidas de protección. 

51. Caso del 19/08/2012, ocurrido en el Área Metropolitana de Caracas, por el delito de Trata de Mujeres con fines de Explotación Sexual, con dos víctimas venezolanas de 19 y 21 años de edad, donde se decretaron medidas de protección a favor de las víctimas, encontrándose en etapa de investigación.

52. Caso del 30/09/2012, ocurrido en el estado Bolívar, por el delito de Trata de Mujeres con fines de Explotación Laboral, con una víctima de nacionalidad keniata y que cuenta con 25 años de edad. Se decretaron medidas de protección a favor de la víctima y se decretó Archivo fiscal de las actuaciones. Se realizó prueba anticipada de la declaración de la víctima. 

53. Caso del 13/11/2012, ocurrido en Jordania y concretado en el Área Metropolitana de Caracas, por el delito de Trata de Mujeres con fines de Explotación Laboral. Se encuentran dos víctimas de nacionalidad jordana de 20 y 22 años de edad. Se decretaron medidas de protección y se decretó Archivo Fiscal de las actuaciones.

54. Caso del 17/12/2012, ocurrido en el estado Portuguesa, por el delito de Trata de Mujeres con fines de Explotación Laboral, donde hay una víctima adolescente de nacionalidad colombiana. No se decretaron medidas de protección por cuanto la víctima no se ha localizado. Se encuentra en Fase de Investigación.



Casos del año 2013

55. Caso del 05/01/2013, ocurrido en el estado Bolívar, por el delito de Trata de Mujeres, donde hay una víctima de nacionalidad venezolana de 24 años de edad. Se efectuó la remisión a una casa de abrigo. Se encuentra en Fase de Investigación.

56. Caso del 03/02/2011, ocurrido en el estado Lara, el Ministerio Público acusó por los delitos de Actos Lascivos y Trata de Mujeres con fines de Explotación Sexual, donde se encuentra una víctima venezolana. Se decretaron medidas de protección. Se dictó sentencia condenatoria en contra de un ciudadano a cumplir la pena de diecisiete años de prisión.

57. Caso del 21/02/2013, ocurrido en Filipinas y concretado en el estado Bolívar, por el delito de Trata de Mujeres con fines de Explotación Laboral, donde hay dos víctimas una etíope y una filipina de 19 y 26 años de edad. Se decretaron medidas de protección y se realizó prueba anticipada. Se decretó el sobreseimiento de la causa.

58. Caso del 29/08/2013, que guarda relación con los anteriores casos, por el delito de Trata de Mujeres con fines de Explotación Sexual, pues se trata de la misma acusada. Se trata de dos víctimas venezolanas de 20 y 22 años de edad, encontrándose en fase de investigación, y no se ha podido dictar medidas de protección a favor de la víctima, toda vez que no se ha podido localizar.

59. Caso del 21/08/2013, ocurrido en los Estados Unidos de América, por el delito de Trata de Mujeres con fines de Explotación Sexual, donde hay una víctima venezolana. No se decretaron medidas de protección. Se presentó la desestimación de la denuncia en virtud de que los hechos ocurrieron fuera del territorio venezolano. 

60. Caso del 05/09/2013, ocurrido en Ecuador y concretado en el Área Metropolitana de Caracas, por el delito de Trata de Mujeres con fines de Explotación Laboral, donde hay dos víctimas de nacionalidad ecuatoriana de 24 y 30 años de edad. No se decretaron medidas de protección. En Fase de Investigación. 

61. Caso del 29/08/2013, ocurrido en Caracas, por el delito de Trata de Mujeres con fines de Explotación Sexual, donde hay una víctima venezolana de 24 años de edad. No se decretaron medidas de protección. En Fase de Investigación. 

62. Caso del 23/10/2013, ocurrido en el Área Metropolitana de Caracas, por el delito de Trata de Mujeres con fines de Explotación Sexual, donde hay una víctima venezolana de 21 años de edad. Se decretaron medidas de protección. En Fase de Investigación. 

63. Caso del 11/12/2013, ocurrido en el Área Metropolitana de Caracas, por los delitos de Legitimación de Capitales y Explotación de Niños, Niñas y Adolescentes, donde no se ha podido identificar a ninguna víctima. Se encuentra en Fase de Investigación.
Pregunta 4. Informen sobre los avances realizados para implementar de manera eficaz la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, de 19 de marzo de 2007. En este sentido, por favor indiquen las políticas y campañas de sensibilización que han sido diseñadas, su grado de implementación y los protocolos de atención adoptados para el uso de Fiscalías, personal policial u otros trabajadores. 
64. Sobre los contenidos solicitados se anexa la Lista de Cuestiones del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (CEDAW), con ocasión a la Defensa del 7mo y 8vo Informes Periódicos Consolidados de Venezuela, el cual tiene información precisa sobre los contenidos de esta pregunta. A continuación se detalla información complementaria enviada por los organismos competentes como el Ministerio Público.

65. Sobre los avances para implementar la Ley Orgánica Sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (LOSDMVLV), es pertinente aludir, la participación del Estado venezolano en la elaboración del Manual de Buenas Prácticas de los Ministerios Públicos del Mercosur y Estados Asociados en Defensa para la Mujer, cuyo objetivo es mejorar la atención, protección a las víctimas e investigación en los hechos de violencia de género y la expansión de esas mejoras; cuya iniciativa se concretó en la XV Reunión especializada, celebrada en Uruguay, entre los días 26 y 27 de junio de 2013, con presencia de las delegaciones de Argentina, Brasil, Uruguay y Venezuela, entre otras. 

66. Entre las buenas prácticas que presentó el Estado venezolano se encuentra la experiencia con las Fiscalías especializadas en Defensa de la Mujer (Ver Párrafo 82 del 4to Informe de Venezuela ante el Comité contra la Tortura); la Unidad Técnica Especializada para la Atención Integral de Mujeres, Niñas, Niños y Adolescentes (ver párrafo 83, Ídem) y los Tribunales especializados en Violencia Contra la Mujer. Además, se creó la División de Peritaje Médico Forense del Ministerio Público, el pasado 15 de agosto de 2013, para garantizar el debido proceso y descongestionar a los órganos auxiliares de investigación, brindando así mayor eficiencia a la hora de obtener los resultados necesarios y concluir las investigaciones dentro del lapso, en particular las denuncias sobre casos de violencia contra la mujer, cuyos plazos breves y perentorios ameritan diligenciarse con la mayor celeridad. 

67. Asimismo, el Ministerio Público presentó a la Comisión Permanente de Desarrollo Social de la Asamblea Nacional, el pasado 21 de mayo de 2013, el “Proyecto de Reforma Parcial de la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia”, en el cual se plantea la inclusión del delito de femicidio para sancionar al cónyuge, excónyuge, concubino, exconcubino, persona con la que la víctima mantuvo vida marital, unión estable de hecho o relación de afectividad con o sin convivencia, y que de muerte intencionalmente a una mujer; estableciendo para ello una pena que va de los 25 a 30 años de prisión. Esta iniciativa parte del reconocimiento del hecho de que la violencia contra la mujer es un fenómeno social de suma importancia que debe seguir siendo atendido con prioridad.

68. Además, el Ministerio Público próximamente creará la Unidad Técnica para la Atención de la Mujer víctima de Violencia de Género, para mejorar la capacidad de respuestas a las usuarias y proveer a las Fiscalías especializadas, los elementos probatorios necesarios para mejorar el número de actos conclusivos, visto que los órganos auxiliares de investigación presentan una altísima demanda de solicitudes de evaluaciones psicológicas. Pretendiéndose asimismo, que la futura Unidad desarrolle un Programa de Atención Terapéutica para Agresores.
Sírvanse también proporcionar información anual, desde la adopción de la ley, sobre:

a)
El número de denuncias recibidas por hechos de violencia contra las mujeres y niñas, las investigaciones realizadas, los tipos de penas impuestas y las indemnizaciones concedidas a las víctimas;
Tabla 1
Casos nuevos que ingresan al Ministerio Público Por Distribución o Guardia, en materia de Violencia de Genero. Enero 2011-Junio 2014
	Variables
	2011 
	2012 
	2013 
	2014 
	Total 

	Casos nuevos que ingresan al Ministerio Público Por Distribución o Guardia
	130.060 
	113.659 
	91.100 
	45.529 
	380.348 

	Denuncia
	3.872 
	80.412 
	61.618 
	32.259 
	268.161 

	Flagrancia
	16.715 
	14.528 
	13.898 
	7.447 
	52.588 

	Oficio
	19.405 
	18.695 
	15.554 
	5.802 
	59.456 

	Querella
	68 
	24 
	30 
	21 
	143 



b)
El tipo de asistencia integral a las víctimas que se ha promovido, incluyendo la asistencia jurídica ante los tribunales; 

69. En lo referente al tipo de asistencia integral a las víctimas, la Dirección para la Defensa de la Mujer del Ministerio Público es una instancia creada para brindar orientación e información particularmente a la mujer víctima de violencia, sin embargo atiende a todas las personas consideradas por la ley como víctimas directas e indirectas del ciclo de la violencia, lo cual abarca atención biopsicosocial ante la Unidad de Atención Integral de Niñas, Niños, Mujeres y Adolescentes, que, además de las realización de las Evaluaciones Psicológicas, hace seguimiento a las terapias que deba ser sometida la víctima, junto a los diagnósticos de los Trabajadores Sociales a través de las entrevistas y visitas a las viviendas y entorno de las víctimas para un mayor y efectivo abordaje de los casos que así lo ameriten; aunado a ello, se realiza enlace directo con las Fiscalías de Protección Integral de Niños, Niñas y Adolescentes (NNA), para resolver cualquier conflicto concerniente a los hijos o descendentes de los usuarios, con el objeto de cubrir las necesidades del grupo familiar. En aquellos planteamientos que no son de la competencia del Ministerio Público, se proporciona orientación y se refiere a la usuaria a instituciones como la Defensa Pública para Inquilinos, Dirección de Inquilinato, Salas de Mediación, Conciliación Municipal, Jueces de Paz, Oficina de Orientación al Ciudadano del Ministerio Público, entre otras. 


c)
El número de casas de abrigo para víctimas de violencia y su tasa de ocupación;

70. Las Casas de Abrigo son lugares discretos destinados a dar a las mujeres en peligro extremo por violencia intrafamiliar, protección temporal y brindarles atención ante situaciones que representan un peligro para su vida.

71. La RBV, hasta la fecha, cuenta con 6 Casas de Abrigo para mujeres afectadas por la violencia extrema, ubicadas en los estados Aragua, Monagas, Sucre, Cojedes, Trujillo y Portuguesa. Éstas cuentan con un equipo multidisciplinario, conformado por coordinadoras, psicólogas, abogadas, educadoras, asistentas administrativas, facilitadoras, maestras de cocina y aseadoras.

72. En virtud de los lineamientos dictados por el Gobierno Bolivariano y los compromisos del Gobierno de Eficiencia en la Calle adquiridos en el año 2013 por el Ejecutivo Nacional y propuestos por el Poder Popular, se ha previsto para el año 2014, un cronograma de trabajo con el objetivo de lograr el establecimiento de Casas de Abrigo en la mayoría del territorio nacional, logrando una mayor eficacia y eficiencia en estos servicios.

73. El Proyecto Casas de Abrigo está a cargo de la Gerencia de Atención Integral y Prevención de la Violencia Contra las Mujeres del INAMUJER, encargado del seguimiento y supervisión del funcionamiento de las casas y del servicio ofrecido a las mujeres abrigadas, de manera regular.


d)
El número de medidas de protección otorgadas respecto al total de las solicitadas. 



Tabla 2
Medidas de Protección y Seguridad contenidas en el artículo 87 de la LOSDMVLV 
en materia de violencia de género
	Categoría
	Año
	Total

	
	2011
	2012
	2013
	

	Confirmadas
	24.037
	11.670
	24.887
	60.594

	Dictadas
	96.414
	47.167
	83.569
	227.150

	Modificadas
	
	48
	162
	339

	Revocadas
	146
	31
	153
	330

	Total Medidas de protección y seguridad art. 87 LOSDMVLV
	120.726
	58.916
	108.771
	288.413




Sírvanse aclarar si se han derogado las disposiciones del Código Penal contrarias a la Ley de 2007, como por ejemplo, el artículo 393, que exime de la pena a un violador si contrae matrimonio con la víctima.
74. En cuanto a la aclaratoria sobre si se han derogado normas del Código Penal contrarias a la Ley en materia de género, no se han anulado formalmente tales disposiciones, aunque siendo totalmente contrarias al objetivo y fin último de la LOSDMVLV, ciertamente no existen casos en los que hayan sido aplicadas. Por lo tanto, el Ministerio Público como garante del debido proceso, por conducto de la Dirección para la Defensa de la Mujer, se encuentra preparando un proyecto en aras de ser presentado ante el Tribunal Supremo de Justicia (TSJ), a objeto de iniciar el proceso derogatorio de la referida norma. 

Pregunta 5. Sírvanse informar sobre las medidas adoptadas por la Defensoría del Pueblo para implementar las recomendaciones emitidas en mayo de 2013 por el Subcomité de Acreditación del Comité Internacional de Coordinación de las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos (CIC), en concreto para que la Defensoría: 


a)
Actúe de manera más activa en el cumplimiento de su mandato y adopte una posición pública clara en relación con cuestiones nacionales de derechos humanos cruciales;
75. La Defensoría del Pueblo en correspondencia con su mandato constitucional y legal de promoción, defensa y vigilancia de los derechos humanos mantiene seguimiento a todas las actuaciones de cualquier órgano y funcionario o funcionaria perteneciente al Poder Público Nacional, Estadal o Municipal, en sus ramas Ejecutiva, Legislativa, Judicial, Electoral, Militar y demás órganos del Poder Ciudadano. Abarca igualmente la actuación de particulares que presten servicios públicos, de conformidad con la Constitución
.

76. Estas funciones incluyen todo hecho que menoscabe o amenace con menoscabar los derechos humanos establecidos en la Constitución y en el marco normativo nacional. En tal sentido, la Defensoría del Pueblo ha mantenido un activo y claro posicionamiento público sobre las cuestiones nacionales de derechos humanos cruciales, entre las que destacan las labores llevadas a cabo a raíz de los sucesos violentos desencadenados el 12 de febrero de 2014
. 

77. En ese marco realizó las siguientes acciones: visitas a establecimientos de reclusión (986), visitas a centros de salud (353), visitas a organismos de investigación penal (86), visitas a tribunales (153), visitas a instituciones afectadas por hechos de violencia (33), entrevistas a familiares de personas lesionadas (143), entrevistas a familiares de personas fallecidas (11), reuniones con organismos de seguridad (143), entrevistas a personas privadas de libertad en centros de detención preventiva (1.908) y entrevistas a personas privadas de libertad en establecimientos penitenciarios (122). Hasta el 19 de mayo la Defensoría del Pueblo había acumulado un total de 5.450 actuaciones.

78. El 8 de marzo la Defensora del Pueblo hizo público el Informe Preliminar “Febrero: Un Golpe a la Paz”, que recoge las actuaciones defensoriales en relación con los hechos ocurridos en el país desde el 12 al 26 de febrero de 2014
. Durante la presentación de este documento, la Defensora exhortó a los mandatarios regionales y municipales a hacer uso de la mediación y el diálogo como herramienta para tratar las diferencias en actos como la obstrucción de vías o el ataque a bienes del patrimonio público, esto a los fines de hacer cesar cualquier manifestación que no esté protegida por la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.

79. De igual forma, la Defensoría dirigió una serie de recomendaciones al Presidente de la República, Ministerio Público, Poder Judicial, a los cuerpos de seguridad del Estado, organizaciones civiles que recibieran quejas de presuntas vulneraciones a los derechos humanos, medios de comunicación y a la población en general. Además, saludó las reuniones con algunas organizaciones no gubernamentales realizadas con el fin de cruzar información de aquellas denuncias recibidas por la Institución y aquellas que manejan estas organizaciones. 

80. La Defensoría del Pueblo implementó un operativo orientado a vigilar que las acciones de los cuerpos de seguridad del Estado se llevasen a cabo de manera ajustada al marco jurídico vigente, especialmente, a las disposiciones que reconocen los derechos humanos a la libertad e integridad personal y al debido proceso, con mayor atención en casos de adolescentes y personas con discapacidad. 

81. El operativo comprendía varias etapas. En la primera, funcionarios de la Defensoría hacían seguimiento por distintos medios, al desenvolvimiento de manifestaciones pacíficas, así como de las acciones violentas de calle que pudieran encuadrar en tipos penales e implicar la presencia y acción de cuerpos de seguridad del Estado. En tales casos, equipos institucionales visitaron los centros de detención de las adyacencias donde ocurrían los hechos. Luego, visitaron cualesquiera otros centros de detención donde podrían haber sido trasladadas las personas aprehendidas. 

82. Las labores de la Institución comprendieron también la realización de pronunciamientos y exhortos públicos sobre estos sucesos, de los cuales resaltan los siguientes: 


a)
El 28 de marzo, la Defensora del Pueblo informó que la institución tenía contabilizadas 757 actuaciones relacionadas con las protestas surgidas a partir del 12 de febrero. Estas actuaciones incluían comisiones realizadas a centros de detención, a centros de salud y mediaciones realizadas en focos de perturbación de la paz;

b)
En un comunicado hecho público el 31 de marzo, la Defensoría del Pueblo recordó a todos los funcionarios y funcionarias del sistema de justicia, así como a los funcionarios policiales, militares y del sistema penitenciario, que tienen el deber de notificar a la Defensoría del Pueblo, en un lapso no mayor a cuarenta y ocho horas, cuando tengan conocimiento de que se ha producido alguno de los delitos previstos en la Ley Especial para Prevenir y Sancionar la Tortura y Otros Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes;

c)
Adicionalmente, la Defensoría del Pueblo inició una campaña de difusión sobre el derecho a la integridad personal a través de la página web de la Agencia Carabobeña de Noticias y de la página de la propia institución. En la campaña se recuerda a los funcionarios públicos el contenido de la Constitución de la República con respecto al derecho a la integridad personal, así como lo dispuesto en la Ley Especial para Prevenir y Sancionar la Tortura y Otros Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes.

83. Por otro lado, al momento de cierre de la redacción del presente aporte, es preciso subrayar que la Defensoría del Pueblo ha publicado en su página web oficial el informe “Golpe a la Paz. Informe de Seguimiento (12 de febrero al 31 de julio de 2014)”, en el que se resaltan todas las acciones llevadas a cabo por la institución en el marco de los acontecimientos generados a partir del mes de febrero, y que da continuidad al documento divulgado el 8 de marzo de 2014. 


b)
Elabore políticas y procedimientos para garantizar que la representación de su personal sea amplia y pluralista;
84. Sobre la elaboración de políticas y procedimientos para garantizar la amplitud y diversidad del personal en la Defensoría del Pueblo, la Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo (LODP) asegura la representación pluralista de las fuerzas sociales interesadas en la promoción y protección de los derechos humanos. Como ejemplo de ello, consagra la figura del Defensor Delegado Especial
, cuya labor está orientada a la atención de sectores y materias de especial atención; y el Defensor Delegado Especial Indígena
, quien es designado una vez oída la opinión de los pueblos indígenas reunidos en asamblea.

85. Entre el personal de la Defensoría del Pueblo hay una gran diversidad de profesionales, egresados de distintas universidades del país, tanto públicas como privadas, y que provienen de diferentes estratos socio-económicos. Además, el equipo de trabajo está integrado por mujeres y hombres, jóvenes, personas de la tercera edad, personas con discapacidad, indígenas, afrodescendientes, personas sexo-género diversas y seguidoras de múltiples corrientes de pensamiento y religiones. 

86. Con el fin de profundizar en la composición de su personal, así como conocer la representatividad de los diversos sectores de la sociedad en su interior, la Defensoría del Pueblo elaboró recientemente una encuesta la cual busca conocer las características sociodemográficas de su personal y contar con estadísticas más desagregadas al respecto. 

87. La propuesta adopta diversas preguntas del XIV Censo de Población y Vivienda llevado a cabo por el Instituto Nacional de Estadística (INE) en 2011, que además se encuentran validadas dentro de la comunidad internacional. En tal sentido, indaga acerca de su personal: estructura por edad, sexo y género; lugar de nacimiento; características educativas; afiliación a grupos de interés social: culturales, recreativos, educativos, comunitarios, etc. 

88. Es importante mencionar que en el momento en que se realiza el presente informe, esta iniciativa se encuentra en su fase de aplicación. 



Faciliten datos desglosados anualmente por edad, sexo y grupo étnico de la víctima, sobre el número de denuncias de tortura y malos tratos recibidas por la Defensoría en el período a examen, así como las investigaciones realizadas de oficio y a instancia de parte, y el seguimiento dado a dichas investigaciones.

89. Desde 2002 hasta 2104, la Defensoría del Pueblo ha recibido 1.027 denuncias, quejas y peticiones sobre torturas; y 9.990 denuncias referidas a tratos crueles, inhumanos o degradantes. De igual forma, para el período abordado, se registraron 70 casos por la vulneración del derecho a la vida, en específico respecto a la privación arbitraria de la vida a consecuencia de torturas, tratos crueles o inhumanos.

90. Un análisis de las cifras sobre vida, libertad e integridad personal, vinculándolas con la acción policial y de otros cuerpos de seguridad del Estado, además de la descripción de la actuación de la PNB durante su primer año de gestión, se encuentra en la investigación “Policía Nacional Bolivariana: balance a un año de gestión”.

91. Esta investigación continúa su curso, con financiamiento del Fondo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, ampliando su análisis hacia cuatro estados del país, así como una actualización de la situación en la Parroquia Sucre del Distrito Capital.

92. A su vez, la Defensoría del Pueblo en sus Informes Anuales, da cuenta de estas cifras en los capítulos dedicados a la Seguridad Ciudadana, Derechos a la Vida, a la Libertad Personal y a la Integridad Personal, además de las cifras generales.

93. De acuerdo con la información contenida en las bases de datos de la Defensoría del Pueblo, de las 1.027 denuncias por la vulneración del derecho a la integridad personal, sub-reglón torturas, 70 corresponden a investigaciones realizadas de oficio, y 957 son a instancia de parte.

94. Así mismo, de las 9.990 denuncias por la vulneración del derecho a la integridad personal, sub-reglón trato cruel, inhumano o degradante, 1.227 son investigaciones realizadas de oficio, y 8.763 son a instancia de parte.

95. En este sentido, de las 70 denuncias por la vulneración del derecho a la vida, Privación arbitraria de la vida, patrón a consecuencia de torturas, tratos crueles o inhumanos, 18 son investigaciones realizadas de oficio y 52 son a instancia de parte. 

96. De las denuncias por la vulneración del derecho a la integridad personal, correspondientes al sub-reglón torturas, la Defensoría del Pueblo mantiene 47% en trámite, 48% han sido cerradas y 5% por determinar su estado. La Defensoría del Pueblo hace seguimiento a todas estas causas, la cuales son investigadas por el Ministerio Público.



Sírvanse aclarar si la Defensoría puede efectuar visitas sin previo aviso a centros de detención, cuántas visitas de ese tipo ha realizado durante el período del que se informa y qué seguimiento se está haciendo a las recomendaciones emitidas. 

97. La Defensoría del Pueblo, en el marco de sus competencias constitucionales
 y legales delimitadas en la Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo
, la Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes
 y la Ley Especial para Prevenir y Sancionar la Tortura y otros Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes
, puede ingresar libremente y sin previo aviso a cualquier centro de detención preventiva, establecimiento penitenciario o entidad socioeducativa para adolescentes en conflicto con la ley penal. 

98. Por otra parte, la Comisión Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes, la cual está integrada a la estructura interna de la Institución, también está facultada para efectuar visitas libremente a los establecimientos penitenciarios, entidades de atención socioeducativas y centros de detención preventiva, sin previa notificación, así como, acceder en cualquier momento a datos estadísticos inherentes a las personas privadas de libertad, y el trato dado a las mismas.



Visitas realizadas en el período

99. En el período 2002-2014 la Defensoría del Pueblo realizó 15.112 inspecciones a los centros de privación de libertad del país, según se muestra en la siguiente tabla: 
Tabla 3
Inspecciones realizadas a los centros de privación de Libertad. Período 2002-2014
	Años
	Total de inspecciones realizadas 
por la Defensoría del Pueblo a los centros de privación de libertad

	2002
	105

	2003
	1.123

	2004
	1.264

	2005
	1.591

	2006
	1.274

	2007
	1.382

	2008
	1.726

	2009
	150

	2010
	1.924

	2011
	1.137

	2012
	1.359

	2013
	880

	2014*
	1.197

	Total
	15.112


*  Total de inspecciones efectuadas hasta el mes de mayo de 2014.
100. Derivadas de estas inspecciones, se formularon recomendaciones y exhortos a diversas instituciones vinculadas con el régimen penitenciario pertenecientes a los diferentes poderes públicos. Del Poder Ejecutivo se realizaron recomendaciones principalmente a los Ministerios de Interior y Justicia, de Participación y Desarrollo Social, de Servicios Penitenciarios y a la Comisión Presidencial de Emergencia Penitenciaria; del Poder Judicial, al Tribunal Supremo de Justicia, a los Tribunales de Primera Instancia en funciones de Control y Juicio, a los jueces y juezas de los Circuitos Judiciales Penales y a la Defensa Pública; y del Poder Legislativo, a la Asamblea Nacional. 


Sírvanse proveer al Comité los informes especiales producidos por la Defensoría sobre temas incluidos en el ámbito de la Convención, si los hubiere.

101. La Defensoría del Pueblo ha realizado, respecto a la perpetración de torturas, los siguientes informes:



Año 2008

102. El CICPC. Investigación documental de violaciones de derechos humanos sobre la base de casos registrados por la Red de Apoyo por la Justicia y la Paz. Período 2000-2007.



Año 2010

103. Boletín sobre Trata de Personas, Años 2008-2009. Presentado ante los órganos competentes del Estado.

104. Informe relativo a los avances y denuncias recibidas por la Defensoría del Pueblo relacionado con la Trata de Personas. Presentado ante los órganos competentes del Estado.
105. Informe sobre posibles denuncias en las que estuvieran incursos funcionarios de la Policía Estadal de Yaracuy. Presentado ante los órganos competentes del Estado.

106. Boletín estadístico sobre denuncias recibidas y señalamientos de los órganos policiales involucrados en las mismas años 2005-2009. Presentado ante los órganos competentes del Estado.

107. Informe Final de Investigación: Policía Nacional Bolivariana: Balance de su primer año de gestión. Presentado ante la PNB, comunidades y medios de comunicación.



Año 2011

108. Casos de tortura registrados por la Defensoría del Pueblo. Años 2002-2010, en los que ha estado involucrado el CICPC. Reseña de casos correspondientes al mes de enero 2011.

109. Informe sobre actuaciones del CICPC, en casos de torturas y tratos crueles, inhumanos o degradantes atendidos por la Red de Apoyo por la Justicia y la Paz. Período Enero-Febrero 2011. 

110. Observaciones y recomendaciones al Protocolo de Actuación Institucional en materia de trata de personas (2011).



Año 2012

111. Propuesta de Indicadores sobre Derechos Civiles y Políticos, Derechos Económicos, Sociales y Culturales de niños, niñas, adolescentes y jóvenes. Presentada ante el Subcomité de Estadísticas de Niños, Niñas, Adolescentes y Jóvenes (INE).



Expliquen el papel desempeñado por la Defensoría en el seguimiento de la operación de requisición de armas realizada en la cárcel de Uribana el 25 de enero de 2013, que resultó en la muerte de al menos 60 reclusos del centro penitenciario.

112. En ocasión a los hechos de violencia ocurridos en el Centro Penitenciario de la Región Centro Occidental (Uribana), ubicado en el estado Lara, durante el mes de enero de 2013, la Defensoría del Pueblo, a través de su Defensoría Delegada del estado Lara, participó en fecha 23 de enero de 2013, en una reunión interinstitucional convocada por la XIV Brigada de Infantería de las Fuerzas Armadas, a los fines de coordinar la requisa que realizaría el Ministerio del Poder Popular para el Servicio Penitenciario en este centro de reclusión en fecha 25 de enero de 2013.

113. En este contexto, la Defensoría del Pueblo consideró necesario el rescate del orden interno y el decomiso de las armas que se encontraban en poder de los internos, para garantizar la vida y la integridad física, psíquica y moral de todas las personas que se encontraban privadas de libertad en ese centro penitenciario. Recomendó ceñir la actuación al principio de uso proporcional y diferenciado de la fuerza, y con respeto a los derechos humanos. 

114. El operativo planificado derivó en hechos de violencia, los cuales dejaron un saldo de 60 fallecidos (58 privados de libertad, un pastor evangélico y un efectivo de la Guardia Nacional Bolivariana), 117 heridos (114 privados de libertad y 3 Guardias Nacionales) y el traslado de la totalidad de la población recluida a otros establecimientos penitenciarios ubicados en distintos estados del país.
115. La Defensoría del Pueblo mantuvo presencia permanente en el centro penitenciario, brindó atención a los familiares de los privados de libertad heridos y fallecidos, articuló con los distintos organismos para la atención médica de los heridos y aseguró presencia en diversos centros de salud a objeto de verificar se les prestase la debida atención médica.

116. Se instruyó a todas las Defensorías Delegadas Estadales mantener la debida vigilancia y realizar las actuaciones que resultaran pertinentes en los establecimientos penitenciarios que recibieron población de la cárcel de Uribana, cuyo incremento de población podría implicar desmejoras de las condiciones de las instalaciones y servicios, así como propiciar hechos de violencia carcelaria.

117. La Defensora del Pueblo en fecha 27 de febrero de 2013, se reunió con los familiares de los reclusos del Centro Penitenciario en mención y reiteró su compromiso con los Derechos Humanos de los privados y las privadas de libertad.

118. En el año 2014, la Defensoría del Pueblo ha mantenido una labor de vigilancia permanente sobre la situación de los privados de libertad internados en este recinto penitenciario, ha realizado el seguimiento de las causas penales que han sido iniciadas por el Ministerio Público respecto a los internos fallecidos y lesionados durante estos hechos de violencia, en concordancia con los parámetros institucionales establecidos para ello.

Pregunta 6. Teniendo en cuenta la firma en julio de 2011 del Protocolo Facultativo de la Convención por parte del Estado y su voluntad de ratificarlo, tal y como se indica en el párrafo 37 del informe periódico, sírvanse informar sobre las medidas encaminadas a la ratificación de este instrumento.
119. El proceso de ratificación de instrumentos internacionales constituye un proceso complejo que amerita el análisis por parte de entes como la Procuraduría General de la República, Asamblea Nacional y la decisión presidencial, atendiendo a la independencia de Poderes el proceso de ratificación se realizará previo estudio.

Pregunta 7. Sírvanse aclarar si los requisitos para el establecimiento de la futura Comisión Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes, prevista en los artículos 11 a 16 de la nueva Ley contra la Tortura, se ajustan a los criterios de independencia, transparencia y autonomía funcional necesarios para el adecuado cumplimento de sus funciones. Indiquen cómo se compatibilizarán las funciones de esta Comisión con el futuro mecanismo nacional de prevención previsto en el Protocolo Facultativo.
120. La Comisión Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos Crueles Inhumanos o Degradantes es una instancia que se encuentra plenamente operativa desde el 31 de agosto de 2013, fecha en la cual fueron juramentados sus integrantes en el seno del Poder Legislativo Nacional. En fecha 31 de octubre del año 2013 la Comisión aprobó su Reglamento Interno. La Comisión está integrada por 13 voceros, 12 de ellos pertenecientes a diversas instituciones del Estado y uno proveniente del seno de la sociedad.
 El 54% de los integrantes de la Comisión (7 de 13) no guardan ninguna vinculación con el Poder Ejecutivo Nacional.

121. Por disposición de la Ley Especial, la Comisión Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes está integrada a la estructura organizativa de la Defensoría del Pueblo, correspondiendo a la Institución Nacional de Derechos Humanos la responsabilidad de presidirla. Esto otorga a la Comisión las garantías de autonomía e independencia que la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela atribuye a la Defensoría del Pueblo. Así, conforme al artículo 273 de la CRBV los órganos del Poder Ciudadano, incluida la Defensoría del Pueblo, son independientes y gozan de autonomía funcional, financiera y administrativa. 

122. Igualmente, a la luz del artículo 282 de la CRBV, el Defensor del Pueblo goza de inmunidad en el ejercicio de sus funciones y, por lo tanto, no puede ser perseguido, detenido, ni enjuiciado por actos relacionados con el ejercicio de sus funciones. En virtud de ambas disposiciones de rango constitucional, la Comisión Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos Crueles Inhumanos o Degradantes es independiente y dispone autonomía funcional, financiera y administrativa. Su Presidente goza de inmunidad en el ejercicio de sus funciones. 

123. La Comisión Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos Crueles Inhumanos o Degradantes tiene las competencias que el Protocolo Facultativo a la Convención contra la Tortura asigna al mecanismo nacional de prevención. Además, dicha Comisión fue incorporada a la estructura de la Institución Nacional de Derechos Humanos, en plena sintonía con lo previsto en el artículo 18.4 del Protocolo Facultativo. En virtud de lo anterior, la mencionada Comisión podrá fungir como Mecanismo Nacional de Prevención en caso de ratificación del Protocolo Facultativo, sacando el máximo provecho del trabajo desarrollado y la experiencia adquirida antes de la entrada en vigencia de dicho instrumento para nuestro país. 

Pregunta 8. En relación con el párrafo 60 del informe periódico, sírvanse proporcionar información sobre la aplicación del Decreto de reorganización del poder judicial y cómo se han reforzado las garantías de independencia de los jueces y su mantenimiento en el cargo. En este sentido, faciliten información sobre: a) el acceso a la carrera judicial; b) las normas que rigen la inamovilidad de jueces y la forma en que pueden ser destituidos; c) el número de jueces provisorios y permanentes; d) datos acerca de casos en que se haya producido la remoción de jueces y otros operadores de justicia en el período a examen. Expliquen, asimismo, de qué manera la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia establece salvaguardias contra la injerencia de otros poderes.
124. Esta respuesta será ofrecida por el Tribunal Supremo de Justicia durante el dialogo interactivo a realizarse con el Comité contra la Tortura.


Articulo 3

Pregunta 9. Sírvanse proporcionar datos anuales durante el período objeto de examen, desglosados por sexo, país de origen y edad, sobre: 


a)
El número de solicitudes de asilo registradas; 


b)
El número de solicitudes de asilo, refugio, u otra forma de protección humanitaria que fueron concedidas, indicando el número de casos, si fuere aplicable, en los que se concedió protección en aplicación del principio de no devolución; 

125. Desde 2003 la Comisión Nacional para los Refugiados ha procesado y decidido en primera instancia 9.692 solicitudes de refugio, de las cuales 1.629 fueron aprobadas y 8.063 negadas, de éstas 715 hicieron uso del Recurso de Reconsideración, lográndose conceder 254 favorablemente.

126. Estas decisiones han permitido otorgar el estatus de refugiadas a 4.733 personas, de las cuales 1.893 son NNA y 672 mujeres, dos categorías que suman 2.565, es decir, 54% del total refugiadas.

127. Cabe mencionar que el 99% de nuestros solicitantes de refugio son de nacionalidad colombiana, que huyen de los efectos del conflicto interno que vive ese país desde hace seis décadas.

128. Sobre otras nacionalidades, tenemos los siguientes casos: Chile 2, Haití 3, Perú 3, Ecuador 1, Honduras 1, Liberia 6, Ruanda 2, Congo 1, Costa de Marfil 1, Nigeria 6, Irak 8, Gambia 1, Kosovo 1, Pakistán 2, Afganistán 5, Líbano 5, Burundi 1, Sierra Leona 2, Turquía 2, Palestina 2, Estados Unidos 1, y Sahara Occidental 5.

129. En 2014 se han expedido 856 Documentos Provisionales, instrumento que le permite ingresar provisionalmente a territorio venezolano mientras se decide su situación.

130. Respecto de la aplicación del motivo “sexo” previsto en el Artículo 5º de nuestra Ley Orgánica (LORRAA), constituyó un aporte significativo de la legislación bolivariana, que supera las convenciones internacional en materia de refugio, y abre paso a la protección internacional de personas discriminadas por la sexodiversidad y la violencia contra la mujer, muy especialmente.

131. En mayo de 2010 establecimos el primer precedente en esta interpretación progresiva de la Ley, otorgando refugio a una mujer víctima de violencia de género; desde entonces se han beneficiado más de cuarenta (40) casos de mujeres violentadas y unos 6 casos por sexodiversidad.


c)
El número de personas que fueron extraditadas o expulsadas y la lista de países a las que fueron expulsadas; 

d)
El número de apelaciones interpuestas contra decisiones de expulsión sobre la base del posible peligro que corra el solicitante de ser sometido a maltrato en el país de origen y los resultados de dichas apelaciones.
132. Según información suministrada por Ministerio Público:


a)
Año 2001: Se recibió una (01) solicitud de extradición planteada por el Gobierno de la República de Colombia, por el delito de secuestro, siendo ésta declarada procedente;

b)
Año 2002: El Reino de España planteó al Estado venezolano, una (01) solicitud de extradición por el delito de tráfico de drogas, la cual fue acordada;

c)
Año 2003: Durante este año fueron extraditadas cinco (05) personas, en virtud del pedido formal presentado por la República francesa (en dos casos: uno por tráfico de drogas y otro, por homicidio); un pedido de la República italiana y finalmente, 2 personas entregados a las autoridades de los Estados Unidos de América por el delito de Tráfico de Drogas;

d)
Año 2004: En este año se acordó una (01) solicitud de extradición planteada por el gobierno de los Estados Unidos de América, por el delito de tráfico de drogas;

e)
Año 2005: Fueron extraditadas cuatro (04) personas a pedido de los siguientes países: Austria (por el delito de estafa); Colombia (por los delitos de homicidio y peculado por apropiación) y Rumania (por el delito de hurto);

f)
Año 2006: Fue declarada procedente una (01) solicitud de extradición, planteada por el Reino de Bélgica, por el delito de tráfico de drogas;

g)
Año 2007: Se declararon procedentes dos (02) solicitudes de extradición planteadas por la República francesa y por la República del Perú. La primera por el delito de violación, mientras que la segunda, por el delito de Trata de Personas, respectivamente;

h)
Años 2008, 2009 y 2010: No se produjeron extradiciones pasivas;

i)
Año 2011: Durante este año fueron declaradas procedentes ocho (08) solicitudes de extradición, planteadas por los siguientes países: Rumania (por el delito de legitimación de capitales); España (por el delito de violación); Canadá (por el delito de tráfico de drogas); Portugal (por tráfico de drogas); Francia (2 personas por los delitos de tráfico de drogas y homicidio); República italiana (tráfico de drogas); El Reino de los Países Bajos (por el delito de homicidio) y Suecia (por el delito de tráfico de drogas);

j)
Año 2012: Se produjeron nueve (09) entregas de personas por los siguientes delitos: una por los delitos de privación ilegítima de la libertad, violación de domicilio y vejaciones, a la República Argentina; una a Grecia por el delito de tráfico de drogas; una a la República del Perú por el delito de secuestro; una a Lituania por el delito de fraude; una a la República Checa por el delito de tráfico de drogas; una a la República Dominicana por el delito de homicidio; otra a la República Checa por el delito de fraude; una al Reino de España por el delito de tráfico de drogas; y, una a la República italiana por el delito de asociación mafiosa;

k)
Año 2013: Fueron declaradas procedentes siete (07) solicitudes de extradición, a los siguientes países: Perú (tráfico de drogas), Reino de España (legitimación de capitales y tráfico de drogas), Alemania (homicidio), Perú (violación), Reino de España (tráfico de drogas), República Checa (una extradición por falsificación y fraude y otra, sólo por el delito de fraude).
Pregunta 10. Sírvanse indicar si los solicitantes de asilo pueden tener acceso a asistencia jurídica independiente y gratuita durante el procedimiento de asilo, incluyendo durante la apelación. Aclaren, asimismo: 


a)
Si la apelación de una decisión de expulsión tiene efectos suspensivos; 


b)
Si el Estado ha adoptado protocolos de actuación con respecto a los solicitantes de asilo que incluyan un examen médico independiente, en el que se evalúen posibles traumas o secuelas, así como procedimientos de identificación de víctimas de violencia sexual o de género.

133. De acuerdo con la Ley Orgánica de Refugiados o Refugiadas y Asilados o Asiladas (LORRAA), la condición de asilado o asilada tiene como presupuesto que el Estado venezolano otorgue tal condición a un extranjero por considerar que este es un perseguido (a) por sus creencias, opiniones o afiliación política, por actos que puedan ser considerados como delitos políticos o por delitos comunes cometidos con fines políticos. El otorgamiento del asilo corresponde al Ministerio del Poder Popular para Relaciones Exteriores, en ejercicio de la soberanía y de conformidad con los tratados, convenios y acuerdos internacionales ratificados.

134. El procedimiento previsto en la LORRAA prevé que el asilo pueda otorgarse a las personas que lo soliciten ente misiones diplomáticas, navíos de guerra y aeronaves militares venezolanas, sin que esto aplique a personas procesadas o condenadas por delitos comunes o delitos contra la paz, crímenes de guerra o delitos de lesa humanidad. Para el otorgamiento de la condición de asilado el Ministerio del Poder Popular para Relaciones Exteriores consultará a las autoridades competentes. Otorgado el asilo, el Ministerio del Poder Popular para Relaciones Exteriores notificara al Ministerio de Interior y Justicia a fin de la expedición del documento de identidad.

135. Durante el proceso, la República Bolivariana de Venezuela garantiza las acciones necesarias para brindar protección, asistencia y apoyo jurídico a las personas solicitantes de asilo. Por otro lado, la LORRAA y su reglamento solo prevén la figura de expulsión para la condición de refugiado, con el procedimiento previsto en los artículos 1 al 20 del reglamento.

136. Asimismo, de acuerdo con la Ley de Extranjería y Migración los extranjeros y extranjeras que se encuentren en el territorio de la República, tendrán los mismos derechos que los nacionales, sin más limitaciones que las establecidas en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y las leyes.

Pregunta 11. En relación con el párrafo 95, apartado d) del informe periódico, sírvanse indicar, durante el período objeto de examen, el número de entregas realizadas por el Estado parte mediante la aceptación de garantías diplomáticas o equivalentes, indicando la razón por la que se requirió dicha garantía, así como los casos en que el Estado parte haya ofrecido esas seguridades o garantías diplomáticas. ¿Cuál es el contenido mínimo de esas seguridades o garantías, dadas o recibidas, y qué medidas de supervisión ulterior se han tomado en esos casos?

137. Esta respuesta será enviada con alcance al dialogo interactivo.


Artículos 5, 6, 7, 8 y 9
Pregunta 12. Con referencia al párrafo 101 del informe periódico, sírvanse indicar si el Estado parte: 


a)
Ha rechazado alguna solicitud de extradición presentada por otro Estado con respecto a una persona sospechosa de haber cometido un delito de tortura por haberse considerado que este delito era un delito político o infracción conexa; 


b)
Ha incoado un procedimiento judicial en aquellos casos en los que, por cualquier razón, ha rechazado una solicitud de extradición presentada por otro Estado con respecto a una persona sospechosa de haber cometido un delito de tortura. De ser así, proporcionen información sobre la situación y el resultado de esos procedimientos.

138. No se ha recibido en el Estado Venezolano durante el período en estudio (2001‑2013), solicitud de extradición planteada por otro Estado, en relación al delito de Tortura. Por tanto, al no haber sido recibida una solicitud de esta naturaleza, no ha existido pronunciamiento de rechazo a alguna petición de extradición, bajo el argumento de tratarse de delito político o infracción conexa.

139. Al no haberse recibido en el Estado Venezolano durante el período en estudio (2001-2013), solicitud de extradición planteada por otro Estado por el delito de Tortura, no ha existido en consecuencia, procedimiento judicial alguno por este delito derivado de la negativa a acordar una solicitud de extradición.
Pregunta 13. Sírvanse proporcionar información sobre aquellos casos en los que el Estado parte concedió la extradición de presuntos autores de actos de tortura o delitos conexos de tentativa de tortura y complicidad y participación en torturas durante el período en examen.

140. El TSJ declaró procedente la solicitud de extradición planteada por la República Argentina, de un ciudadano de esa nacionalidad requerido por la comisión de los delitos vinculados a violación de derechos humanos cometidos en ese país durante el año 1975, mediante decisión Nro. 229 del 04 de julio de 2012, siendo entregado a las autoridades de esa nación para su juzgamiento.

Pregunta 14. Con referencia al párrafo 117 del informe periódico, sírvanse indicar si en los tratados de extradición concertados con otros Estados partes se incluyen los delitos mencionados en el artículo 4 de la Convención como delitos sujetos a extradición. Con referencia al párrafo 119 del informe periódico, sírvanse indicar si los acuerdos mencionados sobre asistencia mutua en materia penal han conllevado en la práctica la transferencia de pruebas relacionadas con delitos de tortura o malos tratos. En caso afirmativo, sírvanse dar ejemplos.

141. En algunos tratados de extradición se establecen catálogos de delitos; sin embargo, en aquellos que no se establece un catálogo, se señala expresamente que procederá la extradición en aquellos casos de delitos que tengan asignadas penas de un año o superior. De esta forma, y teniendo en consideración que el delito de Tortura, a los efectos de la legislación venezolana es un delito grave, pues es violatorio de los derechos humanos, en esos casos siempre sería procedente la extradición. En materia de asistencia mutua en materia penal, se ha procedido a la transferencia de pruebas en casos de violaciones a derechos humanos. Un ejemplo de ello lo constituye una solicitud planteada por la Fiscalía de la República del Ecuador, con ocasión a hechos ocurridos en ese país en el año 2003, cuando agentes de seguridad de ese Estado, incurrieron en desapariciones forzadas de civiles. 

142. En el caso mencionado en el párrafo anterior, funcionarios del Ministerio Público venezolano, realizaron distintas experticias que fueron incorporadas en el proceso penal adelantado en ese país. Asimismo, funcionarios venezolanos, pertenecientes a la Unidad Criminalística contra la Vulneración de los Derechos Fundamentales, practicaron experticias en casos de violaciones a derechos humanos ocurridos en ese país en el año 1986, visto que cuenta con toda la tecnología de punta necesaria para practicar las experticias de más alto nivel en la región latinoamericana.



Articulo 10

Pregunta 15. Con referencia a las recomendaciones anteriores del Comité (párr. 11, apdo. d) y en relación con la formación impartida por el Estado como parte del Nuevo Modelo Policial, introducido por la Ley Orgánica del Servicio de Policía y del Cuerpo de Policía Nacional Bolivariana, de 2008, así como la capacitación impartida al personal penitenciario, sírvanse proveer al Comité con manuales de entrenamiento y protocolos de actuación, de existir estos. Asimismo, sírvanse aclarar:


a)
Si estos programas incluyen formación específica en las disposiciones de la Convención, el principio de uso de la fuerza como último recurso, teniendo en cuenta los principios de proporcionalidad y necesidad, y una perspectiva de género; 


b)
El número actualizado de agentes que han recibido dicha formación, en proporción al número total de agentes, los planes para formar al resto y la metodología desarrollada para evaluar la eficacia de estas formaciones, indicando si se vincula la formación a entidades académicas y de la sociedad civil; 


c)
Si la Fuerza Armada Nacional y la Milicia Nacional Bolivariana reciben la formación arriba mencionada, particularmente a la luz de su participación frecuente en el mantenimiento del orden público, particularmente tras la adopción del Plan Patria Segura.
143. Para fortalecer el nuevo modelo policial, la Defensoría del Pueblo consideró necesario renovar la cultura de derechos humanos, razón por la cual ha puesto a la disposición de la UNES, del Ministerio del Poder Popular para las Relaciones Interiores, Justicia y Paz y del Mppsp los cursos, talleres y diplomados que en esta materia ofrece la institución, a fin de fortalecer las políticas educativas implementadas por el ejecutivo nacional, y garantizar una enseñanza de alto nivel en donde impere el respeto al derecho a la vida, la integridad física, psíquica y moral de las personas que estén incursas en manifestaciones, así como a todas las personas privadas de libertad, y de las que se encuentran sujetas a un procedimiento penal.

144. Por su parte, la Fundación Juan Vives Suriá y la Escuela de Derechos Humanos de la Defensoría del Pueblo, han diseñado un conjunto de actividades formativas orientadas a empoderar a la población sobre sus derechos, capacitar a los funcionarios públicos respecto a los deberes y obligaciones que les impone tanto la normativa de rango constitucional como legal, así como la generación de espacios de reflexión que permitan cambios de conductas respecto a los actores estatales. En tal sentido, en el periodo comprendido entre los años 2008-2013, la institución desarrolló 259 actividades en lo concerniente a la actuación policial y derechos humanos de las personas privadas de libertad, enmarcadas en: un curso sobre Derechos Humanos, en el cual participaron once mil novecientos ochenta y un personas (11.981) y abarcó cinco mil quinientas ocho horas académicas (5.508); un Diploma en Sistema de Responsabilidad Penal de Adolescente, el cual contó con 482 participantes; una serie de cursos básicos, entre estos: Curso sobre Derechos de las Personas privadas de Libertad (517 participantes), Curso Básico de Derechos Humanos Nivel I (5.882 participantes), Curso Básico de Derechos Humanos Nivel I (1.844 participantes) y Curso de Responsabilidad Penal Adolescente (110 participantes).

145. Además, se realizaron cursos para estudiantes de la Universidad Bolivariana de Venezuela, a saber: Curso sobre Actualización de Procesos Penales (195 participantes), Curso Teórico Práctico para la Defensa de Derechos Humanos (80 participantes), Curso Hábeas Corpus como Mecanismo de Defensa de Derechos Humanos (30 participantes), Curso sobre el Debido Proceso (123 participantes), Curso sobre Derecho Penal (681 participantes), Curso sobre Querella Penal como Herramienta para Exigir Responsabilidad por Violación de DDHH (45 participantes), Curso sobre Herramientas fundamentales del Derecho Procesal (45 participantes), Curso sobre Responsabilidad Penal Adolescente (1.016 participantes), Curso sobre Actuación Policial y Derechos Humanos (201 participantes), Curso sobre Dinámica de la Sociedad Carcelaria (140 participantes), Curso sobre Sistema de Ejecución de la Pena (488 participantes) y Curso sobre los Derechos Humanos y sus Mecanismos de Defensa (102 participantes).

146. Por otra parte, y a través del Programa Haciendo Comunidad, Sub Programa Comunidad Penitenciaria, la Defensoría del Pueblo elaboró una propuesta educativa titulada “Programa Nacional de educación en Derechos Humanos para los privados de libertad”.
147. Este programa tuvo como objetivo promover espacios educativos donde las personas privadas de libertad (procesados y penados), sus familiares, la Guardia Nacional Bolivariana de Venezuela, estudiantes y Funcionarios/as que conforman el sistema de justicia penal y penitenciaria, reflexionaran acerca de los Derechos Humanos de los privados de libertad, mediante el manejo de mecanismos e instrumentos jurídicos que le permitan de manera colectiva la defensa de sus derechos humanos frente a la situación penitenciaria actual en Venezuela.

148. Ahora bien, específicamente, la formación en materia de Derechos Humanos dirigida al ámbito penitenciario y otras instancias del sistema penitenciario, comprendió, en primer lugar, actividades educativas en Centros Penitenciarios, tales como: Internado Judicial de Trujillo (población formada 801), Cárcel Nacional de Maracaibo (población formada 149), Internado Judicial de la Región Andina Mérida (población formada 85), Internado Judicial de San Juan de los Morros, Los Pinos — Guárico (población formada 190), Centro Penitenciario de la Región Centro-occidental Uribana (población formada 26), Centro Penitenciario Yare III (población formada 30), Internado Judicial de la Planta El Paraíso (población formada 26), Internado Judicial de los Teques INOF (población formada 12), Internado Judicial de Apure (población formada 111), Internado Judicial de Barinas (población formada 124) y Centro Penitenciario de Occidente Santa Ana-Táchira (población formada 140).

149. Asimismo, diferentes instituciones se vieron beneficiadas con la formación en Derechos Humanos, entre estas: La Guardia Nacional Bolivariana de Venezuela (población formada 589), Instituto Universitario de Estudios Penitenciarios IUNEP (población formada 252), Comisión Permanente Ciudadana. Alcaldía de Caracas (población formada 35), Fundación Casa de Paso Oasis No. 4 (población formada 244) y Ex privados de libertad-asesoría en proyecto de reinserción social (población formada 12).

150. Entre estos programas y a las actuaciones desplegadas en el período 2008-2013, hubo un total de 10.038 personas beneficiadas, abarcando: privados de libertad y sus familiares, funcionarios del sistema penitenciario, estudiantes y la Guardia Nacional Bolivariana de Venezuela.

Pregunta 16. Sírvanse indicar si los programas de formación para jueces, fiscales, médicos y psicólogos forenses y personal médico que se ocupan de los detenidos incluyen formación específica sobre las disposiciones de la Convención y capacitación específica en relación con el Manual para la investigación y documentación eficaces de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (Protocolo de Estambul). De ser así, indiquen las evaluaciones que se hayan hecho de la repercusión de dichos programas.

151. Esta respuesta ha sido contestada al Comité mediante los párrafos 134 al 149 del 3er y 4to Informe Consolidado Sobre la Convención contra la Tortura.

Pregunta 17. Sírvanse indicar si el Estado parte ha proporcionado formación a oficiales de inmigración sobre la Convención, las normas que garantizan el derecho de asilo y refugio, el Protocolo de Estambul y la identificación de víctimas de trata o delitos sexuales. Indiquen, asimismo, las evaluaciones que se hayan hecho de los resultados de dichos programas, así como el porcentaje de oficiales que han asistido.

152. Esta respuesta ha sido contestada al Comité mediante los párrafos 78 y siguientes del 3er y 4to Informe Consolidado Sobre la Convención contra la Tortura.


Articulo 11

Pregunta 18. En referencia a recomendaciones anteriores del Comité (párr. 11, apdo. e), sírvanse proporcionar datos comparativos entre los resultados de los diagnósticos penitenciarios elaborados en 2006 y 2011 por el Estado, y la situación penitenciaria actual. Informen también sobre el Nuevo Régimen Penitenciario, en particular si este régimen incluye instrucción militar a presos. En relación con el párrafo 152, apartado e) del informe periódico, indiquen qué tipo de restricciones se aplican a reclusos de media y máxima seguridad. En concreto, aporten datos anuales, desglosados por lugar de detención, incluyendo los retenes policiales, sobre: 


a)
La capacidad total de alojamiento en relación con la población penal, a la luz de datos que informan acerca de una sobrepoblación carcelaria del 231%, y las labores de mantenimiento y construcción de nuevas prisiones; 


b)
Las condiciones sanitarias, de ventilación y acceso a luz natural de las celdas; acceso a agua, alimento y asistencia médica, particularmente en los calabozos de Polilara (Barquisimeto), Sotillo (Anzoátegui), y en la sede del Servicio Bolivariano de Inteligencia (SEBIN); 


c)
Separación entre procesados y detenidos y entre internos adultos y menores, particularmente en sedes policiales; 


d)
El porcentaje de reclusos que realiza actividades laborales, indicando si éstas son voluntarias y remuneradas, y el porcentaje de reclusos que accede a estudios.
153. La información será suministrada con alcance a esta lista de cuestiones; antes de la defensa del informe.

Pregunta 19. Sírvanse presentar información actualizada, que incluya datos estadísticos desglosados por sexo, edad, origen étnico o nacionalidad, sobre el número de presos preventivos y su proporción con respecto al número total de condenados, así como el promedio anual de duración media y máxima de la prisión preventiva. Sírvanse informar acerca de los resultados de las medidas enunciadas en el párrafo 14 del informe periódico para disminuir el retardo procesal y, como consecuencia, el excesivo número de presos que están en espera de juicio. Asimismo, indiquen de qué manera son compatibles estas medidas con las modificaciones introducidas en 2012 en el Código Orgánico Procesal Penal, que permiten: a) un incremento de los plazos para el otorgamiento de penas alternativas a la prisión, así como la presencia de circunstancias concurrentes para otorgar dichas medidas; b) la detención continuada de un imputado por un tiempo indefinido, pese a existir una decisión judicial que ordena su libertad, cuando el Ministerio Publico apela oralmente la decisión. En relación con el párrafo 14, apartado h) del informe periódico, clarifiquen si las Fiscalías especializadas en materia de Régimen Penitenciario dependen jerárquica o institucionalmente del sistema penitenciario. Clarifiquen, asimismo, en qué sentido estas Fiscalías dan “cumplimiento [...] a lo establecido en el Protocolo de Estambul.

154. Los Fiscales con Competencias en Régimen Penitenciario, no dependen jerárquica ni institucionalmente del sistema penitenciario, ya que se encuentran adscritas al Ministerio Público, que forma parte del Poder Ciudadano, que es un órgano autónomo e independiente representado por la Fiscal General de la República; la función de las fiscalías con Competencia en el Régimen Penitenciario, es promover y garantizar la defensa de los DDHH de los privados de libertad, realizando de manera permanente y continuada visitas periódicas a los centros de reclusión para constatar las condiciones de la población en prisión, dar atención a los internos, a sus familiares y brindarles asistencia integral. 

155. En este sentido, la labor que realiza del MP se vincula al Protocolo de Estambul, visto que cuando tiene conocimiento de la comisión de un hecho punible ocurrido en el interior de los establecimientos penitenciarios, se designa de manera inmediata un Representante Fiscal en materia de Proceso, a los fines de iniciar la investigación penal correspondiente. 

156. En el año 2013, el MP brindó un total de 26.842 asistencias integrales a personas privadas de libertad, a saber: asistencia médica, entrevistas a detenidos, donación de medicamentos, libros, lentes, barbería, cedulación, reconocimientos médico legal y kit Misión Robinson.

Pregunta 20. Con referencia al párrafo 151 del informe periódico, en que el Estado reconoce que, en vista de la cultura de mafias, “garantizar los derechos humanos a la población penitenciaria es un verdadero desafío”, sírvanse describir las medidas adoptadas para prevenir actos de violencia entre presos y para proteger su integridad personal. Informen también acerca de los resultados del Sistema de Control de Acceso para combatir el presunto uso extendido de armas y explosivos por parte de internos. 

Proporcionen datos sobre las denuncias recibidas por la Fiscalía y el Defensor del Pueblo en el período a examen, y el seguimiento que se le ha dado a dichas denuncias, acerca de presuntos actos de corrupción del personal penitenciario, como el presunto cobro a los reclusos de una extorsión conocida como “causa”, de presuntos actos de tortura o maltrato a presos así como acerca del comportamiento presuntamente negligente de dicho personal en actos de violencia entre internos, como en los llamados “coliseos”, en los que presos presuntamente luchan entre ellos en presencia de personal penitenciario. 

Asimismo, proporcionen datos oficiales sobre las muertes de internos ocurridas durante la privación de libertad en el período a examen, desglosados por sexo, edad, origen étnico de los fallecidos, causa de la muerte y lugar de privación de libertad y aporten información detallada sobre el resultado de las investigaciones de esas muertes. 

157. Sobre los Casos de presunta corrupción de funcionarios en el ámbito penitenciario, a continuación se detalla la información proporcionada por el Ministerio Público, sobre sus actuaciones en los referidos casos:



Casos del año 2007

158. Presuntas irregularidades atribuidas a la presidenta de la Caja de Trabajo Penitenciario, en mayo de 2007; conoce la Fiscalía Décima Segunda del Ministerio Público a Nivel Nacional con competencia en materia contra la Corrupción, Bancos, Seguros y Mercado de Capitales. Se dictó medida cautelar y actualmente se encuentra en Fase de Investigación. 


Casos del año 2008

159. Irregularidades cometidas por 02 custodios en el Centro Penitenciario de Occidente en febrero de 2008. La Fiscalía Vigésima Tercera del Ministerio Público del estado Táchira en materia Contra la Corrupción acusó por el delito Evasión Favorecida de Detenido a dichos funcionarios; fueron condenados en virtud de la admisión de hechos. 

160. Presuntas irregularidades con ocasión a la Ocultación de Municiones; Obtención Ilegal de Lucro y Peculado, en el Centro Penitenciario de Occidente, en octubre de 2008. La Fiscalía Vigésima Tercera del Ministerio Público del estado Táchira en materia Contra la Corrupción, solicitó Sobreseimiento de la causa, se está a la espera de la decisión judicial respectiva.

161. Hechos denunciados por la presunta conducta irregular de un custodio, en abril de 2008, conocida por la Fiscalía Vigésima Primera del estado Aragua, se solicitó el Sobreseimiento en virtud que los hechos denunciados era atípicos. 



Casos del año 2009

162. Hechos ocurridos en el Internado Judicial de Yaracuy cometidos por custodios en fecha 05 de noviembre de 2009, la Fiscalía Décima Cuarta de Yaracuy con competencia en materia Contra la Corrupción, acusó a dichos funcionario por los delitos de Delitos de Concusión y Asociación, se dictó sentencia condenatoria en el año 2010. 
163. Hechos atribuidos a un presunto funcionario del centro de reclusión de apellido Alvarado, quien solicitaba dinero a cambio de anotar los libros de control de Asistencia, en diciembre de 2009. Conoce la Fiscalía Vigésima Segunda del estado Lara, actualmente continúa Proceso Penal abierto. 

164. Hechos ocurridos en septiembre de 2009 en el Recinto Penitenciario de Barinas. La Fiscalía Décima Quinta del estado Barinas presentó acusación por la presunta comisión del delito de Concusión, atribuido al vigilante del centro penitenciario. Se acordó medida de presentación periódica y actualmente está en Fase de Juicio.

165. Caso del 18/01/2008, ocurrido en el estado Nueva Esparta, por el delito de Trata de Mujeres con fines de Explotación Sexual, con diez víctimas todas de nacionalidad venezolana de 18, 20, 22, 25 y 34 años de edad. El Ministerio Público tramitó la orden de aprehensión en contra de tres ciudadanos quienes se encuentran sustraídos del proceso, presumiéndose que se encuentran fuera del país. Las víctimas gozan de medidas de protección.



Casos del año 2010

166. Causa conocida por la Fiscalía Quincuagésima Quinta del Ministerio Público a Nivel Nacional con competencia Plena, desde diciembre de 2010, la cual presentó acusación por la presunta Fuga de Detenidos en la Penitenciaría de San Juan de los Morros, atribuida a un Custodio de la PGV. Tiene una Medida Privativa de Libertad acordada y actualmente se encuentra en Fase de Juicio. 

167. Causa conocida por la Fiscalía Vigésima Primera del estado Aragua, con Competencia en materia Contra la Corrupción, por la presunta Concusión realizada por funcionarios del centro de reclusión, en junio de 2010. Actualmente se encuentra en Fase de Investigación. 

168. Causa conocida por la Fiscalía Décima Tercera del estado Carabobo, con Competencia en materia Contra la Corrupción, por la presunta Concusión realizada por funcionarios del Internado Judicial de ese estado, en junio de 2010. Actualmente continúa Proceso Penal en curso. 

169. Causa conocida por la Fiscalía Séptima del estado Falcón, con Competencia en materia Contra la Corrupción, la cual acusó por la presunta comisión del delito de Concusión realizada por funcionarios del centro de reclusión, en agosto de 2010. Se dictó Sentencia Condenatoria. 

170. Causa conocida por la Fiscalía Décima Séptima del estado Guárico con Competencia en materia Contra la Corrupción, la cual acusó por la presunta Evasión Favorecida de un detenido del complejo penitenciario ubicado en ese estado, en febrero de 2010. Actualmente en Fase de Juicio. Acordada Medida Cautelar Sustitutiva.

171. Causa conocida por la Fiscalía Décima Séptima del estado Guárico con Competencia en materia Contra la Corrupción, por la presunta Evasión Favorecida de internos del complejo penitenciario, en febrero de 2010. Actualmente en Fase de Investigación.

172. Causa conocida por la Fiscalía Vigésima Quinta del estado Miranda con Competencia en materia Contra la Corrupción, por presuntas irregularidades realizadas por personal del Tribunal 1º de Ejecución del estado Miranda. Actualmente en Fase de Investigación.

173. Causa conocida por la Fiscalía Vigésima Quinta del estado Miranda con Competencia en materia Contra la Corrupción, por presuntas irregularidades atribuidas a la Directora del Centro Penitenciario Yare I, en julio de 2010. Actualmente en Fase de Investigación.

174. Presuntas irregularidades efectuadas por el Jefe del Régimen del Internado Judicial de los Teques en septiembre de 2010. La Fiscalía Vigésima Quinta del estado Miranda con Competencia en materia Contra la Corrupción, presentó acusación por la presunta comisión del delito de Peculado y se dictó Sentencia Condenatoria a un Custodio. 

175. Causa conocida por la Fiscalía Vigésima Quinta del estado Miranda con Competencia en materia Contra la Corrupción, por presuntas irregularidades atribuidas a custodias del Instituto Nacional de Orientación Femenina (INOF), en febrero de 2010. Actualmente en Fase de Investigación.

176. Causa conocida por la Fiscalía Séptima del estado Trujillo con Competencia en materia Contra la Corrupción, por la presunta comisión de los delitos de Corrupción Propia y Asociación, detectados en mayo de 2010, en el Centro de Tratamiento Comunitario “José Antonio Carreño”. Actualmente en Fase de Investigación. Custodios sometidos a Medida Cautelar Sustitutiva. Causa conocida por la Fiscalía Séptima del estado Trujillo con Competencia en materia Contra la Corrupción, por la presunta Concusión por parte de 02 Custodios. Actualmente en Fase de Investigación. Custodios sometidos a Medida Cautelar Sustitutiva.

177. Causa conocida por la Fiscalía Séptima del estado Trujillo con Competencia en materia Contra la Corrupción, por la presunta comisión de los delitos de Corrupción Propia y Asociación, ocurridos en octubre de 2010, en el Centro de Tratamiento Comunitario “José Antonio Carreño”. Continúa Proceso Penal abierto.

178. Causa conocida por la Fiscalía Décima Cuarta del estado Yaracuy con Competencia en materia Contra la Corrupción, por la presunta comisión del delito de abuso de funciones por parte de Funcionarios Policiales, en septiembre de 2010. Se solicitó Sobreseimiento en fecha 18 de mayo de 2012. 



Casos del año 2011

179. Hechos suscitados en los Internados Judiciales Región Capital Rodeo I y II. La Fiscalía Décima Segunda del Ministerio Público a Nivel Nacional con Competencia Plena, acusó por la presunta comisión de los delitos de Asociación para Delinquir, Facilitadores en el Suministro de Armas y Explosivos, Corrupción Propia y Tráfico de Drogas, cometida por el Director del Internado, Jefe del Régimen del Internado, Vigilante, Capitán de la Guardia Nacional, Subdirector del Internado. Actualmente en Fase de Juicio con respecto a dos de los acusado y se condenó a 03 funcionarios por admisión de los hechos. 

180. Irregularidades detectadas en noviembre de 2011, en el Internado Judicial. Causa conocida por la Fiscalía Quinta del estado Anzoátegui con Competencia en materia Contra la Corrupción, que acusó por la comisión de los delitos de Corrupción Impropia, al Director del Internado y a un Recluso. Se dictó sentencia condenatoria por Admisión de hechos, en 10 de julio de 2011. 

181. La Fiscalía Décima del estado Apure con Competencia en materia Contra la Corrupción, presentó acusación por la presunta comisión de los delitos de Evasión Favorecida por Funcionario Pública, contra Sargento Segundo de la Guardia Nacional, por las irregularidades ocurridas en el Internado Judicial de San Fernando. Actualmente en Fase de Juicio. El acusado esta privado de libertad por otro caso.

182. Irregularidades ocurridas en la Comandancia General de la Policía del estado Apure, por parte de 02 funcionarios agregados de la Policía Nacional Bolivariana, cuyo caso es conocido por la Fiscalía Décima del estado Apure con Competencia en materia Contra la Corrupción, que presentó acusación por la presunta comisión de los delitos de Evasión Favorecida por Funcionario Pública y Corrupción Propia. Se les dictó Medida Cautelar de Presentación Periódica y está en Fase de Juicio.

183. Causa conocida por la Fiscalía Décima del estado Apure con Competencia en materia Contra la Corrupción, la cual acusó por la presunta comisión de los delitos de Evasión Favorecida y Corrupción Propia, contra 02 funcionarios policiales debido a la fuga de un ciudadano con medida de arresto domiciliario. Actualmente se encuentra en Fase Intermedia y se dictó arresto domiciliario a un Funcionario de la Policía del estado Apure. 

184. Irregularidades con ocasión a la fuga de un detenido en el Centro Penitenciario del estado Falcón, la Fiscalía Séptima del estado Falcón con Competencia en materia Contra la Corrupción, acusó por la comisión del delito de Corrupción Propia, a un custodio, quien posteriormente condenado por admisión de hechos. 

185. Eventos ocurridos en octubre de 2013 por un custodio en la Comunidad Penitenciaria de Lara, donde la Fiscalía Vigésima Segunda de ese estado con Competencia en materia Contra la Corrupción, acusó por la presunta comisión del delito de Concusión. Se dictó Medida Sustitutiva y está en Fase de Intermedia. 



Casos del año 2012

186. Causa conocida por la Fiscalía Vigésima Primera del estado Aragua con Competencia en materia Contra la Corrupción, por la presunta comisión del delito de Concusión de funcionarios custodios. Actualmente en Fase de Investigación. 

187. Causa conocida por la Fiscalía Décima Séptima del estado Guárico con Competencia en materia Contra la Corrupción, por la presunta comisión del delito de Evasión Favorecida de detenido en la Policía del estado Guárico. Se dictó sentencia Absolutoria en fecha 01 de julio de 2014.

188. Causa conocida por la Fiscalía Vigésima Quinta del estado Miranda con Competencia en materia Contra la Corrupción, por la presunta comisión del delito de Evasión Favorecida de detenido en el centro penitenciario Yare I. Actualmente en Fase de Investigación. 

189. Presuntas irregularidades ocasionadas en noviembre de 2012, por un Delegado de Prueba en perjuicio de un imputado. Cursa investigación ante la Fiscalía Quinta del estado Sucre con Competencia en materia Contra la Corrupción, por la comisión del delito de Concusión. El caso se encuentra en Fase Preparatoria. 

190. Causa conocida por la Fiscalía Séptima del estado Trujillo con Competencia en materia Contra la Corrupción, con ocasión a la presunta comisión del delito Concusión en mayo de 2012, cuando un custodio solicitó dinero para permitir firmar un libro de entrada y salida de internos. Actualmente en Fase de Investigación.

191. Causa conocida por la Fiscalía Décima Cuarta del estado Yaracuy con Competencia en materia Contra la Corrupción, por la presunta comisión de los delitos de Asociación y Fuga, realizada por el Jefe de Régimen de Internado y Custodios. Se decretó Sobreseimiento en fecha 01 de febrero de 2013.

192. Irregularidades relacionadas con la Evasión de un Detenido, en mayo de 2012, en virtud de lo cual, la Fiscalía Vigésima Quinta del estado Zulia con Competencia en materia Contra la Corrupción, acusó a un Funcionario de la Policía Municipal de Maracaibo, quien se encuentra bajo Medida Privativa de Libertad, estando la causa en Fase de Juicio. 



Casos del año 2013

193. Causa conocida por la Fiscalía Décima Segunda del Ministerio Público con Competencia en materia Contra la Corrupción, Bancos, Seguros y Mercado de Capitales, por la presunta comisión del delito de Evasión de un Detenido, en marzo de 2013, en “El Marite”, actualmente la causa se encuentra en Fase de Investigación. 

194. La Fiscalía Segunda del estado Amazonas con Competencia en materia Contra la Corrupción, acusó por la presunta comisión del delito de Evasión de un Detenido, por irregularidades ocurridas en septiembre de 2013, por parte de un Oficial Adscrito al Centro Estadal de Detención Judicial de Amazonas (CEDIA), quien se encuentra sometido a presentación periódica, y la causa está Fase Intermedia. 

195. En noviembre de 2013, al ser detenido en Flagrancia un Funcionario del Ministerio del Servicio Penitenciario. Quien se encuentra actualmente privado de libertad Causa conocida por la Fiscalía Vigésima Primera del estado Aragua con Competencia en materia Contra la Corrupción, por la presunta comisión del delito de Peculado de Uso,. Actualmente en Fase de Investigación. 

196. En noviembre de 2013, un Funcionario del Ministerio del Servicio Penitenciario fue detenido en flagrancia por la presunta comisión del delito de Corrupción Propia. La Fiscalía Séptima del estado Falcón con Competencia en materia Contra la Corrupción, acusó por el referido delito, siendo condenado en enero de 2014, por admisión de hechos. 

197. Causa conocida por la Fiscalía Vigésima Segunda del estado Lara con Competencia en materia Contra la Corrupción, por la presunta comisión del delito de Peculado, en octubre de 2013, por parte de un Custodio, quien se encuentra sometido a Medida Cautelar y la causa en Fase Intermedia.

198. Causa conocida por la Fiscalía Quinta del estado Sucre con Competencia en materia Contra la Corrupción, que acusó por la presunta comisión del delito de Concusión, por presuntas irregularidades en abril de 2012, por parte del Director del Internado, quien se encuentra bajo Medida Privativa de Libertad y la causa en Fase de Juicio.



Casos del año 2014

199. Causa conocida por la Fiscalía Décima Segunda del Ministerio Público a Nivel Nacional con Competencia en materia contra la Corrupción, Bancos, Seguros y Mercado de Capitales, por la presunta comisión del delito de Hurto en la Cárcel Nacional de Maracaibo, en febrero de 2014, actualmente la causa se encuentra en Fase de Investigación. 
200. Presuntas irregularidades atribuidas a Funcionarios Adscritos al Ministerio del Poder Popular del Servicio Penitenciario, el Ministerio Público acusó, por la presunta comisión de los delitos de Peculado Doloso Impropio, Asociación, Legitimación de Capitales. Los acusados tienen medida privativa de libertad y la causa actualmente en Fase Intermedia.
201. Causa conocida por la Fiscalía Vigésima Primera del estado Aragua con Competencia en materia Contra la Corrupción, por la presunta comisión de los delitos de Peculado Doloso Propio, Resistencia a la Autoridad y Tráfico Ilícito de Armas de Fuego. Actualmente la Causa se encuentra en Fase de Investigación. 
202. En abril de 2014, ocurrieron presuntos hechos irregulares atribuidos a custodios del Internado Judicial de Falcón. La Fiscalía Séptima del estado Falcón con Competencia en materia Contra la Corrupción, los acusó por los delitos de Tráfico de Influencias, Agavillamiento y Favorecimiento de Detenidos. Se encuentran sometidos a medida privativa de libertad y actualmente en Fase de Intermedia.
203. Causa conocida por la Fiscalía Séptima del estado Falcón con Competencia en materia Contra la Corrupción, la cual acusó por la presunta comisión de los delitos de Concusión y Agavillamiento, por hechos ocurridos en mayo de 2014, atribuidos a custodios quienes se encuentran sometidos a medida privativa de libertad. Actualmente en Fase de Intermedia.
204. Causa conocida por la Fiscalía Séptima del estado Falcón con Competencia en materia Contra la Corrupción, por la presunta comisión del delito de Corrupción Impropia con ocasión a la fuga de detenidos, en febrero de 2014. Actualmente la causa se encuentra en Fase de Investigación. 
205. Caso relacionado con el delito de Evasión de Detenidos, atribuidas a un custodio de la Penitenciaría General de Venezuela, en febrero de 2014. La Fiscalía Décima Séptima del estado Guárico con Competencia en materia Contra la Corrupción, presentó la acusación respectiva, fue dictada sentencia condenatoria por admisión de hechos.

206. Causa conocida por la Fiscalía Vigésima Segunda del estado Lara con Competencia en materia Contra la Corrupción, que presentó acusación contra un custodio por la presunta comisión de los delitos de Evasión Favorecida y Asociación para Delinquir, por hechos ocurridos en la Penitenciaría Félix-Lara. Sometido a medida privativa y actualmente la causa se encuentra en Fase de Juicio. 
207. Causa conocida por la Fiscalía Vigésima Segunda del estado Lara con Competencia en materia Contra la Corrupción, por la presunta comisión del delito de Concusión, ocurrida en el centro Penitenciario DEAVID, por parte de un custodio, quien se encuentra sometido a medida cautelar y actualmente en Fase de Investigación. 
208. Causa conocida por la Fiscalía Vigésima Quinta del estado Miranda con Competencia en materia Contra la Corrupción, por la presunta comisión de delitos de Evasión Favorecida en el Instituto Nacional de Orientación Femenina (INOF), por parte de custodias. Actualmente en Fase de Investigación. 
209. Causa conocida por la Fiscalía Séptima del estado Trujillo con Competencia en materia Contra la Corrupción, que acusó por la presunta comisión de los delitos de Evasión Favorecida y Asociación para Delinquir, contra un Custodio, sometido a medida privativa y actualmente se encuentra en Fase de Juicio.

210. Sobre la situación particular vinculada a los llamados Coliseos, la Defensoría del Pueblo en el año 2011, solicitó a la Dirección Nacional de Servicios Penitenciarios del Ministerio del Poder Popular para las Relaciones Interiores y Justicia, información sobre las medidas y/o acciones adoptadas para el resguardo de la vida e integridad de las personas privadas de libertad en el Centro Penitenciario de la Región Centro Occidental (Uribana), dada la preocupación institucional por las situaciones de violencia acaecidas en dicho recinto que generaron el fallecimiento y lesiones de personas privadas de libertad, manifestándose igualmente el interés de que en todos los establecimientos se garantizara a la población privada de libertad el pleno disfrute de los Derechos Humanos, especialmente la protección de la vida.


a)
Las agresiones, actos de intimidación y violación, presuntamente por un agente estatal, sufridas por la magistrada María Lourdes Afiuni tras su detención y encarcelamiento, el 10 de diciembre de 2009, como resultado de haber ordenado la liberación condicional de una persona cuya detención había sido considerado arbitraria por el Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria

211. Durante la permanencia de la ciudadana María Lourdes Afiuni Mora en el Instituto Nacional de Orientación Femenina (INOF), entre diciembre de 2009 y febrero de 2011, fue visitada en dieciocho (18) ocasiones por comisiones defensoriales constituidas in situ; siendo la primera de ellas el 18 de diciembre de 2009 y la última el 17 de enero de 2011. Cabe destacar que en ninguna de las visitas defensoriales, la ciudadana mencionó o denunció alguna vulneración a su integridad personal, física, psíquica o sexual. 

212. En fecha 4 de febrero de 2011, por solicitud del Ministerio Público, le es dictada a María Lourdes Afiuni, la medida de casa por cárcel, luego de haber sido intervenida quirúrgicamente por una afección de salud.

213. A partir del mes de noviembre del año 2012, a raíz de la publicación del libro Afiuni “La presa del Comandante”, se dio a conocer a la opinión pública la presunta violación sufrida por la mencionada ciudadana. 

214. Ante tal situación, el Ministerio Público, en fecha 27/11/2012, mediante oficio N° F37°NN-0755-2012, solicitó ante el Juzgado 17° de Primera Instancia en Funciones de Juicio del Circuito Judicial Penal del Área Metropolitana de Caracas, el traslado de la ciudadana María Afiuni hasta la sede de la Fiscalía 37ª Nacional del Ministerio Público, a los fines de que expusiera, en calidad de víctima, las circunstancias de tiempo, modo y lugar de los hechos; ello fue acordado por el Juzgado de la causa en fecha 28/11/2012, y el traslado se realizó en fecha 29/11/2012; sin embargo, la presunta víctima se negó a brindar declaración alguna. 

215. En fecha 14 de junio de 2013, el Tribunal 17 de Juicio de la Circunscripción Judicial del área Metropolitana de Caracas, otorgó la libertad condicional a favor de la ciudadana Afiuni, a petición del Ministerio Público, con régimen de presentación cada 15 días ante el Tribunal. 

216. En cuanto, a la denuncia de violación sexual y agresiones de las que presuntamente fuera víctima María Lourdes Afiuni, dentro del Instituto Nacional de Orientación Femenina (INOF), el 29 de noviembre de 2012, se trasladaron al INOF los fiscales 37 y 82 del Ministerio Público a Nivel Nacional, la primera con Competencia Plena y la segunda con competencia a para la Defensa de la Mujer, para constatar dicha denuncia, y en presencia de los abogados defensores de María Lourdes Afiuni, se negó a formular la denuncia, a exponer los hechos de los cuales presuntamente había sido víctima; a pesar de ello, mientras estuvo en el INOF, dicha ciudadana recibió visitas periódicas de los Fiscales en materia de Ejecución Penitenciaria del Ministerio Público, para garantizar sus DDHH y con la disposición de recibirle cualquier tipo de denuncia, sin que se hubiere notado alguna situación irregular, ni que presentará algún síntoma que hiciera presumir una violación, todo lo está respaldado debidamente mediante actas, que al efecto se suscribían conjuntamente con la ciudadana María Lourdes Afiuni.

217. En cuanto al proceso penal seguido contra la referida ciudadana, se le ha garantizado en todo momento el Debido Proceso; dicha causa se inició el 10 de diciembre de 2009, por cuanto María Lourdes Afiuni, en el ejercicio de sus funciones como Juez 35 de Control de Caracas, había fijado una Audiencia Preliminar en la causa seguida contra Eligio Cedeño, constituyéndose en la Sala respectiva, la secretaria del Tribunal, el acusado identificado, sus defensores, y 02 abogados de la Procuraduría General de la República, junto con la prenombrada Juez, quien en ausencia de representantes del Ministerio Público, procedió a la celebración de dicha Audiencia, solamente con la presencia de las referidas partes, decretando además, Medida Cautelar Sustitutiva de Libertad a favor del acusado, permitiendo que éste se retirara de forma irregular del Palacio de Justicia, ya que no existía ninguna decisión judicial fundamentada, ni Boleta de Excarcelación librada para ese momento, la cual fue emitida después que el imputado en cuestión se evadiera de dicha edificación. Por ende, en la misma fecha la ciudadana in comento fue aprehendida por funcionarios adscrito al Servicio Bolivariano de Inteligencia Nacional (SEBIN), para dar cumplimiento a la orden emitida por el Tribunal 50 de Control de Caracas, en virtud de la solicitud del Ministerio Público, siendo presentada ante ese Juzgado, el cual dictó Medida de Privación Judicial Preventiva de Libertad, por la presunta comisión de los delitos de Corrupción Propia, Abuso de Autoridad y Favorecimiento de Evasión, consignándose la Acusación correspondiente el día 26 de enero de 2010, cuya Audiencia Preliminar fue realizada el 17 de mayo de 2010, donde se dio el pase a Juicio Oral y Público. 

218. Posteriormente, el 02 de febrero de 2011, el Juzgado 26 de Juicio de esa jurisdicción, decretó a su favor, Medida Cautelar Sustitutiva a la Privación Judicial Preventiva de Libertad, actualmente en la modalidad de presentación cada 15 días ante ese Tribunal. Por su parte, en fecha 29 de noviembre de 2011, el Ministerio Público solicitó al Tribunal en cuestión una prórroga de conformidad con el artículo 244 (hoy 230) del COPP, celebrándose la Audiencia el 09 de diciembre de 2011, cuyo acto no se concluyó visto que los defensores, se retiraron de ese Juzgado; celebrándose la Audiencia el 13 de diciembre de 2011, donde se declaró con lugar la prórroga legal, acordando el Tribunal un plazo de 02 años, desde el 10 de diciembre de 2011, hasta el 10 de diciembre de 2013, para garantizar las resultas del proceso. Es importante resaltar que consta en las actas del Tribunal los diferimiento de la Apertura del Juicio Oral y Público, atribuibles a la acusada y a su defensa, determinándose así los motivos de la dilación procesal, lográndose celebrar dicho acto el 28 de noviembre de 2012.

219. La ciudadana María Lourdes Afiuni, actualmente se encuentra en libertad. 


b)
Los presuntos actos de tortura infligidos a presos por el Grupo de Respuesta Inmediata y Custodia (GRIC) en el centro penitenciario Regional Capital Yare III el 15 de enero de 2014;  

220. En relación a los presuntos acontecimientos en el Centro Penitenciario Región Capital Yare III el 15 de enero de 2014, al respecto se informa que en esa fecha no ocurrió ningún evento ni acontecimiento fuera del normal desenvolvimiento del Centro Penitenciario.

c)
Los presuntos actos de maltrato a reclusas por parte de funcionarios en el centro penitenciario “David Viloria”;
221. En cuanto a los presuntos actos de maltrato a reclusas por parte de funcionarios en el Centro Penitenciario “David Viloria”, de las cuales se aduce que fueron víctimas 07 privadas de libertad, en tal sentido, el 02 de abril de 2014, la Fiscalía 21 del Ministerio Público del estado Lara, inició la correspondiente investigación penal, encontrándose actualmente en Fase de Investigación. 

222. En fecha 05 de marzo de 2014, la Defensoría del Pueblo inició de oficio la investigación sobre el caso. Parte de sus actuaciones contemplaron la visita y entrevista a las presuntas víctimas en el recinto penitenciario y la solicitud de información sobre el inicio de las investigaciones al Fiscal Superior del estado Lara. Se conoció que la investigación fiscal es llevada por la Fiscalía 21, expediente MP102-793. 


d)
Los enfrentamientos ocurridos el 25 de enero de 2013 tras un registro en el Centro Penitenciario Región Centro-Occidental (Uribana), que resultó en al menos 60 muertos y alrededor de 95 heridos; 
223. Con ocasión a los presuntos enfrentamientos del 25 de enero de 2013, en el Centro Penitenciario “Uribana”, se generó una situación irregular, de cuya causa conocen las Fiscalías 9, 10 y 21 del Ministerio Público del estado Lara, las cuales iniciaron la investigación penal y aún permanece en Fase Preparatoria.

e)
Los enfrentamientos ocurridos el 6 y 17 de septiembre de 2013 en la prisión nacional de Maracaibo (prisión Sabaneta), resultando en 16 muertos y 5 heridos; 

224. Sobre los supuestos enfrentamientos ocurridos el 16 y 17 de septiembre de 2013, en la Cárcel Nacional de Maracaibo “Sabaneta”, se designó a la Fiscalía 11 del Ministerio Público del estado Zulia para que iniciara la investigación penal respectiva, lo cual se hizo efectivo el 18 de septiembre de 2013, estando en curso el Proceso Penal respectivo. 

225. En septiembre de 2013, la Defensoría Delegada del estado Zulia tuvo conocimiento de una revuelta producida en la Cárcel Nacional de Maracaibo -conocida como Sabaneta-, presuntamente ocasionada por pugnas entre los privados de libertad por el control del recinto penitenciario y en la que se produjo la retención de familiares incluidas mujeres, niños, niñas y adolescentes, así como privados de libertad ajenos al enfrentamiento. Esta situación dejó como saldo tres privados de libertad heridos y 16 fallecidos. El recinto penitenciario fue intervenido y ordenada su evacuación.

226. La Defensoría Delegada del estado Zulia se mantuvo presente en esta prisión entre los días 18 y 26 de septiembre de 2014, conoció la identidad de los heridos y fallecidos y observó el proceso de traslado de los 3.424 internos a otros establecimientos penitenciarios del país y veló porque se les garantizase la atención médica, la asistencia a sus tribunales respectivos y la visita de sus familiares. Además, la Defensoría del Pueblo participó en una mesa de trabajo con representaciones de los organismos involucrados, (Guardia Nacional, Ministerio del Poder Popular para Servicios Penitenciarios, Circuito Judicial Penal del Estado Zulia, Secretaria de Seguridad y Orden Publico de la Gobernación Bolivariana del estado Zulia, Ministerio Público) en la cual evaluaron la situación y se tomaron medidas para atender la situación presentada.

227. Del mismo modo, la Defensoría del Pueblo efectuó la revisión de las causas penales iniciadas por el Ministerio Público, a cargo de la representación fiscal N° 11 de la Circunscripción Judicial del estado Zulia, expediente MP-393911-2013. La causa se encuentra en fase preparatoria, por lo que en fecha 12 de mayo de 2014, la representación defensorial del estado Zulia recomendó a la instancia fiscal imprimir celeridad a la investigación. 


f)
Las revueltas ocurridas en julio de 2012, tras el anuncio de un traslado de presos del Centro Penitenciario de la Región Andina en Mérida, que resultó en 17 muertos;
228. En virtud de las supuestas revueltas ocurridas en julio de 2012, tras el anuncio de un traslado de presos del Centro Penitenciario de la Región Andina en Mérida, se llevó a cabo en el mencionado establecimiento la Audiencia de Presentación de Detenidos, el 22 de julio de 2012, realizada a los 62 privados de libertad y una visitante, designándose a la Fiscalía 4 del Ministerio Público del estado Mérida, conjuntamente con la Fiscalía 47 a Nivel Nacional con Competencia Plena. Existiendo actualmente un total de 4 expedientes, los cuales fueron acumulados. En cuanto a la ciudadana Duvela Pérez Ferrer (visitante), quien se encontraba en el momento del conflicto, le fue iniciada una investigación penal en su contra, el 21 de julio de 2012 por parte de la Fiscalía 19 del Ministerio Público con Competencia en Materia Contra la Corrupción, y el 06 de septiembre de 2012, las Fiscalías del47 a Nivel Nacional con Competencia Plena, 4ta. y 19 del estado Mérida, presentaron Acusación ante el Juzgado 1ro. de Control de esa entidad; encontrándose actualmente el caso radicado en el estado Bolívar, siendo conocido por la Fiscalía 1ra.del MP del 2do. Circuito Judicial Penal esa jurisdicción, y el Tribunal 5to. de Control del estado Bolívar, extensión Puerto Ordaz, encontrándose a la espera de la fijación de la fecha para la celebración de la Audiencia Preliminar. 

229. En el transcurso de estos hechos, la Defensoría del Pueblo mantuvo constante seguimiento a la situación, visitó el Centro Penitenciario y dirigió distintas acciones de mediación y conciliación con las y los internos que mantenían el conflicto. 

230. La investigación sobre los hechos es llevada por la Fiscalía Cuarta del Ministerio Público, bajo el expediente 14-DDC-F40552-12. Actualmente se encuentra en fase de investigación, habiendo sido radicada la causa al estado Bolívar, en consideración al traslado de los involucrados en los hechos al Centro Penitenciario del estado Bolívar.


g)
Los enfrentamientos ocurridos en agosto de 2012 en la prisión de Yare, que resultaron en 26 muertes y 43 heridos; 
231. Respecto a los presuntos hechos irregulares ocurridos el 19 de agosto de 2012, en la prisión de Yare, una vez concluida la visita de los familiares de los internos, se presentó un conflicto entre la población penal de las áreas de talleres y administrativo, cuyos hechos están siendo investigados por parte de la Fiscalía 16 del Ministerio Público del estado Miranda, según orden de inicio del 20 de agosto de 2012.


h)
La muerte violenta de 19 internos en el Internado Judicial Capital Rodeo I, en el Estado de Miranda el 12 de junio de 2011;
232. En lo concerniente a las presuntas irregularidades en el Internado Judicial, Capital Rodeo I, cuando en horas de la tarde del 12 de junio de 2011, en las áreas conocidas como “El Anexo” y “La Torre”, durante el proceso de salida de la visita de familiares, se registró un enfrentamiento armado entre internos, las Fiscalías 41 a Nivel Nacional con Competencia Plena y 4 de la Circunscripción Judicial del estado Miranda, respectivamente, el 13 de junio de 2011, dieron inicio a la investigación penal, encontrándose actualmente en Fase de Investigación.

233. La Defensoría del Pueblo tuvo conocimiento de los hechos ocurridos en el Internado Judicial Capital Rodeo I, se trasladó de manera inmediata a las instalaciones del internado Judicial y obtuvo la información del deceso de 17 internos y su respectiva identidad.
234. La representación defensorial se mantuvo en el centro del 12 al 15 de junio de 2011, velando por el respeto de los derechos humanos de los internos. Sin embargo los hechos violentos se mantuvieron y la Guardia Nacional Bolivariana (GNB) intervino este recinto carcelario, proceso del cual resultaron 19 Guardias Nacionales heridos y un efectivo fallecido.

235. Esta situación dio lugar al trasladado de 2.500 internos
 a otros establecimientos penitenciarios. De acuerdo con información suministrada por el Ministro del Poder Popular para las Relaciones Interiores y Justicia, estos traslados tenían como objetivo desocupar en lo posible el centro carcelario y lograr la reparación y reacondicionamiento de los espacios, con miras a garantizar el resguardo y seguridad de la vida e integridad física de la población privada de libertad, en ningún caso revestían carácter disciplinario. 

236. Durante los días del conflicto, la Defensora del Pueblo acudió a este centro penitenciario, conminando a los líderes negativos en conflicto y parte de la población penitenciaria a entregarse y deponer las armas, ofreciendo a la Institución para mediar y velar por el respeto de sus derechos, sin embargo, no fue aceptada su mediación por el grupo de privados de libertad que ejercía el liderazgo negativo, lo cual imposibilitó cualquier proceso de negociación por esta vía.

237. La Defensoría del Pueblo, conforme a sus atribuciones, dirigió sus acciones a velar por el respeto de los derechos humanos de los privados de libertad. En tal sentido, en la etapa posterior del conflicto, se programaron guardias permanentes, que permitieron verificar y promover la debida asistencia médica y alimentaria de los privados de libertad, así como garantizar un trato digno por parte de la Guardia Nacional Bolivariana. 


i)
Los tiroteos entre presos y policías ocurridos entre el 27 de abril y el 17 de mayo de 2012 en la Casa de Reeducación, Rehabilitación e Internado Judicial El Paraíso (cárcel de La Planta) en Caracas;
238. Por los supuestos tiroteos entre presos y policías ocurridos entre el 27 de abril y 17 de mayo de 2012, en La Planta, en Caracas, se comisionaron a la Fiscalía 19 a Nivel Nacional, y a las Fiscalías 98, 121 y 38, todas del Área Metropolitana de Caracas, dictándose las respectivas ordenes de inicio de investigación, hallándose la causa en Fase de Investigación.

j)
Las muertes violentas de cinco internos en la cárcel nacional de Ciudad Bolívar (Cárcel de Vista Hermosa), y de dos internos en el Centro Penitenciario de Aragua (Cárcel de Tocorón) entre el 30 de enero y el 2 de febrero de 2011;



Cárcel Nacional de Ciudad Bolívar

239. La Defensoría del Pueblo tuvo conocimiento de hechos de violencia entre internos suscitados en las instalaciones del penal de Vista Hermosa durante la noche del 31 de enero de 2011, con un saldo de 5 privados de libertad fallecidos. En ocasión a ello, representantes de la Defensoría Delegada del estado Bolívar, efectuaron comisión al mencionado centro y obtuvieron los datos de identificación de los fallecidos. Se elevaron recomendaciones a las autoridades del establecimiento, vinculadas al ingreso de armas a este establecimiento. 

240. La Defensoría del Pueblo mantiene el seguimiento a la investigación fiscal iniciada con ocasión a estos hechos, conociéndose que la misma es llevada a cabo por la Fiscalía Quinta de la Circunscripción Judicial del estado Bolívar, bajo el expediente N° 07-F05-lC 0215-11.

241. Con ocasión a las presuntas muertes violentas en el Internado Judicial de Vista Hermosa del estado Bolívar, entre el 30 de enero y 2 de febrero de 2011, conocen del caso la Fiscalía 9 del MP a Nivel Nacional con Competencia Plena y la Fiscalía 5ta. del 1er. Circuito Judicial del estado Bolívar, siendo iniciada la investigación el 10 de febrero de 2011, encontrándose en Fase de Investigación. 



Centro Penitenciario de Aragua

242. A través de comunicación emanada de la Dirección del Centro Penitenciario de Aragua, se pudo conocer sobre el fallecimiento de un interno en fecha 31 de enero de 2011, a consecuencia de múltiples heridas causadas por arma de fuego, desconociéndose la identidad del agresor. La Defensoría del Pueblo ha venido efectuando seguimiento de la causa iniciada por el Ministerio Público, la cual es adelantada por la Fiscalía Décimo Cuarta, expediente N° 05-F14-OI-239. La causa se encuentra en fase preparatoria.

243. Sobre al supuesto hecho irregular en el Centro Penitenciario del estado Aragua “Tocorón”, en fechas 31 de enero y 02 de febrero de 2011, la Fiscalía 14 del Ministerio Público del estado Aragua, apertura la respectiva investigación penal el mismo 31 de enero de 2011. Con ocasión a la causa donde figura como víctima el privado de libertad Oswel Guevara Montañez, está en Fase de Investigación, y en el caso donde es víctima Rujales Villamizar Rivas, dicha Fiscalía decretó Archivo Fiscal de las actuaciones, el 28 de junio de 2013, ya que hasta la presente fecha no se logró individualizar a autor alguno, según lo contenido en el artículo 297 del COPP. 

k)
El motín ocurrido en Villa Hermosa en el Estado de Bolívar en agosto de 2009, en el que ocho internos resultaron muertos y cinco heridos;
244. El 17 de agosto de 2009, se presentó una situación de motín entre la población reclusa del mencionado Establecimiento Penal de Villa Hermosa, donde se escucharon varias detonaciones de arma de fuego y de artefactos explosivos, dejando como resultado 06 privados de libertad heridos, a quienes se les brindó la debida asistencia médica. Seguidamente, el 18 de agosto de 2009, se suscitó una nueva situación irregular, de lo cual se encuentran conociendo la Fiscalía 4ta.del 1er. Circuito Judicial Penal del estado Bolívar, encontrándose actualmente en Fase de Investigación.

245. La Defensoría Delegada del estado Bolívar mantuvo presencia y vigilancia en el Internado Judicial de Vista Hermosa durante los hechos de violencia materializados durante el mes de agosto del año 2009 y veló por la garantía del derecho a la salud de los internos heridos producto de las riñas internas suscitadas.

246. En fecha 19 de agosto del 2009, se dio inicio a las correspondientes investigaciones, registrándose las planillas P-09-00531, P-09-00532, P-09-00533, P-09-00534, P-09-00535, P-09-00536, P-09-00537 y P-09-00538, a fin de dar seguimiento al hecho ocurrido en el Internado Judicial de Vista Hermosa. Durante el año 2014, se mantiene el seguimiento de la causa penal iniciada. 


l)
Los enfrentamientos ocurridos el 12 de abril y el 4 de mayo de 2010 en el Centro Penitenciario de Occidente del Estado de Táchira.
247. En cuanto a los presuntos hechos acaecidos el 12 de abril de 2010 en el Centro Penitenciario del estado Táchira, se presentó una situación de rehenes en el área educativa, donde un grupo de 07 privados de libertad, dándose inicio a la correspondiente investigación penal en fecha 13 de abril de 2013, por parte de la Fiscalía 1ra.del Ministerio Público del estado Táchira, encontrándose la misma en Fase de Investigación. 

248. Ahora bien, sobre los presuntos sucesos del 04 de mayo de 2010, se presentó un motín en el área masculina del citado Centro de Reclusión, producto de la lucha entre bandas de reclusos, escuchándose detonaciones de arma de fuego e incendiando las instalaciones del área administrativa, causando destrozos a la estructura con piedras, palos y ladrillos, quienes fueron detenidos e inmovilizados por funcionarios adscritos a la GNB, por lo que se activó de manera inmediata la alarma de seguridad para advertir a los funcionarios de custodia de los acontecimientos. Sobre el presente caso conoce la Fiscalía 5ta. del Ministerio Público del estado Táchira, encontrándose actualmente en Fase de Investigación. 

249. La Defensoría del Pueblo, a través de su representación en el estado Táchira se trasladó en fecha 04 de mayo de 2010, al Centro Penitenciario de Occidente con el objeto de conocer los hechos de violencia acaecidos, vinculados a un enfrentamiento entre reclusos y los cuales dejaron un saldo de 8 internos fallecidos y 3 internos lesionados.

250. Además, la Institución participó en una mesa de trabajo conformada por representantes de la Guardia Nacional Bolivariana, El Ministerio Público, El Ministerio de Poder Popular de Interior y Justicia, Protección Civil, El Cuerpo de Bomberos, El CICPC, y La DISIP. Como resultado de las deliberaciones se decidió el traslado de 20 internos involucrados en los hechos a otros centros penitenciarios.

251. La Defensoría del Pueblo inició la correspondiente investigación registrándose los expedientes P-10-00636, P-10-00641; P-10-00642; P-10-00643; P-10-00644; P-10-00645; P-10-00646 y P-10-00647, mantuvo la vigilancia sobre este centro y realizó una inspección en fecha 12 de mayo de 2010.

252. Así mismo, en fecha 21 de mayo de 2010, la Defensoría del Pueblo informó a la Fiscalía Superior del Ministerio Público de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira, sobre el inicio de la investigación defensorial y requirió información sobre las causas fiscales iniciadas.

253. El Ministerio Público conoció de los hechos a través de la Fiscalía Quinta del Ministerio Público, conjuntamente con la Fiscalía Cuadragésima Séptima Nacional, investigación signada bajo el N. 20F5-0491-10, la cual ha sido verificada por la representación defensorial.

254. La Defensoría del Pueblo, durante el año 2014, mantiene la vigilancia sobre la causa fiscal iniciada por estos hechos.



Artículos 12 y 13
Pregunta 21. En relación con los párrafos 9 a 11, 56 y 161 del informe periódico y a las recomendaciones anteriores del Comité (párr. 11, apdo. b), sírvanse indicar qué medidas concretas ha adoptado el Estado para atender a las numerosas denuncias de torturas y maltrato cometidas presuntamente por agentes de seguridad del Estado. En este sentido, proporcionen datos estadísticos, desglosados por tipo de delito, sexo y edad de la víctima y ubicación geográfica, sobre el número de denuncias por actos de tortura o maltrato, tentativa, complicidad o participación en dichos actos, homicidios o uso excesivo de la fuerza presuntamente cometidos por parte de: a) agentes de seguridad del Estado, incluidos los efectivos militares y “cuerpos de combatientes”; b) agentes penitenciarios; c) colectivos sociales armados. Indiquen también las investigaciones, procedimientos disciplinarios y penales, los sobreseimientos y archivos fiscales, las condenas y las sanciones penales o disciplinarias impuestas y si los agentes investigados fueron suspendidos durante la investigación. ¿Cuántas investigaciones de tortura y malos tratos dieron lugar a procesamientos de oficio durante el período en examen? Informen sobre el avance en la refundación y reestructuración del Cuerpo de Investigaciones Científicas, Penales y Criminalísticas (CICPC). 

Tabla 4
Reporte estadístico de los delitos de tortura, desaparición forzada y homicidio durante los años 2012 y 2013
	Delitos
	2012
	2013

	Homicidio
	667
	600

	Desaparición Forzada
	41
	23

	Tortura
	0
	3


Tabla 5
Funcionarios condenados durante los años 2012 y 2013
	Delitos
	Año 2012
	Año 2013

	Lesiones
	17
	13

	Tortura
	0
	2

	Desaparición Forzada
	2
	10

	Homicidio
	93
	83


Tabla 6
Causas ingresadas y actos conclusivos en materia de protección de derechos fundamentales
	Año
	Tipo
	Número

	2013
	CI
	7706

	
	AC
	11.825

	2012
	CI
	8.807

	
	AC
	5.647

	Total 
	CI 
	15.739

	
	AC
	17.472


En particular, sírvanse proporcionar información sobre el resultado de las investigaciones y sobre los procedimientos disciplinarios y/o penales relativos a:


a)
Los homicidios entre 1998 y 2013 de diez miembros de la familia Barrios, beneficiaria de medidas provisionales dictadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), entre los que al menos dos fueron considerados ejecuciones extrajudiciales perpetradas por policías del Estado de Aragua en sentencia de la Corte IDH de 24 de noviembre de 2011;
255. Con respecto a la Familia Barrios, existen 09 casos por el delito de Homicidio, de los cuales 02 ya concluyeron con la sentencia condenatoria contra los agentes de la Policía del estado Aragua, Leomar José Rovira Mendoza, José Luís Riasco León y Marco Antonio Moreno Dorta, a cumplir la pena de 13 años, 04 meses y 25 días de prisión; así mismo en 02 causas penales se acusó a los agentes de la Policía del estado Aragua, Amador Mujica Alexis José, Sandoval Carlos Alberto, Montero Martínez Arturo y Ortíz Flores Ericson, Ronald Calderón, las cuales se encuentran en fase de juicio; otra causa se encuentra en fase intermedia; una se decretó archivo fiscal y 03 en Fase preparatoria; para estas 07 causas penales pendientes el Ministerio Público designó a las Fiscalías 14 y 20 del estado Aragua.

256. La Defensoría del Pueblo en el marco de las medidas provisionales para proteger la vida e integridad personal de los ciudadanos Eloisa Barrios, Jorge Barrios, Rigoberto Barrios, Oscar Barrios, Inés Barrios, Pablo Solórzano, Beatriz Barrios, Caudy Barrios, Carolina García y Juan Barrios, las cuales fueron dictadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, efectúa constante seguimiento al cumplimiento por parte del Estado venezolano de dichas medidas a favor de la Familia Barrios. 

257. En tal sentido, la Defensoría del Pueblo continúa realizando una serie de actuaciones con el objeto de verificar el cumplimiento de las obligaciones del Estado en torno al caso, las cuales se describen a continuación:

a)
Se realiza traslado a la sede del Ministerio Público de la Circunscripción Judicial del estado Aragua, a los fines de constatar el cumplimiento de la medida, el avance de la investigación y la implementación de las medidas necesarias para que los miembros de la FAMILIA BARRIOS, que se hayan visto forzados a trasladarse a otras regiones del país, regresen a sus hogares;
b)
Traslado a la sede del Circuito Judicial Penal del estado Aragua, a los fines de constatar el cumplimiento de las medidas y el avance de la investigación;
c)
Traslado a la sede de la Guardia Nacional Bolivariana del referido estado, a los fines de constatar el cumplimiento y ejecución de las medidas de protección, su duración y mecanismos de implementación. 


b)
Las presuntas torturas de las que fueron víctimas: José Francisco Matheus González el 1º de marzo de 2000 por una comisión de la policía de Zulia en la ciudad de Maracaibo; Johan Alexander Castillo en la sede del CICPC del Estado de Lara, el 15 de abril de 2006 en Barquisimeto; Germán Armando Peña Gómez, el 27 de julio de 2008 por funcionarios de la Policía Metropolitana, en la ciudad de Caracas; y Adelso Peña Carrillo, el 21 de octubre de 2010 en el calabozo del CICPC en la ciudad de Caracas; 

258. José Francisco Matheus González: En fecha 18 de julio de 2002, los Fiscales del Ministerio Público 11 y 45 del estado Zulia, presentaron Acusación por la presunta comisión de los delitos de Lesiones Gravísimas y Abuso de Autoridad, contra 10 ciudadanos. En fecha 27 de octubre de 2003, se celebró Audiencia Preliminar ante el Tribunal 11 de Control del estado Zulia, en la cual declaró inadmisible la Acusación y decretó el Sobreseimiento de la causa; por lo que el Ministerio Público apeló contra la decisión judicial. Es así como, el 02 de febrero de 2004, la Sala 3ra. de la Corte de Apelaciones de esa entidad, decidió declarar con lugar el Recurso de Apelación y ordenó la realización de una nueva Audiencia Preliminar ante un Juzgado de Control distinto, la cual se realizó el 19 de octubre de 2004, ante el Juzgado 4to.de Control de esa región, y admitió totalmente la Acusación y ordenó la apertura a Juicio. Siendo la causa distribuida a diversos Tribunales, observándose que los Jueces de los Tribunales 1ro. y 10 de Juicio del estado Zulia, para la época, el 02 de junio de 2005 y el 21 de junio de 2006, respectivamente, se inhibieron de seguir conociendo de la causa, siendo ambas declaradas con lugar. Posteriormente, el 06 de abril de 2009, nuevamente la causa es objeto de inhibición, por lo que se distribuyó la causa al Juzgado 4to. de Juicio del mismo estado, el cual difirió en diversas oportunidades la apertura del Juicio Oral y Público, por la inasistencia de los acusados, entre otras causas. 

259. El 03 de junio de 2011, el Tribunal 4to. de Juicio ya identificado, decretó el Sobreseimiento de la Causa, por Prescripción de la Acción Penal; en consecuencia el Ministerio Público, el 14 de julio de 2011, apeló contra ese fallo; y es el 02 de octubre de 2012, cuando se celebró la Audiencia Oral, en la Sala 2da. de la Corte de Apelación del estado Zulia, siendo el 10 de octubre de 2012, que la Instancia Superior anuló la decisión emanada del Juzgado 4to. de Juicio de esa jurisdicción, y ordenó la celebración del Juicio Oral y Público, ante un Tribunal distinto, cuya causa fue distribuida al Tribunal 6to.de Juicio de esa jurisdicción, la cual fijó la Audiencia de Juicio Oral y Público, para el 26 de junio de 2014, que fue diferida, habiendo el dicho Juzgado fijado nueva fecha para el 06 de agosto de 2014. 

260. Johan Alexander Castillo: Cursa una investigación donde aparece como víctima ante la Fiscalía 21 del Ministerio Público del estado Lara, encontrándose en fase de investigación; y que tiene su origen por otra investigación que se le sigue a Johan Alexander Castillo por su presunta participación en los delitos de Secuestro y Resistencia de la Autoridad. 

261. Germán Armando Peña Gómez: En lo que respecta a las presuntas agresiones del 27 de julio de 2008, por parte de funcionarios de la extinta Policía Metropolitana de Caracas, la Fiscalía 83 del Ministerio Público de esa jurisdicción, se encuentra a la espera del pronunciamiento del Tribunal competente sobre el Sobreseimiento solicitado por el mencionado Despacho Fiscal. 

262. Adelso Peña Carrillo: Conocen las Fiscalías 34 y 39 del Ministerio Público a Nivel Nacional con Competencia Plena, y se encuentra en fase de investigación. 

263. Matheus Gonzalez: En fecha 23 de marzo de 2000, el ciudadano Matheus González denunció a funcionarios de la Policía Regional del Estado Zulia, por presuntas agresiones físicas recibidas en el momento de la aprehensión, las cuales señala le ocasionaron la perdida de movilidad de sus brazos. El mencionado ciudadano estuvo detenido durante 11 días por acción de la Policía Regional del Estado Zulia, y el Grupo de Antisecuestro y extorsión (GAE) de la Guardia Nacional debido a estar presuntamente vinculado con el secuestro de la médica Maritza Serizawa. En la misma fecha se inició la correspondiente investigación defensorial.

264. La Defensoría del Pueblo efectuó el seguimiento de la causa fiscal N° 24-F11-869-00 ante la Fiscalía Undécima del Ministerio Público, en la actualidad, Fiscalía Cuadragésima quinta (Derechos Fundamentales), ante el Juzgado Cuarto de Control del Circuito Judicial Penal del estado Zulia, causa 4C-132-04 y Juzgado Décimo de Juicio del Circuito Judicial Penal, causa Nro. 10M-36-05 y Juzgado Sexto de Juicio del Circuito Judicial Penal del Estado Zulia, causa signada con el número 6u-465-13.

265. Vistos los constantes diferimientos del juicio la Defensoría del Pueblo formuló recomendaciones al Poder Judicial. El caso se encuentra actualmente en fase de juicio y se fijó la audiencia para el miércoles 06 de agosto de 2014. 

266. Son sometidos a juicios nueve funcionarios adscritos a la Policía Regional del Estado Zulia, imputados por el delito de lesiones intencionales gravísimas, leves y abuso de autoridad.

267. Johan Alexander Castillo en la sede del CICPC del Estado de Lara, el 15 de abril de 2006 en Barquisimeto. En fecha 29 de abril de 2006 la Defensoría del Pueblo inició investigación por la presunta tortura del ciudadano Johan Alexander Castillo. Conoció que en fecha 15 de abril de 2006, funcionarios del CICPC practicaron un allanamiento en la vivienda de su madre, debido a que lo buscaban por estar presuntamente incurso en un secuestro de un estudiante de la ULA. Posteriormente, el ciudadano Johan Castillo se entregó voluntariamente ante el Comando Regional N° 4 de la GNB. De allí fue entregado al CICPC donde refiere haber sido torturado.
268. La Defensoría del Pueblo ha mantenido el seguimiento de la causa 13-F21-1600-06, ante la Fiscalía 21 del Ministerio Público con competencia en Derechos Fundamentales, conociéndose que en fecha 03 de noviembre de 2007, se realizó acto de imputación por la presunta comisión del delito de tortura en contra de 4 funcionarios del CICPC. 

269. Caso Adelso Peña Carrillo. En fecha 12 de enero de 2011, se registró una denuncia en la Defensoría Delegada del Área Metropolitana de Caracas, quedando signada bajo el N° P-11-00168, manifestó el ciudadano Adelso Peña Carrillo, que el 12 de noviembre de 2010, dos funcionarios adscritos al CICPC lo golpearon en el tórax, los costados y la cabeza con las manos, aunado a que con unas tenazas le colocaron electricidad en los codos y en las piernas”.
270. Se libró oficio al Ministerio Público con la finalidad de elevar a ese órgano la denuncia, y que se diera inicio a la correspondiente investigación. La investigación fiscal está a cargo de la Fiscalía 34 del Ministerio Público, bajo el expediente N° 01-34NN-C-1212.


c)
El maltrato del que fueron objeto Daniel Antonio Núñez y su hija de 16 años, Francis Daniela Núñez Martínez, en enero de 2011 presuntamente por parte de agentes de la Policía de Investigaciones de Caracas para forzarles a declarar como testigos de un tiroteo ocurrido cerca de su casa; 

271. Los hechos presuntamente ocurridos el día 29 de enero de 2011, relacionados con Daniel Antonio Núñez y su hija de 16 años, en horas de la madrugada, dicha causa está siendo investigada por la Fiscalía 81 del MP de Caracas, permaneciendo el Proceso Penal abierto.


d)
Las amenazas de muerte en febrero de 2011 a la esposa e hijas del policía Jonny Montoya, quien denunció la corrupción creciente bajo el mandato del antiguo Jefe Superintendente de la Policía Municipal de Caracas; 


e)
Las presuntas torturas recibidas por el activista Luis Rafael Escobar Ugas mientras estaba bajo custodia policial el 19 de marzo de 2013 en Barcelona, Estado de Anzoátegui;

272. En cuanto a los eventos relacionados con Luís Rafael Escobar Ugas, mientras estaba bajo custodia policial en Barcelona estado Anzoátegui, conoce la Fiscalía 19 del Ministerio Público del estado Anzoátegui, con sede en la ciudad de Puerto La Cruz, y se encuentra en fase de investigación. Se encuentra detenido en el Centro de Coordinación Policial Peñalver del estado Anzoátegui, Palacio de Justicia, en Barcelona, siendo importante acotar que el detenido ha sido atendido por Médicos Forenses, a objeto de garantizar sus derechos fundamentales vistas las afecciones de salud que ha presentado, estando su causa en la actualidad en Fase de Juicio.

273. En cuanto a las presuntas torturas recibidas por el ciudadano Luis Rafael Escobar Ugas, titular de la cédula de identidad N° V-10.378.356, mientras se encontraba bajo custodia policial el 19 de marzo de 2013, en la ciudad de Barcelona del estado Anzoátegui, la Defensoría del Pueblo no ha recibido ninguna denuncia en ese sentido. Sin embargo, se han realizado distintas actuaciones para velar por el respeto de los derechos humanos del mencionado ciudadano durante su privación de libertad, dispensándole múltiples visitas a los sitios de reclusión para verificar sus condiciones físicas y de salud, entre ellas visitas realizadas en fechas 01-04-2013, 04-04-2013, 02-10-2013, 08-11-2013, 14-11-2013, 18-11-2013, 02-12-2013, 16-04-2014 y 13-06-2014, oportunidades en las cuales no se evidenciaron signos de tortura, ni formuló denuncia al respecto.

274. En cuanto a la situación del ciudadano, se tiene conocimiento que se encuentra actualmente privado de libertad en una dependencia de la Policía Municipio Peñalver del estado Anzoátegui, cumpliendo una condena penal de cinco años y cuatro meses de duración, en razón de la comisión de los delitos de Lesiones Personales Intencionales Graves, Leves y Agavillamiento, Resistencia a la Autoridad y Perturbación de la Posesión Pacífica, en el proceso penal seguido en su contra bajo el expediente BP01-P-2011-9496, el cual se encuentra en ejecución ante el Tribunal de Ejecución número 1 del Circuito Judicial Penal del estado Anzoátegui. Anteriormente, ha estado privado de libertad en dos sedes de la Policía del Municipio Simón Bolívar, de cuyos centros tuvo que ser trasladado por presentar problemas con otras personas detenidas. 

275. En relación con los procesos penales seguidos en contra del ciudadano, se conoce la existencia de otros, entre ellos una causa signada bajo el expediente N° BP11-P-002955, ante el Juzgado Segundo de Primera Instancia en Funciones de Control del Circuito Judicial del estado Anzoátegui extensión El Tigre, sobre el cual el ciudadano denunció retardo judicial, en razón de diferimientos injustificados de la audiencia preliminar.

276. Sobre este proceso penal arriba citado, la Defensoría del Pueblo registró un expediente signado con el número P-13-00318, para investigar la denuncia de presunta vulneración del derecho al debido proceso, adelantando acciones ante los órganos jurisdiccionales del estado Anzoátegui, solicitó gestionar lo pertinente para imprimir celeridad a la causa, así como garantizar el traslado desde el sitio de reclusión a la sede del tribunal para la realización de la audiencia preliminar, siendo efectivamente realizada en fecha 25-11-2013, declarándose la inadmisibilidad de la acusación fiscal por extemporánea y la libertad plena en relación a esa causa.

277. Por último, cabe destacar que la Defensoría del Pueblo atendió constantemente todas las consultas y requerimientos formulados por el ciudadano en mención.


f)
Las muertes de una madre y su hija, y las heridas sufridas por sus otras dos hijas, en julio de 2013 cuando el coche en el que viajaban fue tiroteado por la Guardia Nacional Bolivariana; 

278. En lo que respecta a los fallecimientos de una madre y su hija de 13 años de edad, y las heridas sufridas por su otras 2 hijas adolescentes, el 04 de Julio de 2013 en el estado Falcón. Las Fiscalías 67 a Nivel Nacional y 17 del estado Falcón presentaron la acusación respectiva, siendo condenados por el Tribunal 6to. de Juicio del estado Aragua, por cuanto la causa fue radicada en ese jurisdicción, 13 funcionarios adscritos a la GNB, cuyos nombres son: José Jesús Carrasquero, Ronald Mujica, Alvaro Colina, Jesús Vílchez Márquez, Carlo Muñóz Vargas, Adrián Torres Méndez, Régulo Valero Pérez, Raúl Brizuela, Carlos Rubén Colina, Kelvis Elzaburú Pérez, Wilfredo Martínez, Dionys Escalona y Josehp Reyes Terán, a cumplir 15 años y 08 meses de prisión, por la comisión de los delitos de Homicidio Calificado con Alevosía, en perjuicio de Luiminer Zulay Pacheco Leen y María Gabriela Pérez Pacheco; Homicidio Calificado con Alevosía en grado de Frustración, en perjuicio de las otras 02 adolescentes; Uso Indebido De Armas Orgánicas y Quebrantamiento de Pactos y Convenios Internacionales y a dos de dichos efectivos a cumplir 07 años de prisión por tener el grado de Cómplices no Necesarios.

279. La Defensoría del Pueblo inició las investigaciones pertinentes en fecha 05 de julio de 2013, efectuó los registros de los expedientes defensoriales, en consideración de la presunta vulneración del derecho a la vida de las ciudadanas Luimina Pacheco de Pérez y Maria Gabiela Pérez Pacheco, y la vulneración del derecho a la integridad personal de las ciudadanas Berta Minerva Pérez Pacheco y Luiminer Zulay Pérez Pacheco. 

280. De manera inmediata se trasladó a la sede del CICPC-Coro con la finalidad de verificar la situación acontecida. Realizó entrevistas a los funcionarios actuantes detenidos. Así mismo, se trasladó al Hospital General de Coro, con el fin de verificar la situación de salud de las ciudadanas heridas.

281. Mantuvo seguimiento permanente de la causa fiscal MP-277-029, llevada por la Fiscalía 17 del Ministerio Público competente en Derechos Fundamentales, así como ante la instancia judicial correspondiente.

282. Sobre el caso, la Defensoría del Pueblo ha acompañado a los familiares de las víctimas en el proceso de indemnización propuesto por la Gobernación del estado Falcón, ante Ejecutivo Nacional, efectuando el seguimiento del proceso ante la Procuraduría General del estado Falcón.
283. Respecto al caso, fueron condenados 13 efectivos de la Guardia Nacional Bolivariana (GNB) con penas que oscilan entre 7 y 15 años de prisión, tras admitir su responsabilidad en los hechos descritos.


g)
El asesinato el 18 de mayo de 2010 de Elvis Mendoza Carvajal, beneficiario de medidas provisionales dictadas por la Corte IDH, presuntamente por oficiales de la policía del Estado de Portuguesa;

284. En lo concerniente al Homicidio de Elvis Mendoza Carvajal, la Fiscalía 6ta. del MP del estado Portuguesa, ordenó la práctica de las diligencias tendentes al esclarecimiento de los hechos, tales como: Inspección Técnica del Sitio del Suceso, Necrodactília de Ley, Reconocimiento Legal, Experticia Hematológica, Levantamiento Planimétrico, Trayectoria Balística, Inspección Técnica a los proyectiles colectados; de igual modo, se procedió a citar a varios testigos presenciales, referenciales y familiares del occiso, figurando como imputados funcionarios adscritos al Centro de Coordinación Policial N° 2, General José Antonio Páez de Acarigua, continuando el proceso penal abierto.

285. Con ocasión al caso donde fallecieran José Javier Marcano Hurtado y Pedro Jesús Hipólito, y fuera lesionado Alexander Rafael García, la investigación fue iniciada el 29 de enero del año 2009, por la Fiscalía 19 del Ministerio Público del estado Anzoátegui con Competencia en Materia de Protección de Derechos Fundamentales, lográndose obtener sentencia condenatoria, contra los ciudadanos Pedro José Carrasco, Rómulo José Guarepero Sánchez, José Enrique Larez Cedeño, Juan José Mirabal Rojas y Gabriel Febres Espinoza, adscritos a la Policía de Anzoátegui, por la comisión de los delitos de Homicidio Calificado por Motivos Fútiles e Innobles en Grado de Complicidad Correspectiva, Homicidio Calificado Frustrado en Grado de Complicidad Correspectiva, y Uso Indebido de Arma de Fuego, siendo condenados a cumplir una pena de 12 años y 09 meses de Presidio, estando actualmente en Fase de Ejecución, en virtud de la sentencia condenatoria definitivamente firme de fecha 06 de agosto de 2010, confirmada por la Corte de Apelaciones del estado Anzoátegui. En lo que respecta a los hechos objeto del presente caso, el 29 de enero de 2009, los Tribunales Ejecutores de Medidas Nros. 01 y 02 del Municipio Simón Bolívar de esa misma jurisdicción, se presentaron en la calle principal de la Empresa MMC AUTOMOTRIZ S.A., ubicada en la Zona Industrial Los Montones, de la ciudad de Barcelona, con el propósito de dar ejecución a las Medidas Cautelares Innominadas con motivos a 02 Acciones de Amparos Constitucionales, interpuestas por los Abogados Reynal José Pérez y José Miguel Medina Yegres, en su carácter de apoderados judiciales de la referida empresa, contra el Sindicato de Trabajadores de MMC Automotriz (SINGETRAM); previamente acordadas por Juzgados 1ro. y 4to. de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario y Tránsito del estado Anzoátegui.

286. Una vez que las prenombradas Juezas hicieron acto de presencia en compañía de funcionarios pertenecientes a la Policía de Anzoátegui, no siendo posible dar cumplimiento a la ejecución de las Medidas, debido al gran número de trabajadores que de manera contundente y exacerbada se mostraban contrarios al procedimiento judicial. Por lo que se apersonaron al sitio más funcionarios policiales, quienes utilizaron la fuerza pública para dispersar a los presentes e ingresar a las instalaciones de la empresa, presentándose un forcejeo entre trabajadores y funcionarios, quienes inmediatamente procedieron a lanzar bombas lacrimógenas, generando más alteración de los manifestantes, quienes a su vez lanzaron objetos contundentes contra la comisión policial, momento en el cual varios de los funcionarios activaron armas de fuego no permitidas para manifestaciones públicas contra de la masa de trabajadores. Lo que trajo como resultado los 02 fallecidos y el lesionado arriba identificados.

287. El 21 de mayo de 2010 se inició la investigación defensorial de oficio. Se señala que la familia Mendoza tiene una medida de protección ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

288. Desde entonces, se ha venido haciendo seguimiento del caso ante la Fiscalía Sexta del Ministerio Público, expediente 18-F6-2C-046-09.


h)
Los casos de detenciones arbitrarias y tortura y malos tratos a manifestantes durante los días 15 y 16 de abril de 2013 presuntamente por parte de efectivos de la Guardia Nacional Bolivariana. Informen, asimismo, sobre los resultados de la investigación realizada por la comisión mixta de la Asamblea Nacional sobre estos hechos; 

289. Con respecto a las irregularidades ocurridas con ocasión a los sucesos de abril de 2013, donde presuntamente se encuentran involucrados funcionarios de la GNB, es preciso referir la necesidad de obtener el señalamiento de casos y datos específicos, a objeto de proporcionar la información oportuna.
290. La Defensoría del Pueblo en base a sus atribuciones y funciones referidas en la CRBV y en su Ley Orgánica, además de la legislación nacional vigente, realizó el seguimiento del proceso electoral celebrado el 14 de abril de 2013 y las reacciones de diversos actores de la sociedad venezolana, donde tras desconocerse los resultados por parte del sector de la oposición, se realizó una convocatoria por parte del líder de dicha corriente, para el lunes 15 de abril a protestar contra la proclamación de Nicolás Maduro como presidente electo, aunque el llamado fue a un cacerolazo, el discurso llamando a drenar la “rabia” pudo ser interpretado por algunos de sus seguidores como un llamado a la acción de calle. Así, se produjeron manifestaciones pacíficas y violentas, cierres de calles y autopistas y en la noche del 15 y, en los días subsiguientes, actos vandálicos, acoso y ataques a centros de salud, urbanismos de la Gran Misión Vivienda Venezuela, sedes del PSUV y sedes de Mercal, entre otros.

291. En un comunicado del día 16 de abril de 2013, la Defensora del Pueblo solicitó el inicio de las investigaciones correspondientes contra los autores materiales e intelectuales de las acciones de violencia generada en el país (...); e hizo un llamado a la paz y al aislamiento de los focos de perturbación; a la vez que estableció una serie de actuaciones de investigación precisas que le permitieron analizar y corroborar de primera mano los hechos de violencia acontecidos, y en consecuencia, efectuar actuaciones y recomendaciones dirigidas a la protección por parte del Estado, así como, al inicio de los procesos penales y civiles correspondientes por parte de las autoridades competentes.

292. Las actuaciones de la Defensoría del Pueblo derivadas de los hechos ocurridos en fecha 15 de abril y días siguientes, se detallan en el Informe Especial “Elección Presidencial: 14 de abril de 2013”, disponible en la página web de la Institución.


i)
El homicidio de Manuel Felipe Araujo Fuenmayor el 17 de febrero de 2009, presuntamente cometido por un policía; y de los trabajadores José Javier Marcano Hurtado y Pedro Jesús Polito el 29 de enero de 2009, presuntamente cometidos por funcionarios del Estado de Anzoátegui; 

293. El homicidio de Manuel Felipe Araujo Fuenmayor del 17 de febrero de 2009, presuntamente cometido por un policía, en el Mercado de Mayoristas del estado Aragua, fue conocido por la Fiscalía 22 de esa jurisdicción, y el Tribunal 3ro. de Juicio del mismo estado, el cual condenó al ciudadano Víctor Salazar, por la comisión del Homicidio Intencional Calificado; quien a pesar que era funcionario adscrito a la Policía para el momento de la ejecución del delito de no se encontraba ejerciendo sus funciones policiales
294. Con respecto a los ciudadanos José Javier Marcano Hurtado y Pedro Jesús Polito, la Defensoría del Pueblo, conoció del caso a través de los expedientes signados bajo los números P-09-00024 y P-09-00025, efectuando el seguimiento del caso ante la Fiscalía 19 del Ministerio Público del estado Anzoátegui, expediente 03- F19- 061-09. Por este caso el Tribunal Cuarto (4º) de Juicio del Circuito Judicial Penal del Estado Anzoátegui dictó sentencia condenatoria a doce (12) años y nueve (09) meses de prisión a los funcionarios policiales acusados por el Ministerio Público, por los delitos de Homicidio Calificado por Motivos Fútiles e Innobles en Grado de Complicidad Correspectiva y Homicidio calificado Frustrado en Grado de Complicidad Correspectiva, en perjuicio de las víctimas anteriormente mencionadas.

295. Por último se conoció que los acusados en fecha 16 de abril de 2012, interpusieron ante la Corte de Apelaciones del Estado Anzoátegui recurso de apelación contra la decisión del Tribunal de Primera Instancia, dicho recurso fue declarado “Sin Lugar” siendo ratificada por el Tribunal Superior la Sentencia Condenatoria en contra de los funcionarios policiales involucrados en los hechos.

j)
La detención arbitraria, internamiento forzoso y torturas sufridas presuntamente por Franklin Brito en un hospital militar en diciembre de 2009;

296. En cuanto a la “supuesta detención arbitraria, internamiento forzoso y torturas presuntamente sufridas por el ciudadano Franklin Brito”, debe destacarse en primer lugar que no es cierto que el mencionado ciudadano haya sido objeto de aprehensión por algún funcionario, ni haya sido víctima de delito, siendo que el Estado Venezolano a través de diversas Instituciones que forman parte del Sistema de Justicia, realizó numerosas actuaciones a fin de garantizar que recibiera asistencia médica, preservar su salud, e inclusive en la búsqueda conforme a la ley soluciones a sus pretensiones, no obstante dicho ciudadano en diversas ocasiones se negó a recibir los cuidados médicos. En este orden, es necesario precisar que el ciudadano en mención, conforme a diagnóstico efectuado por especialistas forenses sufría “Trastornos de Ideas Delirantes” complementado con “Trastornos Paranoide de Personalidad Litigante”. Siendo el caso que el Ministerio Público tuvo conocimiento de la situación presentada con su persona en virtud de que este durante el mes de julio de 2009, se instaló en las afueras de la Sede de la OEA, ubicada en ciudad de Caracas), donde se mantenía voluntariamente en huelga de hambre aduciendo que el Instituto Nacional de Tierras (INTI) no había anulado un acto administrativo que implicaba una perturbación del goce y disfrute de su fundo “La Iguaraya”, en el estado Bolívar.

297. Al respecto, el Ministerio Público a través de una comisión integrada por la Directora de Protección de Derechos Fundamentales los Fiscales 127 de Caracas y 49 a Nivel Nacional con Competencia Plena, realizaron numerosas actuaciones en diversas oportunidades a fin de garantizar la vida del referido ciudadano, tales como: trasladarse al lugar donde este se encontraba para que desistiera de su actitud y mediar ante el INTI y Solicitarle su consentimiento para ser evaluado por un Médico Forense, a lo cual accedió siendo trasladado voluntariamente hasta la Unidad Nº 11 de Salud Baruta, donde los médicos recomendaron su traslado inmediato a un centro médico de salud en razón de encontrarse descompensado, siendo del mismo criterio sus médicos de confianza, negándose el protestante rotundamente a recibir atención médica hasta que no se resolviera su problema. 

298. En fecha 04 de diciembre de 2009, el MP hizo todas las gestiones tendentes a culminar con dicha situación (encontrarse éste en huelga de hambre desde hacía 154 días), por lo que el Consultor Jurídico del INTI hizo formal entrega del documento mediante el cual se revocó el acto administrativo (carta agraria) emitida sobre su terreno, en virtud de lo cual accedió a su traslado al centro de salud de su preferencia Hospital de Clínicas Caracas, encontrándose en presencia de su abogado Alfredo Romero. Sin embargo, luego, el ciudadano in comento abandonó dicho centro médico sin ser dado de alta, y por cuanto su salud seguía siendo deplorable, el 12 de diciembre de 2009, el MP interpuso Acción de Amparo Constitucional, a tenor de los dispuesto en el artículo 27 de la CRBV, a fin de salvaguardarle la vida, solicitando como medida cautelar de protección que recibiera la asistencia médica adecuada y el Tribunal 23 de Control de Caracas, en la misma fecha admitió y ordenó que Franklin Brito fuera trasladado de manera inmediata al Hospital Militar Carlos Arvelo.

299. En fecha 13 de diciembre de 2009, la Directora de Protección de Derechos Fundamentales del MP, conjuntamente con varios Representantes Fiscales, integraron una comisión mixta con funcionarios del Despacho del Viceministerio de Seguridad Ciudadana del Ministerio del Poder Popular para Relaciones Interiores, Justicia y Paz, de la Dirección de Protección Civil Nacional y de la extinta Policía Metropolitana, para proceder lo antes posible al traslado del ciudadano a dicho Hospital Militar, donde en todo momento los funcionarios del MP velaron por el respeto de sus DDHH. Previo a ese procedimiento los funcionarios del MP les explicaron a los familiares sobre la decisión judicial emitida, permitiéndosele a su esposa acompañarlo dentro de la ambulancia, a pesar de haberse negado rotundamente. 

300. Seguidamente, el ciudadano mencionado fue hospitalizado en cuidados intensivos dada la gravedad de su salud, quien se mantuvo en comunicación constante con sus familiares a través de un teléfono celular, teniendo la posibilidad de recibirlos en el Hospital en cuestión, conforme a las mediadas propias de los servicios de cuidados intensivos.”. No obstante ello, el 11 de enero de 2010 la Comisión Interamericana (CIDH) dictó Medidas Cautelares a su favor, tales como permitir un tratamiento o monitoreo por parte de un médico de confianza o de la Cruz Roja Internacional, y que el paciente recibiera regularmente visitas. 

301. Representantes del MP el 28 de mayo de 2010, se trasladaron al referido Hospital, visto el empeoramiento de salud de quien en vida respondiera a Franklin Brito, y el 04 de junio del mismo año, previa solicitud de la hija de dicho ciudadano, fue evaluado por médicos de la Cruz Roja venezolana. Ahora bien, el MP en aras de salvaguardar la salud del paciente, hizo del conocimiento al Tribunal 23 de Control de Caracas, las condiciones de carencias en que se encontraba el Hospital Militar, lo cual estuvo aupado por él mismo y sus familiares, por lo que el mencionado Juzgado acordó que fuera, hacia el Hospital Carlos J. Bello (Cruz Roja), como en efecto se hizo en la misma fecha. No obstante, debe destacarse que en fecha 12 de agosto de 2010 el referido ciudadano decidió iniciar una huelga de suero, consumiendo agua por 10 días, lo que trajo como consecuencia que el 21 del mismo mes y año, fuera intervenido de emergencia por presentar Acidosis Metabólica, en el Servicio de Terapia Intensiva del Hospital Militar, donde le fue diagnosticado “Inestabilidad Hemodinámica y Respiratoria”, por lo que estaba en condiciones críticas, entubado y con ventilación mecánica, falleciendo finalmente el día 30 de agosto de 2010. Se anexan marcado “G” actas donde consta la firma del referido fallecido, donde se dejó constancia de alguno de los eventos arriba señalados. 
302. Por último, apreciados los mencionados sucesos, el Juzgado 8vo.en funciones de Control en fecha 09 de febrero de 2012, acordó la desestimación de la denuncia efectuada posteriormente a su fallecimiento por la ciudadana Elena de Brito, siendo que los hechos narrados en dicho escrito no revisten carácter penal.


k)
Las torturas a las que presuntamente fueron sometidos Nehemías Etifaz Camacho Correa y Lisnardo Danielson Llorente García los días 14 y 15 de noviembre de 2012 por la Guardia Nacional Bolivariana;
303. En cuanto al caso de Nehemias Etifaz Camacho Correa y Lisnardo Danielson Llorente García, conoce el Fiscal 4to. del MP con competencia en materia de Derechos Fundamentales, Indigenista y Ejecución de Sentencias del estado Amazonas, por lo hechos denunciados por los ciudadanos identificados, quienes manifestaron que en horas de la tarde del 14 de noviembre de 2012, fueron trasladados desde la Población de Santa María del Orinoco, estado Apure, hasta la sede del Comando Regional N° 09 de la GNB, junto con 06 personas más por presuntamente estar involucrados en la pérdida de 02 Fusiles Ak-103, siendo estos recibidos por un Capitán, encargado de la custodia de los detenidos; siendo el día 16 de noviembre presentados por ante la Jurisdicción Militar, cuando manifestaron estar presuntamente lesionados, de lo cual aún se sigue Proceso Penal. 

304. La Defensoría del Pueblo conoció del caso, desde fecha 15 de noviembre de 2014, vista denuncia presentada por funcionario del Ministerio del Poder Popular para el Ambiente, quien informó sobre la detención por parte de la Guardia Nacional de los funcionarios que custodian el Puesto de Santa María del Orinoco, adscritos al Ministerio antes señalado. Se informó que los funcionarios fueron detenidos por la supuesta pérdida de arma de guerra, señalando su preocupación por el estado en que se encuentran los detenidos, en virtud de que tuvo conocimiento de que presuntamente fueron maltratados físicamente por funcionarios adscritos al Comando Regional Nº 9 de la Guardia Nacional. La Defensoría Delegada del estado Amazonas efectuó el registro del expediente P‑12‑00298.

305. A tal efecto, la Defensoría Delegada del estado Amazonas se trasladó a las instalaciones del Comando del Grupo Antiextorsión y Secuestro de la Guardia Nacional Bolivariana, conjuntamente con el Fiscal Cuarto con Competencia en Derechos Fundamentales del Ministerio Público, entrevistó a los detenidos y constató su estado físico, el suministro de alimentación y bebidas, así como la comunicación con sus familiares. 

306. Se solicitó al Ministerio Público el inicio de la correspondiente investigación fiscal, y la práctica de los exámenes médicos forenses a los detenidos para corroborar su estado físico.

307. Se ha venido efectuando el seguimiento de la investigación penal iniciada, a cargo de la representación fiscal cuarta con competencia en la materia de Derechos Fundamentales, bajo la causa signada Nº F2-56-77. En fecha 10 de julio de 2014, la Defensoría Delegada del estado Amazonas, solicitó a la Fiscalía Superior de la Circunscripción Judicial del estado Amazonas, la realización de diligencias necesarias, a los fines de hacer constar el hecho punible y la individualización de los autores y/o participes del hecho delictivo. 


l)
Los presuntos actos de tortura y maltrato por parte de oficiales de la Guardia Nacional Bolivariana contra detenidos durante las manifestaciones que tuvieron lugar desde el 4 de febrero de 2014, como los perpetrados contra Daniel Quintero el 21 de febrero de 2014 en Maracaibo; Juan Manuel Carrasco el 13 de febrero en Valencia; José Alejandro Márquez el 23 de febrero; Luis Alberto Gutiérrez Prieto el 19 de febrero en San Antonio de los Altos; o los golpes recibidos por Marvinia Jiménez el 24 de febrero en Valencia.
308. Presuntos actos de torturas y maltratos por parte de funcionarios de la GNB en las manifestaciones ocurridas desde el 4 de febrero de 2014, donde fungen como víctimas:

309. Daniel Alejandro Quintero Cedeño: El Ministerio Público dictó orden de inicio el 05 de marzo de 2014, en virtud de la denuncia del referido ciudadano, de la cual no se desprende que haya manifestado expresamente haber sido torturado. No obstante, una vez recabados y analizados los elementos de convicción, el 21 de Mayo de 2014, se solicitó ante el Tribunal competente el Sobreseimiento de la causa, según lo previsto en los artículos 300, numeral 4, y 302, todos del COPP, estando a la espera del pronunciamiento judicial correspondiente.

310. Juan Manuel Carrasco: Se encontraba en el distribuidor “El Trigal”, en Valencia, estado Carabobo, el 12 de febrero de 2014, junto con 02 amigos, siendo presuntamente bajados por funcionarios de la GNB, por medio de la fuerza física del vehículo que abordaban, y fueron objeto de maltratos. Se comisionaron a las Fiscalías del Ministerio Público 39 y 80, ambas a Nivel Nacional con Competencia Plena y a la Fiscalía 28 del estado Carabobo, lográndose el 23 de febrero de 2014, celebrarse ante el Tribunal 3ro. de Control de esa jurisdicción, la Audiencia de Presentación del ciudadano Luís Alejandro Blanco Cedeño, Sargento Primero, con la precalificación del delito de Trato Cruel, así como de Luís Neil Mejías Aponte, Jefe del Servicio Médico del Desur, y Kimberly Carolina Pirona Ruiz, Teniente, todos de la GNB, precalificándoseles los dos últimos por los delitos de Quebrantamiento de Principios y Pactos Internacionales y Encubrimiento en el delito de Trato Cruel, quedando bajo Medida Cautelar Sustitutiva de Libertad, de presentaciones periódicas cada 30 días ante el Palacio de Justicia del estado Carabobo y acudir al llamado del Tribunal cuando éste lo solicite. El 10 de abril de 2014, se presentó acusación ante ese Tribunal 3ro., quedando pautada la Audiencia Preliminar, para el 14 de mayo de 2014, la cual no se llevó a cabo por la incomparecencia de las víctimas, estando a la espera de la nueva fijación. 

311. Luís Alberto Gutiérrez Prieto: En fecha 19 de Febrero del año 2014, se encontraba junto al ciudadano Gencis Frois Pinto Colmenares, en el kilómetro 15 de la Carretera Panamericana, cuando fueron aprehendidos en flagrancia por funcionarios adscritos al Destacamento Oeste de la Guardia del Pueblo, siendo estos presuntamente lesionados por dichos funcionarios y posteriormente presentados ante el Tribunal 1ro. de Control del estado Miranda, precalificándose los delitos de Instigación Publica, Lesiones de Carácter Leve, en Grado de Complicidad Correspectiva y Daños a Bienes Públicos. Con motivo a las presuntas lesiones ocasionadas contra dichos ciudadanos, fueron remitidas las actuaciones al Ministerio Público, siendo el caso distribuido a la Fiscalía 24 de la misma jurisdicción, la cual inició la correspondiente investigación, el 18 de marzo del año 2014,cuyo Proceso Penal aún permanece abierto.

312. José Alejandro Márquez Fagundez: El caso de su fallecimiento es conocido por las Fiscalías 12 y 125 del Ministerio Público de Caracas, presuntamente por acción irregular de funcionarios de la GNB, por lo que se están realizando distintas diligencias con el apoyo de la Unidad Criminalística Contra la Vulneración de Derechos Fundamentales, estando a la espera de las resultas correspondientes para dictar el Acto Conclusivo que a que haya lugar. 

313. Marvinia Jiménez: El lunes 24 de febrero de 2014, estaba de paso por las adyacencias del sector La Isabelica, Valencia, estado Carabobo, donde se encontraban un grupo de manifestantes quienes fueron perseguidos por efectivos de la Guardia del Pueblo, debido a las alteraciones de orden público suscitadas, siendo presuntamente golpeada por una efectiva militar. El Ministerio Público solicitó Orden de Aprehensión ante el Juzgado 8vo. de Control de esa jurisdicción, contra la funcionaria Josneid y Nayari Castillo Mendoza, encontrándose la causa en Fase de investigación. 
Pregunta 22. Sírvanse facilitar información sobre el sistema interno de quejas a disposición de las personas privadas de libertad, así como información sobre las medidas adoptadas para velar por que todas las denuncias de tortura y malos tratos se investiguen de forma pronta e imparcial por un órgano independiente. En este sentido, clarifiquen: 


a)
Cómo el Estado garantiza la confidencialidad y la independencia del sistema de denuncias de tortura y malos tratos en los casos en los que la víctima está privada de libertad y cómo garantiza su protección frente a posibles represalias; 

314. El Estado garantiza la efectiva protección de las víctimas de hechos punibles en aquellos casos en los que su integridad física o psicológica se vea amenazada, mediante la Ley de Protección de Víctimas, Testigos y demás Sujetos Procesales, que junto a la Ley contra la Tortura en su artículo 16, reconoce la confidencialidad del sistema de denuncias de tortura y malos tratos en los casos en los que la víctima está privada de libertad, a través de la información obtenida en las visitas a centros de reclusión o de entrevistas a familiares y víctimas; asimismo, el artículo 29 de la referida Ley de Protección, establece que el Ministerio Público deberá tramitar mediante un legajo reservado el requerimiento de protección, lo cual se mantendrá a lo largo de las gestiones correspondientes, y cubre toda actuación que emane de los distintos órganos que colaboren con ello. El Ministerio Público, podrá ordenar distintas medidas de protección, orientadas a garantizar la confidencialidad de la víctima, partiendo de los artículos 21 y 23 de la mencionada Ley de Protección, con una serie de medidas claramente allí establecidas de estricto cumplimiento por parte del Ministerio Público como titular de la acción penal del Estado y principal representante de los intereses de las víctimas. Además, se han previsto tipos penales que sancionan la violación de la reserva que reviste toda actuación relacionada con las medidas de protección acordadas a víctimas y demás sujetos procesales, contenidos en el artículo 28 de la Ley contra la Tortura, y en el 48 de la Ley de Protección mencionada. 

315. Respecto a la independencia del sistema de denuncias de tortura y malos tratos, debe notarse que tanto la Ley contra la Tortura como la Ley de Protección atribuyen las competencias en materia de protección a víctimas de estos delitos, a órganos del Poder Ciudadano, independientes de otros Poderes del Estado. Así, por una parte, la Ley contra la Tortura en el artículo 11, atribuye a la Comisión Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes, adscrita a la Defensoría del Pueblo, competencias para velar por la garantía del derecho a la integridad física, psíquica y moral; mientras que, la Ley de Protección establece que la aplicación de la misma es competencia exclusiva del Ministerio Público y los Tribunales. 


b)
Si la Fiscalía tiene obligación de iniciar una investigación de oficio en caso de indicios de tortura o malos tratos, así como la obligación de solicitar un examen médico forense de la víctima en todos los casos. En relación con la disposición del Código Orgánico Procesal Penal que permite al Ministerio Público ordenar el examen médico del imputado o imputada, clarifiquen si el consentimiento previo de la persona se solicita en todos los casos. Asimismo, en relación con el párrafo 150 del informe periódico, clarifiquen cuál es el rol del Instituto Nacional de Medicina y Ciencias Forenses en los mecanismos de interrogatorio; 

316. Esta respuesta será proporcionada por el Estado venezolano durante el dialogo interactivo a realizarse con el Comité contra la Tortura.

c)
Cómo se garantiza la independencia de la Oficina de Control de Actuación Policial, la Oficina de Respuesta a las Desviaciones Policiales y el Consejo Disciplinario de Policía, de manera que no exista conexión jerárquica o institucional entre los presuntos autores de torturas y los inspectores, qué órganos son competentes para intervenir en caso de indicios de tortura o malos tratos por parte de oficiales policiales y de qué manera se relacionan con la Fiscalía y el Defensor del Pueblo en el transcurso de la investigación;
317. La Defensoría del Pueblo como órgano del Poder Ciudadano, conforme a lo establecido en el artículo 280 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, tiene a su cargo “…la promoción, defensa y vigilancia de los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los tratados internacionales sobre derechos humanos, además de los intereses legítimos, colectivos o difusos de los ciudadanos”.

318. Asimismo, a tenor de lo dispuesto en el artículo 281.1.4 Constitucional las atribuciones de esta INDH, comprenden la facultad de velar por el efectivo respeto y garantías de los derechos humanos, investigando de oficio o a instancia de parte las denuncias que lleguen a su conocimiento.

319. De igual manera, la Ley Orgánica del Servicio de Policía y del Cuerpo de Policía Nacional Bolivariana
 establece la competencia de la Defensoría del Pueblo para iniciar investigaciones sobre violaciones de derechos humanos cometidos por funcionarios o funcionarias policiales o solicitar el inicio de una investigación. 

320. En lo referente al sistema disciplinario del servicio de policía, la Ley del Estatuto de la Función Policial
, ha creado una instancia denominada Consejo Disciplinario de Policía, el cual, de acuerdo con lo establecido en el artículo 80, es un órgano colegiado, objetivo e independiente de apoyo a la Dirección del cuerpo de policía nacional, estadal o municipal, según el caso, encargado de conocer y decidir sobre las infracciones más graves sujetas a sanción de destitución, cometidas por los funcionarios o funcionarias policiales.

321. Al respecto, es menester señalar que en ejercicio de lo establecido en el artículo 14 de las Normas Sobre la Integración, Organización y Funcionamiento de los Consejos Disciplinarios del Cuerpo de Policía Nacional Bolivariana y demás Cuerpos de Policías Estadales y Municipales
, en el cual se legitima a esta Institución Nacional de Derechos Humanos para que postules candidatos para integrar los Consejos Disciplinarios de Policía. En atención a ello, la Defensoría del Pueblo ha presentado las correspondientes postulaciones cuando el Ministerio con competencia en el servicio de policía ha convocado para la conformación de dichos Consejos, ello en aras de fortalecer la referida instancia.


d)
Qué órganos de control interno son competentes para intervenir en caso de indicios de tortura o malos tratos por parte de personal penitenciario, cómo se garantiza su independencia y de qué manera se relacionan con la Fiscalía y el Defensor del Pueblo en estos casos.

322. La Ley de Régimen Penitenciario
 en su artículo 6 prohíbe someter a los penados a tortura y a cualquier clase de trato cruel, inhumano o degradante, así como el empleo de medios de coerción que no sean permitidos por la Ley. Asimismo, señala que cualquier violación de la presente disposición dará lugar a la imposición de las sanciones previstas en la Ley.

323. El artículo 15 de la Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo, desarrolla las competencias de esta Institución Nacional de Derechos Humanos que comprenden, entre otras, la facultad de iniciar y proseguir de oficio cualquier investigación sobre asuntos de su competencia mediar y conciliar en la resolución de conflictos; inspeccionar libremente los establecimientos del Estado; así como velar por los derechos y garantías de las personas que por cualquier causa hayan sido privadas de libertad, recluidas, internadas, detenidas o que de alguna manera tengan limitada su libertad.

324. En tal sentido, la Defensoría del Pueblo se encuentra facultada para iniciar investigaciones cuando tenga conocimiento de casos de tortura, trato cruel, inhumano o degradante por parte de funcionarios que ejerzan funciones en el sistema penitenciario. Las resultas de dicha investigación serán remitidas al Ministerio Público a los fines de que se impongan las sanciones a que hubiere lugar.



Articulo 14

Pregunta 23. En relación con las recomendaciones anteriores del Comité (párr. 11, apdo. c), sírvanse proporcionar información, durante el período objeto de examen, sobre todos los aspectos mencionados en el párrafo 46 de la Observación general N° 3 (2012) del Comité, sobre la aplicación del artículo 14 por los Estados partes. En particular, y en relación con la Ley contra la Tortura, sírvanse indicar: 


a)
Los medios de protección de que disponen las víctimas de tortura o malos tratos y sus familiares, tal y como prevé el artículo 6 de la Ley contra la Tortura, y la coordinación de estos medios con los previstos en la Ley de Protección a Víctimas, Testigos y Demás Sujetos Procesales. En relación con esta última ley, indiquen el número de medidas de protección que se han acordado a víctimas de tortura en relación a las solicitadas y la evaluación que ha hecho el Estado parte de la eficacia de esa protección. En relación con el párrafo 13 del informe periódico, clarifiquen si las funciones de la Oficina de Atención a la Víctima incluyen la protección de las mismas. Indiquen asimismo si las víctimas de tortura tienen acceso a asistencia jurídica;

325. El artículo 6 de la Ley Especial para Prevenir y Sancionar la Tortura y Otros Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes consagra el derecho de las víctimas y familiares de exigir las medidas de protección previstas en el ordenamiento jurídico venezolano, a los fines de preservar su integridad personal. Dichas medidas de protección, junto al procedimiento aplicable para solicitarlas y obtenerlas, se encuentran desarrolladas en la Ley de Protección de Víctimas, Testigos y demás Sujetos Procesales. 

326. La Ley Especial para Prevenir y Sancionar la Tortura y Otros Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes contiene medidas para la protección laboral de las víctimas de tortura, a los fines de garantizar que el ejercicio de su derecho al trabajo no resulte afectado como consecuencia de la práctica de la tortura y sus efectos posteriores. Así, conforme al artículo 9 de la Ley Especial, toda víctima de tortura tiene el derecho a la reducción o adaptación de su jornada laboral, al cambio del centro de trabajo, y a la suspensión temporal de la relación laboral. De igual forma, conforme al citado artículo, las ausencias al puesto de trabajo, motivadas por la condición física o psicológica derivada de la tortura o el trato cruel, inhumano o degradante, no se consideran suspensión de la relación del trabajo, de conformidad con la legislación laboral vigente. 


b)
Las políticas públicas diseñadas para dar cumplimiento al artículo 10 de la Ley contra la Tortura sobre los programas y servicios de rehabilitación, la asignación presupuestaria y los métodos disponibles para evaluar la eficacia de estos programas. Sírvanse también indicar el avance en el establecimiento del Instituto Nacional de Atención a las Víctimas, contemplado en el quinto vértice de la Gran Misión a Toda Vida Venezuela. Indiquen, asimismo, las medidas previstas para prestar asistencia a las víctimas inmediatamente después de la tortura; 

327. El desarrollo de políticas públicas sobre programas y servicios de rehabilitación para las víctimas forma parte de los objetivos del Plan Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes
, ejecutado por la Comisión Nacional de Prevención de la Tortura. En efecto, el tercer eje de dicho Plan, denominado “Defensa y atención integral a las víctimas de tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes” tiene como objetivo “generar mecanismos que permitan la atención integral.

328. El artículo 10 de la Ley Especial para Prevenir y Sancionar la Tortura y Otros Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes consagra la obligación del Estado de brindar reparación a las víctimas de tortura y asegurar su completa rehabilitación. Esta disposición legal desarrolla las previsiones constitucionales establecidas en los artículos 306 y 467 de la CRBV, los cuales consagran el derecho a la reparación y rehabilitación. Para tener acceso a esta reparación las víctimas disponen de procedimientos judiciales en la jurisdicción contencioso administrativa, penal y civil. A través de la jurisdicción contenciosa administrativa las víctimas de tortura pueden exigir al Estado la reparación del daño causado. Por intermedio de la vía penal y civil las víctimas pueden exigir al autor de la práctica de tortura la reparación de los daños producidos, con base en la responsabilidad civil derivada del delito o la responsabilidad civil.

329. En lo que respecta al establecimiento del Instituto Nacional de Atención a las Víctimas, la Fiscal General de la República, dispuso la creación de la Coordinación Nacional para la Protección de Víctimas, Testigos y demás Sujetos Procesales, mediante resolución N° 749, de fecha 30 de mayo de 2012, publicado en Gaceta Oficial N° 39.935, del 1ro. de junio de 2012, previendo para ello, la incorporación de una partida destinada a financiar la ejecución de programas, acciones o servicios de protección, asistencia integral, atención y orientación a las víctimas, así como la dotación de profesionales que integran el equipo multidisciplinario conformado por psicólogos y trabajadores sociales, que trabajan con el apoyo y la coordinación de las Unidades de Atención a la Víctima existentes a nivel nacional, para atender las demandas existentes. En lo que respecta al Control del Cumplimiento de las Medidas de Protección, se implementó un sistema de articulación periódica con los Cuerpos Policiales, con la finalidad de verificar que las mismas sean cumplidas en estricta observancia de los términos y condiciones establecidos por el juez competente en su decisión.
330. Asimismo, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 13 de la Ley de Protección de Víctimas, Testigos y demás Sujetos Procesales, la referida Coordinación se encuentra habilitando los Centros de Protección necesarios, en aras de establecer el Servicio Nacional de Protección, para lo cual se están acondicionando actualmente,05 inmuebles ubicados en distintas regiones del país, tales como los estados Vargas, Nueva Esparta, Miranda, Lara y Área Metropolitana de Caracas, lo cual sería una respuesta oficial, oportuna y eficaz. Recientemente, se implementó el Manual de Normas y Procedimientos sobre el “Pago de Viáticos para el Cumplimiento de Medidas de Protección a Víctimas, Testigos y demás Sujetos Procesales”, en acatamiento a la obligación del Estado de suministrar los medios económicos para la persona beneficiaria de una medida de protección mientras se halle imposibilitada de obtenerlos por sus propios medios, en acatamiento de lo establecido en el artículo 44 de la mencionada Ley de Protección.

331. Para finalizar, en el territorio venezolano durante los años 2012 al 2014, se tramitaron 7.650 Medidas de Protección de 8.229 solicitadas, se emitieron 3.343 Informes Psicológicos, más 2.633 Apoyos Psicológicos a los beneficiarios de las Medidas de Protección.

c)
Si el artículo 10 de la Ley contra la Tortura reconoce a las víctimas de tortura o malos tratos el derecho a un recurso y a una reparación. En caso contrario, sírvanse especificar los medios de que disponen las víctimas para obtener reparación, incluidos todos los procedimientos penales, civiles, administrativos y no judiciales, así como información sobre el número de víctimas que han utilizado esos medios, cuántas han obtenido reparación y medidas conexas y en qué forma y de qué cuantía. Indiquen, asimismo, las medidas previstas en materia de satisfacción y garantías de no repetición. Sírvanse aclarar si el derecho a recibir indemnizaciones por tortura o malos tratos depende de la existencia de una sentencia en procedimientos penales por la que se ordene la concesión de una indemnización.
332. El desarrollo normativo contenido en la Ley para Sancionar los Crímenes, Desapariciones, Torturas y otras Violaciones de los Derechos Humanos por Razones Políticas en el Periodo 1958-1998, sirven como marco referencial de aplicación analógica a los supuestos contenidos en la Ley Especial Contra la Tortura, al establecer en su artículo 18, medidas relacionadas con la garantía de no repetición, donde el Estado venezolano se compromete, a: 1.Difundir públicamente la verdad, sin poner en peligro la seguridad de las víctimas; 2. Garantizar la reivindicación moral, social y política de todas las víctimas; 3. Pronunciarse oficialmente respecto al reconocimiento público de los hechos, la aceptación de las responsabilidades y el restablecimiento de la dignidad, la reputación y derechos de las víctimas de violaciones a los derechos humanos y de delitos de lesa humanidad. 4. Desarrollar, promover y divulgar las políticas públicas de fortalecimiento institucional y de los derechos humanos, que erradiquen las prácticas arbitrarias del Estado, contrarias a los principios y valores humanistas contenidos en la Constitución de la República. 5. Promover diversas formas de dignificación de las víctimas y los hechos históricos señalados, a fin que permanezcan en la memoria colectiva de la presente y las futuras generaciones, como garantía que nunca más se repitan esos hechos; y 6. Reconocer su responsabilidad en la perpetración de cada hecho investigado, continuando las investigaciones correspondientes. 
Pregunta 24. En cuanto a los párrafos 167 a 169 del informe periódico relativos a la aplicación de la Ley Para Sancionar los Crímenes, Desapariciones, Torturas y Otras Violaciones de los Derechos Humanos por razones políticas en el período 1958-1998, indiquen los mecanismos de reparación previstos, el número de reclamaciones de indemnización y rehabilitación presentadas, el número de las que fueron aceptadas y las cantidades concedidas y los montos efectivamente proporcionados en cada caso. Indiquen también el resultado de las investigaciones, los enjuiciamientos y las sanciones impuestas con respecto a la “Masacre de El Amparo” y los casos del “Caracazo”.
333. Con respecto al caso denominado El Caracazo, existen 336 Expedientes abiertos y están comisionados 04 Fiscales del Ministerio Público para investigar tales eventos, que son los Fiscales 1ro.y 4to. ante la Sala Plena y las Salas de Casación y Constitucional del TSJ, 30 a Nivel Nacional con Competencia Plena y 83 de Caracas. Se encuentran acusados los ciudadanos Italo Del Valle Augusto Alliegro, Fredis Ventura Maya Cardona, José Rafael León Orsoni, Virgilio Rafael Avila Vivas y Luis Guillermo Fuentes Cerra, por la comisión del delito de Homicidio Intencional Calificado, en Grado de Cómplice Necesario y Quebrantamiento de Pactos y Convenios Internacionales, el caso está en Fase de Juicio, en espera del desarrollo de la Audiencia donde se debatirán los elementos probatorios para determinar su responsabilidad penal. En cuanto al acusado Manuel Antonio Heinz Azpurúa (fallecido), el Tribunal correspondiente decretó el Sobreseimiento por extinción de la acción penal.

334. En cuanto a los acusados Jorge Antonio Jiménez Sánchez y Pedro Miguel Blanco Belmont, ambos ex funcionarios de la Policía Metropolitana, el primero por el delito de Homicidio Calificado, y el segundo por el mismo delito, en Grado de Cooperador; la celebración del Juicio Oral y Público está próximo a realizarse. Y en cuanto al acusado Pedro Colmenares Gómez, por la comisión del delito de Homicidio Calificado en Grado de Complicidad Correspectiva, la Audiencia Preliminar está por fijarse. 

335. Entre las actuaciones más destacadas, se encuentran 615 entrevistas, 229 Inspecciones Técnicas ordenadas,125 exhumaciones de osamentas, 71 Inhumaciones en el Cementerio General del Sur, donde el Estado venezolano rindió homenaje a todas las víctimas, con el “Monumento al Caracazo”, por el cumplimiento de los 25 años desde la ocurrencia de los hechos; 79 inhumados en el Cementerio Las Clavellinas, 615 víctimas directas e indirectas, 9 acusaciones, 39 Sobreseimientos solicitados y decretados, y 2 Recursos ordinarios solicitados y acordados. Se han realizado 3 procesos de indemnizaciones, a saber: 1) 38 causas cuyos familiares fueron indemnizados en virtud de la sentencia de la CIDH, siendo un total de 182 personas indemnizadas. 2) 50 causas correspondientes al Primer Informe enviado a la Vicepresidencia de la República, en cuyo acto de indemnización efectuado los días 7, 8 y 9 de octubre de 2009, en la Vice-Presidencia de la República, fueron un total de 133 familiares indemnizados, correspondientes a cincuenta 50 víctimas, cuyos montos se adhieren a los parámetros establecidos por la CIDH; de esos 133, fueron indemnizados específicamente, 78 hijos, 24 padres, 24 cónyuges, cuyas cantidades de dineros entregadas se totalizaron en 53.750,00 Bs. para cada uno; y la cantidad de 15.050,00 Bs. para 07 hermanos. 3) 64 causas correspondientes al Segundo Informe enviado a la Vicepresidencia de la República, en cuyo acto de indemnización efectuado los días 3, 4 y 5 de noviembre de 2010, en la Vice-Presidencia de la República Bolivariana de Venezuela, se indemnizó a un total 186 familiares de víctimas, correspondientes a 64 víctimas del “Caracazo” y un lesionado, cuyos montos se adhieren a los parámetros establecidos por la CIDH, de esos 187 indemnizados, fueron reparados específicamente: 80 hijos, 23 padres, 20 cónyuges, habiéndoseles entregado las cantidad de 65.000 Bs. a cada uno; y la cantidad de 18.200 Bs. para 63 hermanos.

336. Entre las actuaciones relevantes más recientes, se logró determinar la filiación heredo-biológica, con los familiares de la víctima, quien en vida respondiera al nombre de Teodoro Enrique Capote Guedez, los cuales fueron obtenidos con la colaboración de sus hijos José Teodoro Valencia y Guillermina del Carmen Valencia, así como de su hermana Nancy Marlene Capote Guedez. Los perfiles obtenidos y validados fueron introducidos en una aplicación de software diseñado por expertos en genética forense de la Unidad Criminalística contra la Vulneración de Derechos Fundamentales y desarrollado por la Dirección de Tecnología, denominada “Sistema de Comparación de Perfiles Genéticos”, que es una base de datos de perfiles genéticos de personas desaparecidas, la cual permite comparar automáticamente los perfiles genéticos de referencia de familiares, dando como resultado características comunes o de filiación biológica, o exclusión en relación a la filiación heredo-biológica, siendo un diseño de apoyo pionero, pues sirve de soporte para otros tipos de base de datos.

337. Con respecto a los hechos denominados “La Masacre de El Amparo”, acontecido el 29 de octubre de 1988, específicamente en la localidad del Caño “La Colorada”, Distrito Páez, estado Apure (frontera con Colombia), donde se encuentran involucrados funcionarios policiales y militares del Comando Específico “José Antonio Páez” (Cejap) en aquella época, se había decretado el Archivo Fiscal el 30 de junio de 2000, por la Fiscalía Militar Superior de San Cristóbal, estado Táchira. Actualmente, en jurisdicción civil se encuentran comisionadas las Fiscalías del MP 62 y 80 a Nivel Nacional con Competencia Plena, y la Fiscalía 83 de Caracas, las cuales están realizando las diligencias útiles y necesarias respectivas, en virtud de la reapertura de la investigación el 22 de marzo de 2010, observándose que aún existen diligencias pendientes por ser practicadas de las cuales sin lugar a duda pudieran surgir nuevos elementos de convicción, por lo que aún continúa abierto el proceso penal.



Articulo 15

Pregunta 25. Con referencia a los párrafos 176 a 183 del informe periódico, proporcionen ejemplos de casos que hayan sido desestimados por los tribunales debido a la presentación de pruebas o testimonios obtenidos mediante tortura o malos tratos.

338. En el Ministerio Público no se han presentado casos cuyos testimonios o elementos probatorios hayan sido declarados nulos por haberse obtenido mediante tortura o malos tratos. Sin embargo, de tener conocimiento de algún caso en específico, es menester que se obtenga dicha información a los efectos de proceder a iniciar las investigaciones penales pertinentes.



Articulo 16

Pregunta 26. Sírvanse proporcionar información sobre: 


a)
El número de denuncias, investigaciones, enjuiciamientos, sentencias condenatorias y penas impuestas en relación con i) casos de acoso y violencia escolar y castigo físico contra menores; ii) casos de explotación sexual y trabajo forzoso desde la adopción de la Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes, en 2007; 

339. En cuanto al “acoso y violencia escolar y castigo físico a menores” no se encuentran previstos en el ordenamiento jurídico venezolano bajo dichas denominaciones, advirtiéndose que nuestra legislación ya no emplea el término “menores”, en concordancia con lo previsto en la Convención sobre los Derechos del Niño y la doctrina internacional en la materia. No obstante, la Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes (LOPNNA), prevé en su artículo 254, el delito denominado como Trato Cruel y Maltrato. El Ministerio Público a través de las Fiscalías especializadas, desde el año 2011 hasta la presente fecha, ha tramitado 12.651 casos. Además, dentro del castigo físico contra Niños Niñas y Adolescentes (NNA,) se encuadra el tipo penal de Tortura, previsto y sancionado en el artículo 253 de la LOPNNA, y han ingresado 39 casos por este tipo penal.

340. En cuanto a los casos de explotación sexual, la ley que rige la materia de NNA, prevé este delito en su artículo 25, siendo un total de 89 ingresos, desde el año 2011 hasta la actualidad. En referencia al trabajo forzoso, previsto y sancionado en el artículo 255 de la LOPNNA, es de destacar que hasta la fecha no se han recibido denuncias por este tipo penal.


b)
Las políticas y medidas de protección adoptadas, las campañas de sensibilización y capacitaciones realizadas y los servicios forenses y protocolos especializados creados en relación a estos casos en todos los ámbitos.

341. El MP, como parte actora del Sistema de Protección de NNA ha desarrollado programas y estrategias ejecutadas por la comunidad organizada, tendentes a su atención como mecanismo de prevención de delitos, con el fin de generar estrategias que desarrollen políticas institucionales en materia de seguridad ciudadana, que más allá de incidir en la disminución de los índices de violencia y criminalidad, procurando fomentar conductas cívicas que garanticen escenarios de óptima convivencia y en consecuencia, mejoras en la calidad de vida de las comunidades. A través del Área Social de la Dirección de Protección Integral de la Familia del MP, se han ejecutado diversas actividades dirigidas a NNA, tanto de carácter formativo, a través de charlas, conversatorios, talleres, así como de carácter recreativo, como torneos y clínicas deportivas. Asimismo, con las comunidades se ha trabajado dictando charlas sobre el Rol de los Consejos Comunales en el Sistema de Protección y en el Sistema Penal de Responsabilidad de Adolescentes, con el propósito de promover la conformación de los Comités de Protección Social de NNA, que juegan un papel importante en los procesos de conciliación como medio alternativo para la resolución de conflictos comunitarios y familiares. Sobre las actividades sociales del año 2013.

342. Por otra parte, el Ministerio Público, a través de la Unidad Técnica Especializada para la Atención Integral de NNA, ha brindado atención especializada a fin de prevenir y/o restituir la vulneración de los derechos y garantías fundamentales, en aquellos casos en los que han sido víctimas de la comisión de un hecho punible. La función de dicha Unidad consiste en coadyuvar en la actuación de los Fiscales en la coordinación y realización de evaluaciones Biopsicosociales, ejecutadas por un equipo interdisciplinario de psicólogos, psiquiatras y trabajadores sociales, a fin de garantizar el resultado oportuno de las investigaciones penales, y tratar los casos integralmente. Del mismo modo, se realiza un seguimiento a los casos y se establecen enlaces con otras instituciones del área de la salud, para que las personas afectadas puedan recibir el tratamiento psicológico y psiquiátrico correspondiente.

343. En tal sentido, desde su creación en fecha 02 de noviembre de 2010, hasta abril de 2014, la Unidad Técnica Especializada para la Atención Integral de NNA, ha atendido la cantidad de 1.390 casos, discriminados de la siguiente manera: 1.155 casos en Caracas; y 235casos en los demás estados del país. De los cuales, 478 corresponden a la materia del Sistema de Protección de NNA; y 927 corresponden a la materia de género. Del mismo modo es importante señalar que la referida Unidad durante el período 2010-2014 ha brindado atención especializada a 3.373 personas, discriminadas de la siguiente manera: 1.754 Mujeres; 573 Hombres; 321 Niños; 355 Niñas; 212 Adolescentes Femeninas; y 158 Adolescentes Masculinos. Asimismo, se han realizado 2.504 asesorías, charlas, conversatorios, talleres, entre otros, dirigidos a los grupos vulnerables en el marco del Plan Nacional para la Prevención Social del Delito, Promoción y Defensa de los Derechos Humanos, promovido por el Ministerio Público.

Pregunta 27. Sírvanse indicar las medidas adoptadas para prevenir las agresiones y proteger la vida y la integridad física de personas que hacen público su disenso con las políticas oficiales, tales como activistas sindicales, opositores, manifestantes, periodistas y miembros de comunidades indígenas y campesinos. Asimismo, proporcionen información sobre el número de denuncias, desglosadas conforme al tipo penal, los procesamientos, enjuiciamientos, condenas y sanciones impuestas en el período a examen por amenazas y agresiones a estos colectivos y uso excesivo de la fuerza en la represión de concentraciones, especificando cuando el presunto autor es un agente estatal o miembro de “cuerpos de combatientes” o colectivos sociales armados. 

344. En términos generales, esta pregunta será respondida haciendo referencia a cada uno de los hechos denunciados. Asimismo, se expondrá la actuación institucional realizada por el Ministerio Público en materia de derechos humanos, y ya desarrolladas por la Defensoría del Pueblo en contenidos anteriores; como también se señalara la actuación del Estado, frente a los sucesos y manifestaciones que tuvieron lugar desde el mes de febrero de 2014 y días sucesivos.

345. El Estado venezolano reconoce y garantiza el legítimo derecho a la manifestación pacífica y el ejercicio responsable de la libertad de expresión, en los términos previstos en los instrumentos internacionales válidamente ratificados por la República. 

346. En virtud de ello, resulta necesario informar a este Comité que a partir del 12 de febrero del 2014, se desarrolló en Venezuela una ofensiva violenta destinada a deponer las legítimas autoridades escogidas por el pueblo en elecciones libres. Esta ofensiva, impulsada por factores de la oposición política, asumió como estrategia, el intentar paralizar el normal funcionamiento de la sociedad, mediante el desarrollo de acciones de violencia callejera, que para nada tiene que ver con el legítimo derecho de todas las venezolanas y venezolanos a manifestar pacíficamente.

347. Informamos que como parte de esta ofensiva fueron atacadas y destruidas diversas instalaciones tales como centros asistenciales, universidades y escuelas, incluyendo un centro de educación inicial para niños y niñas de 0 a 6 años. Al momento del ataque contra este centro, 89 niños y niñas se encontraban en su interior. Además, comunidades enteras fueron confinadas dentro de sus residencias por las acciones violentas, impidiendo el ejercicio de los derechos al libre tránsito, trabajo y educación, por sólo mencionar algunos de ellos. 

348. En el marco de estos acontecimientos fue necesaria la debida actuación del Estado venezolano y en ese sentido, fueron aprehendidas varias personas en flagrante comisión de delitos. Los aprehendidos fueron puestos a la orden de los tribunales, con todas las garantías del debido proceso. Asimismo, aprovechamos la ocasión para ratificar que el Estado venezolano no tolera ni tolerará actuaciones policiales que atenten contra los derechos humanos. Los casos aislados que se han presentado están siendo debidamente investigados por las autoridades competentes. Muestra de esto son los 13 casos de funcionarios que permanecen privados de libertad, luego de haberse apartado de la orientación garantista y respetuosa de los derechos humanos que caracteriza al Estado venezolano. Más adelante se detallan las cifras y acciones específicas ejecutadas por el Ministerio Público sobre estos sucesos. 



Gestión Institucional Ministerio Público:

349. En fecha 11 de septiembre del 2012, el Ministerio Público creó la Dirección de Gestión Social, la cual ha diseñado el Plan Nacional para la Prevención del Delito, Promoción y Defensa de los Humanos, acciones que promueven el fortalecimiento de la Organización y la Participación Popular dentro del proceso de Municipalización de la Justicia.

350. Para el éxito de esta propuesta se han propiciado espacios para la divulgación de las acciones impulsadas por el Estado venezolano en torno a la promoción y defensa de los DDHH, utilizando como estrategia operativa: Video-Foros, Conversatorios, Encuentros, reuniones, acompañamiento social a actividades particulares de las organizaciones, campañas de promoción y de difusión de mensajes alusivos a esta materia, entre otros. Asimismo, se impulsó la creación de una red comunal constituida por grupos vulnerables y víctimas de violación de DDHH en los años 60, 70, 80 y 90. Ello ha permitido la divulgación de información fundamental para reconocer cualquier intento de violación de los DDHH en el país. Ahora bien, dentro del MP se diseñó una Política a fin de que cada dependencia ejecute actividades de acción social según las competencias que desempeña, dirigidas a la población, tales como: niños, niñas y adolescentes, grupos familiares, población socialmente vulnerable, adultos mayores, así como a Organizaciones Sociales: Consejos Comunales (Comités: seguridad y defensa integral, de medios alternativos comunitarios, recreación y deportes, educación, cultura, formación ciudadana, familia e igualdad de género), Comunas, Salas de Batalla, Colectivos Sociales, Cooperativas, Delegados de Prevención en Salud y Prevención Laboral, Frentes Sociales, Organizaciones Campesinas, Comités Multifamiliares de Gestión de Nuevos Urbanismos, estudiantes y otras formas de organizaciones sociales. 

351. Dentro de la política institucional del MP, a través de su gestión social, se tienen como vértice: a) Actividades Informativas: cuya función es hacer Difusión y Promoción, mediante programas radiales comunitarios, transmisión de mensajes promocionales, publicación en prensa de mensajes institucionales informativos, entrega de volantes, trípticos y/o folletos informativos en centros comerciales; b) Campañas de Concientización: con el objetivo de proporcionar información acerca de las causas y factores que generan la violencia y la ocurrencia de delitos, así como también el fomento de valores humanistas que promuevan la prevención integral y la convivencia solidaria. Dentro de la dinámica se plantea la transmisión de mensajes institucionales con contenido educativo y de reflexión que propicie la prevención integral y la convivencia solidaria en radios comunitarias y televisión, así como entrega de volantes, trípticos y/o folletos en materia de prevención integral y convivencia solidaria en espacios públicos de concurrida asistencia; con publicación de afiches, poster y pancartas educativas alusivas a la prevención social delito, Derechos Humanos y Convivencia Solidaria; c) Actividades Formativas: a través del “Conversatorio Comunal dirigidos a Comunidades y Estudiantes” que están orientados a desarrollar acciones conjuntas que contribuyan a disminuir los factores generadores de faltas y delitos, realizándose la presentación del tema a través de materiales audiovisuales, presentaciones, entre otros. También existen los “Encuentros de Sensibilización” con los que se promueven espacios que permiten visibilizar, reflexionar y debatir sobre situaciones que generen cualquier tipo de violencia, presentándose documentales y/o cortos, además de intercambio de experiencias/vivencias, lecturas guiadas. Las “Rutas de Prevención”generan espacios de participación popular, donde se ofrecen herramientas a las comunidades, en las áreas deportiva, recreativa, educativa, cultural y asesora; d) Actividades Participativas: Donde se desarrollan “Encuentros Comunitarios de Seguridad” que sirven para la construcción colectiva de propuestas y estrategias que vayan en pro de la Prevención Integral, Convivencia Solidaria, preservación de los Derechos Humanos y fortalecimiento del Poder Popular; en esta actividad se plantea la presentación de especialistas o profesionales en el área de seguridad, mesas de trabajo, exposiciones grupales o debates dirigidos por el o los especialistas, y elaboración de un esquema o plan de trabajo mediante el cual se ejecutarán las propuestas planteadas. 

352. Durante el año 2014 se han realizado un total de 2.871 actividades enmarcadas en el Plan Nacional Para la Prevención Social del Delito, Promoción y Defensa de los Derechos Humanos, en el cual han participado un total de 122.490 ciudadanos y ciudadanas.

353. El Plan de Prevención antes aludido se encuentra inmerso dentro de los fines primordiales de la “Municipalización de la Justicia”, siendo ésta una política social de acercamiento entre las comunidades y los operadores de Justicia, en aras de implementar mecanismos de prevención y control del delito que ayuden a reducir la violencia. En este sentido, desde el año 2008, el Ministerio Público, creó las Fiscalías Municipales, las cuales son competentes para conocer hechos punibles que sean inferiores a 03 años de prisión, así como las faltas establecidas en el Código Penal, con el fin de atender las necesidades de las comunidades en la mayor cantidad de sectores del país posibles, así como promover la participación ciudadana en cada municipio para poder detectar y disminuir los conflictos que afectan a la colectividad, que se estén dentro de nuestra competencia, que tienen como logro final la convivencia solidaria entre los ciudadanos. Lo cual ha contribuido al descongestionamiento de casos en el Sistema Penal y por ende a brindar mayor celeridad procesal. Existiendo en la actualidad 28 Fiscalías Municipales en distintas regiones del país. 



A este respecto, informen sobre los resultados de las investigaciones en los siguientes hechos:


a)
El homicidio el 26 de noviembre de 2013 de José Chirinos, candidato a concejal en el municipio de Baralt, Estado de Zulia; 
354. El caso del Homicidio de José Rodríguez Chirinos, se libraron 02 órdenes de aprehensión contra los ciudadanos Franklin De Jesús Abreu Alarcón y Yackson Javier Pérez Hernández, por la presunta comisión de los delitos de Asociación para Delinquir y Sicariato, encontrándose los cuerpos de seguridad haciendo labores para materializar la captura.


b)
Las amenazas recibidas por la periodista Rayma Suprani, el 18 de marzo de 2013; y los actos de hostigamiento y amenazas al personal de Globovisión, como el perpetrado en sus oficinas presuntamente por personal militar en agosto de 2009; 
355. En cuanto a las presuntas amenazas a la periodista Rayma Suprani, el 25 de marzo de 2013 el Ministerio Público comisionó a la Fiscalía 61 a Nivel Nacional con Competencia Plena, destacando que se ha solicitado en varias oportunidades el teléfono móvil de la víctima, negándose expresamente a entregarlo, lo cual representa un elemento fundamental para el esclarecimiento de los hechos investigados, en aras de poder determinar el origen de las amenazas referidas.


c)
El homicidio, el 25 de abril de 2010, del dirigente sindical Jerry Díaz y el de los dirigentes sindicales Ricardo Gallardo, José Requena y Luis Hernández en 2008; 
356. Sobre el Homicidio de Jerry Díaz, la Fiscalía 31 del Ministerio Público del estado Aragua, acusó al ciudadano Mocxi Ulises Castillo Montilla, y posteriormente ejerció Recurso de Apelación contra la Sentencia Absolutoria dictada por el Juzgado 1ro. de Juicio del referido Estado. Se está a la espera de la decisión por parte de la Corte de Apelaciones. Y en relación al Homicidio de los dirigentes sindicales Ricardo Gallardo, José Requena y Luis Hernández, el Ministerio Público acusó al ciudadano Julio Cesar Agrisone, y el Tribunal 5to de Juicio del Circuito Judicial Penal del estado Aragua, dictó Sentencia Condenatoria de 19 años de prisión en su contra, por los delitos de Homicidio Calificado y Porte Ilícito de Arma de Fuego. 

d)
El presunto uso desproporcionado de la fuerza, armas de fuego, perdigones y gases lacrimógenos por parte de agentes de seguridad del Estado en el control de las manifestaciones que tuvieron lugar desde el 4 de febrero de 2014, así como los supuestos ataques de grupos civiles armados durante las manifestaciones, y la reacción de las fuerzas de seguridad y del orden frente a estos supuestos ataques, resultando en al menos 37 muertes y más de 550 heridos;
357. El presunto uso desproporcionado de la fuerza, armas de fuego, perdigones y gases lacrimógenos por parte de agentes de seguridad del Estado en el control de las manifestaciones que tuvieron lugar desde el 4 de febrero de 2014, así como los supuestos ataques de grupos civiles armados durante las manifestaciones, y la reacción de las fuerzas de seguridad y del orden frente a estos supuestos ataques, resultando en al menos 37 muertes y más de 550 heridos.



Casos del Área Metropolitana de Caracas

358. Basil Alejandro Da Costa Fría (24 años), muere en fecha 12-02-2014, por herida causada por proyectil de Arma de Fuego, entre las Esquinas de Tracabordo y Monroy, cerca de la Av. México, Parroquia La Candelaria, Municipio Libertador, la Fiscalía 138 del Ministerio Público acusó a un funcionario adscrito al Servicio Nacional de Inteligencia (SEBIN), por el delito Uso Indebido de Arma Orgánica, Quebrantamiento de Pactos Internacionales y Homicidio Intencional. En el presente caso están aprehendidos 5 funcionarios del SEBIN, 01 del Ejército, 01 de la Policía Nacional Bolivariana (PNB), encontrándose 02 Órdenes de Aprehensión por ejecutar. Encontrándose investigación penal abierta en relación al resto de los funcionarios, en las siguientes diligencias: Inspecciones técnicas del sitio, levantamiento planimétrico, comparación balística, análisis de sangre (por tipo y por morfología), trayectoria balística, análisis de los videos y antropométrica, múltiples entrevistas. En fecha 11-06-14, encontrándose en la actualidad en Fase de Juicio.
359. Juan Carlos Crisóstomo Montoya (50 años) muere en fecha 12-02-2014, por herida causada por proyectil de Arma de Fuego, entre las Esquinas de Tracabordo y Monroy, cerca de la Av. México, Parroquia La Candelaria, Municipio Libertador, cuya causa es conocida por la Fiscalía 55 del Caracas, en la cual fue aprehendido 1 funcionario, se practicaron como diligencias de investigación: inspecciones técnicas del sitio, levantamiento planimétrico, comparación balística, análisis de sangre (por tipo y por morfología), trayectoria balística, análisis de los videos y antropométrica y múltiples entrevistas, encontrándose dicha causa en Fase de Investigación.

360. Roberto José Redman Orozco (26 años) muere en fecha 12-02-2014, por herida causada por proyectil de Arma de Fuego, en la Avenida San Ignacio de Loyola, Municipio Chacao, cuya investigación es adelantada por las Fiscalías 36 a Nivel Nacional y 55 de Caracas, y se han practicado las siguientes diligencias de investigación: inspecciones técnicas del sitio, trayectoria intraorgánica, análisis de los videos y entrevistas. Dicha causa se encuentra en Fase de Investigación.
361. Elvis Rafael De La Rosa (29 años), muere en fecha 21-02-2014, al caer de de una moto por haberse enredado en un alambre galvanizado que se encontraba en una barricada, en la Avenida Rómulo Gallegos, Municipio Sucre, siendo adelantada la investigación correspondiente por la Fiscalía 35 de Caracas, en la cual se han practicado inspección técnica del sitio, reconocimiento médico legal y múltiples entrevistas, encontrándose la misma en Fase de Investigación.

362. José Alejandro Márquez (45 años) en fecha 19-02-2014 cae de una moto al ser perseguido por un funcionario de la G.N.B., entre las esquinas de Tracabordo y Monroy, cerca de la Av. México. Parroquia La Candelaria, Municipio Libertador, falleciendo el 22‑02-2014, cuya investigación es adelantada por la Fiscalía 48 a Nivel Nacional, donde se han practicado como diligencias de investigación: inspecciones técnicas del sitio, levantamiento planimétrico, reconocimiento médico legal, análisis de sangre, por tipo y por morfología, análisis de los videos y vaciado de contenido de un teléfono celular, análisis hematológico, químico y biológico a los uniformes de los funcionarios de la Guardia del Pueblo y múltiples entrevistas, hasta la presente fecha no se ha ejecutado ninguna aprehensión y se encuentra en Fase de Investigación.
363. Asdrúbal Jesús Rodríguez Araguayan (26 años): en fecha 19-02-2014, fue aprehendido en Chacao por 02 funcionarios de Policía de ese Municipio y luego apareció sin vida en la Av. Boyacá (Cota Mil) Sector Sebucán, Municipio Sucre, la investigación fue adelantada por la Fiscalía 126 de Caracas, que acusó por los delitos de Uso Indebido de Arma Orgánica, Trato Cruel, Privación Ilegítima de Libertad, Quebrantamiento de Pacto, Acuerdos Internacionales y Homicidio Calificado Concausal, contra 01 funcionario de dicho cuerpo policial, y en lo que respecta al otro funcionario se acusó por los mismos delitos a excepción del último mencionado que es por Homicidio Calificado en Grado de Frustración, quienes se encuentran aprehendidos. Entre las diligencias más destacadas se practicaron: inspección técnica del sitio del suceso, protocolo de autopsia, pruebas de ATD a los funcionarios y a la víctima, planimetría versada, pruebas toxicológicas a la víctima, comparación balística, telefonía de los funcionarios actuantes (hoy detenidos) y múltiples entrevistas, actualmente la referida causa se encuentra en Fase de Juicio.
364. José Gregorio Amaris Cantillo (25 años), muere en fecha 06-03-2014, por herida causada por el proyectil de Arma de Fuego mientras limpiaba las calles en el Sector Los Ruices, Municipio Sucre, cuya investigación es adelantada por las Fiscalía 19 a Nivel Nacional y 61 de Caracas, se han practicado las siguientes diligencias de investigación: allanamiento (recolección de balas 9 mm), inspección técnica del sitio del suceso, fijación fotográfica, análisis de sangre, análisis de los videos y antropométrica, reconocimiento médico legal y se encuentra en Fase de Investigación.
365. Acner Isaac López Lyon (29 años), funcionario de la Guardia Nacional Bolivariana (GNB), muere en fecha 06-03-2014, por herida causada por el proyectil de Arma de Fuego mientras limpiaba las calles en el Sector Los Ruices, Municipio Sucre, cuya investigación es adelantada por Fiscalía 19 a Nivel Nacional y 61 de Caracas, se han practicado las siguientes diligencias de investigación: allanamiento (recolección de balas 9 mm), inspección técnica del sitio del suceso, fijación fotográfica, análisis de sangre, análisis de los videos y antropométrica, reconocimiento médico legal y se encuentra en Fase de Investigación.
366. Johan Alfonso Pineda Morales (37 años), muere en fecha 07-03-2014, por múltiples traumatismos al caer de su moto por un aceite derramado en el pavimento de manera intencional, en el Sector Distribuidor Altamira, Autopista Francisco Fajardo, dicha investigación es adelantada por la Fiscalía 158 de Caracas, siendo practicadas las siguientes diligencias de investigación: croquis, levantamiento del accidente, fijación fotográfica, se colectaron 3 envases de aceite de motor de 1 Lts, entrevistas y telefonía, actualmente la referida causa se encuentra en Fase de Investigación.
367. Glidis Karelis Chacon Benítez (25 años) funcionaria del SEBIN, fallece en fecha 07-03-2014 por heridas producidas por el paso de proyectil disparado por Arma de Fuego en la Autopista Prados del Este. La Fiscalía 4ta. de Caracas acusó por los delitos de Homicidio Intencional y Uso Indebido de Arma Orgánica, a 03 funcionarios adscritos a la Policía de Chacao, se realizó la aprehensión de 01 funcionario y 02 funcionarios se encuentran bajo medidas cautelares, se han practicado como diligencias de investigación: protocolo de autopsia, análisis de traza de disparos, incautación de armas de fuego, experticia de comparación y trayectoria balística, inspección técnica del sitio del suceso y vehículo involucrado, múltiples entrevistas y levantamiento planimétrico, actualmente dicha causa se encuentra en Fase de Juicio.
368. Francisco Alcides Madrid Rosendo (32 años), muere en fecha 18-03-2014, por herida producida por el paso de un proyectil disparado por Arma de Fuego, hecho ocurrido en el Sector Montalbán, Municipio Libertador, cuya investigación conoce la Fiscalía 121 de Caracas, se practicaron las siguientes diligencias: inspección técnica del sitio del suceso, fijación fotográfica del cadáver, múltiples entrevistas, análisis de trazas de disparo, protocolo de autopsia, experticia necrodáctilar, trayectoria balística, levantamiento planimétrico, pruebas hematológicas y análisis de video, encontrándose la misma en Fase de Investigación.
369. Jorge Steven Colina Tovar (24 años), funcionario de la P.N.B., muere en fecha 08‑05-2014, por herida producida por el paso de un proyectil disparado por Arma de Fuego, en el Sector Los Palos Grandes, Municipio Chacao, cuya investigación conoce la Fiscalía 35 de Caracas, se practicaron como diligencias de investigación: protocolo de autopsia, trayectoria balística, inspección técnica del lugar del suceso, múltiples entrevistas y levantamiento planimétrico, dicha causa se encuentra en Fase de Investigación.


Casos del estado Aragua 

370. Johan Gabriel Quintero Carrasco (33 años), muere en fecha 25-02-2014 por herida causada por proyectiles de Arma de Fuego, en el Centro Comercial Súper Líder, El Limón, Municipio Irragori, cuya causa en conocida por la Fiscalía 04ta. del estado Aragua, se ejecutaron ocho (08) órdenes de Allanamiento, sin colectar evidencia de interés criminalístico, encontrándose en Fase de Investigación.
371. Wilmer Juan Carballo Amaya (43 años), muere en fecha 24-02-2014 por herida causada por el paso de proyectil de Arma de Fuego, en la Urbanización La Fundación, Cagua, Municipio Sucre, cuyo caso conoce la Fiscalía 32 del estado Aragua, se ejecutó orden de Allanamiento, sin colectar evidencia de interés criminalístico, encontrándose en Fase de Investigación.

372. José Isabelino Guillen Araque (34 años), funcionario de la GNB, muere en fecha 16-03-2014, por herida causada por el paso de proyectil de Arma de Fuego, en la Urbanización Calicanto, 2da. Transversal, Municipio Girardot, cuyo caso conoce la Fiscalía 4ta. del estado Aragua, en el cual 02 órdenes de aprehensión están por ejecutar y se realizaron 30 órdenes de allanamientos, incautándose armas de fuego largas y cortas, actualmente se encuentra en Fase de Investigación.


Casos del estado Carabobo 
373. Génesis Cristina Carmona Tovar (22 años), muere en fecha 19-02-2014, en la Clínica Guerra Méndez, luego de recibir el día 18-02-2014, un impacto de proyectil de Arma de Fuego, en la Avenida Cedeño cruce con Avenida Bolívar, cerca de la estación del Metro Cedeño, Parroquia Catedral, Municipio Valencia, cuyo caso conoce la Fiscalía 10 del estado Carabobo, en la cual no se han realizado aprehensiones y fueron practicadas como diligencias de investigación: Inspecciones técnicas del sitio del suceso, levantamiento planimétrico, análisis de sangre (por tipo y por morfología), trayectoria balística, análisis de fotografías, se colectó un proyectil de disparo único y múltiples entrevistas, actualmente se encuentra en Fase de Investigación. 
374. Geraldin Moreno Orozco (23 años), muere en fecha 18-02-2014, por herida causada por el paso de proyectil de Arma de Fuego, en el Sector Tazajal, Moñongo, a la altura del Edif. Bayona Country, Municipio Valencia, la Fiscalía 28 del estado Carabobo presentó acusación por los delitos de Uso Indebido de Arma Orgánica, Quebrantamiento de Pactos y Tratados Internacionales, Trato Cruel en grado de Complicidad y Homicidio cometido con Alevosía por motivos Fútiles e Innobles, contra un funcionario adscrito a la Guardia Nacional Bolivariana, que se encuentra aprehendido; adicionalmente se logró la aprehensión de 01 funcionario perteneciente al mismo cuerpo militar, cuya causa aún está en Fase de Investigación. Al respecto, se han practicado las siguientes diligencias de investigación: Inspecciones técnicas del sitio, protocolo de autopsia, planimetría versada, colección y análisis de videos, múltiples entrevistas. Medida Cautelar para Paola Barroso y Franklin García. Encontrándose la causa en Fase Intermedia.
375. Julio Eduardo González Pinto (45 años), fiscal del MP, muere en fecha 18-02-2014, al colisionar su vehículo mientras esquivaba unos obstáculos en la calle, en la Avenida Cuatricentenario, Municipio Valencia, cuyo caso es conocido por la F 5º del estado Carabobo, fueron practicadas diligencias de investigación como: inspecciones técnicas del sitio, protocolo de autopsia, inspección técnica al vehículo, levantamiento técnico de la División de Siniestros del CICPC y múltiples entrevistas, encontrándose actualmente en Fase de Investigación.
376. Eduardo Ramón Anzona Carmona (29 años), muere en fecha 18-02-2014, por Traumatismo Cráneo encefálico, al caer de su moto tratando de esquivar unos obstáculos en la Avenida Michelena entre Uslar y Branger, frente al colegio Eduardo Viso, Parroquia San Blas, Municipio Valencia, cuya investigación es conocida por la F 5º del estado Carabobo, fueron practicadas las siguientes diligencias de investigación: inspecciones técnicas del sitio, protocolo de autopsia, inspección técnica al vehículo y múltiples entrevistas, encontrándose en la actualidad en Fase de Investigación.
377. Giovanni José Pantoja Hernández (28 años) funcionario de la G.N.B., muere en fecha 28-02-2014, por herida causada por proyectil de Arma de Fuego, en el Sector El Trigal, Municipio Valencia, cuya investigación es conocida por la F 5º del estado Carabobo, fueron practicadas como diligencias de investigación: inspecciones técnicas del sitio, protocolo de autopsia, planimetría, trayectoria intraorgánica, comparación balística, múltiples entrevistas. Dicha causa se encuentra nuevamente en Fase de Investigación. 
378. Jesús Enrique Acosta Matute (22 años), muere en fecha 12-03-2014, por herida causada por proyectil de Arma de Fuego, en la Urbanización La Isabelica, Sector 8, Parroquia Rafael Urdaneta, Municipio Valencia, la Fiscalía 27 del estado Carabobo acusó a un funcionario por los delitos de Homicidio Intencional Simple y Uso Indebido de Arma Orgánica, la cual ya se materializó, encontrándose la causa en Fase Intermedia.
379. Ramzor Ernesto Bracho Bravo (36 años), funcionario de la GNB: Falleció el 12‑03-2014 por herida causada por proyectil de Arma de Fuego en la Av. Feo La Cruz, Mañongo, entrada de El Trigal, Municipio Naguanagua, se libró 01 orden de aprehensión que está pendiente por ejecutar, se realizaron diligencias como: Inspección técnica del sitio del suceso, protocolo de autopsia, trayectoria balística intraorgánica, levantamiento planimétrico, múltiples entrevistas, retrato hablado, allanamiento, análisis de videos, fijación fotográfica, reconocimiento médico legal, análisis hematológicos, prueba necrodactilar. Encontrándose en Fase de Investigación.

380. Guillermo Alfonso Sánchez Velásquez (42 años), muere en fecha 12-03-2014, por herida causada por proyectil de Arma de Fuego, en la Urbanización La Isabelica, calle Henry Ford, Parroquia Rafael Urdaneta, Municipio Valencia, conociendo del caso la Fiscalía 27 del estado Carabobo, librándose orden de aprehensión contra un ciudadano. La causa actualmente está en Fase de Investigación.
381. Argenis de Jesús Hernández Moreno (30 años), muere en fecha 21-03-2014, por herida causada por proyectil de Arma de Fuego, en la Urbanización Los Tulipanes, Calle De Servicio, Municipio San Diego, cuya investigación es adelantada por la Fiscalía 27 de Carabobo, en la cual se han practicado las siguientes diligencias de investigación: protocolo de autopsia, análisis de traza de disparo (ATD), múltiples entrevistas, inspección técnica del sitio y el cadáver, planimetría, trayectoria balística y fijaciones fotográficas, encontrándose dicha causa en Fase de Investigación.
382. Mariana del Carmen Ceballos Belisario (32 años), fallece en fecha 19-03-2014 producto de ser atropellada por un vehículo automotor en la Avenida Andrés Eloy Blanco Frente al Centro Comercial Shopping Center del Municipio Valencia, Parroquia San José, la Fiscalía 1ra. de esa jurisdicción acusó por el delito de Homicidio Intencional, a un ciudadano que se encuentra en Arresto Domiciliario, encontrándose la causa en Fase Intermedia.


Casos del estado Lara 

383. Arturo Alexis Martínez (58 años) muere en fecha 20-02-2014, por herida causada por proyectil de Arma de Fuego mientras limpiaba en la Avenida Germán Garmendia, La Trinitaria, cuya investigación es adelantada por la Fiscalía 4ta. del estado Lara, en la cual se realizó la aprehensión de un ciudadano y se han practicado como diligencias de investigación las siguientes: inspecciones técnicas del sitio, colección y peritaje de proyectil, reconocimiento del cadáver, fijación fotográfica, levantamiento planimétrico, trayectoria balística e intraorgánica, múltiples entrevistas, telefonía, experticia hematológica, protocolo de autopsia, análisis de video, prueba toxicológicas, análisis de trazas de disparos, allanamientos, reconocimiento técnico y autenticidad a documento de porte de arma de fuego, encontrándose dicha causa en Fase de Investigación.
384. José Cirilo Damas García (24 años), funcionario de la Policía Nacional Bolivariana (PNB), muere en fecha 10-04-2014, por herida causada por proyectil de Arma de Fuego recibido el día 09-04-2014 en la Universidad Territorial Politécnico, cuya investigación es adelantada por la F 9º del estado Lara, en la cual se han practicado las siguientes diligencias de investigación: protocolo de autopsia, inspección técnica del sitio del suceso, análisis de videos, múltiples de entrevistas y levantamiento planimétrico, encontrándose dicha causa en Fase de Investigación.


Casos del estado Mérida: 
385. Doris Elena Lobo Arias (40 años), muere en fecha 20-02-2014, por Traumatismo Cráneo encefálico, al caer de su moto tratando de esquivar unos obstáculos en Avenida Las Américas, Sector Santa Ana, Municipio Libertador, cuya investigación es conocida por la F 5º del estado Mérida, en el cual fueron practicadas las siguientes diligencias de investigación: inspecciones técnicas del sitio, protocolo de autopsia y múltiples entrevistas, siendo remitida la causa a la Unidad Técnico Científica, encontrándose en la actualidad en Fase de Investigación.
386. Gisella Victoria Rubilar Figueroa (46 años), muere en fecha 09-03-2014, por herida causada en ojo izquierdo por proyectil de Arma de Fuego, en la Avenida Ezio Valeri con Avenida Los Próceres, cuya investigación es adelantada por la Fiscalía 3ra. del estado Mérida, en la cual se han practicado las siguientes diligencias de investigación: 07 órdenes de allanamiento sin recolección de evidencias de interés criminalístico, encontrándose dicha causa en Fase de Investigación.
387. Jesús Orlando Labrador Castiblanco (39 años), muere en fecha 22-03-2014, por herida causada por proyectil de Arma de Fuego, en la Parroquia Antonio Espinetti Diny, Municipio Libertador, siendo adelantada la investigación correspondiente por la Fiscalía 1ra. del estado Mérida, la cual practicó las siguientes diligencias de investigación: inspección técnica del sitio del suceso y del cadáver, protocolo de autopsia, experticia toxicológica, telefonía, múltiples entrevistas, análisis de videos, experticia hematológica, comparación balística, análisis de trazas de disparo, levantamiento planimétrico, solicitud de datos filiatorios y relación de llamadas, encontrándose dicha causa en Fase de Investigación.
388. Miguel Antonio Parra (42 años), funcionario de la G.N.B, muere en fecha 24-03-2014, por herida causada por proyectil de Arma de Fuego, en el sector El Campito, cuya investigación es adelantada por la F 4º del estado Mérida, la cual practicó las siguientes diligencias de investigación: inspección técnica del sitio del suceso, múltiples entrevistas, experticia hematológica, experticia química, protocolo de autopsia y experticia balística, encontrándose dicha causa en Fase de Investigación.


Casos del estado Miranda

389. Adriana Grissel Urquiola Pérez (28 años), muere en fecha 23-03-2014, por herida causada por proyectil de Arma de Fuego, en Los Nuevos Teques, Edo Miranda, cuya causa es conocida por la F 1º del estado Miranda, la cual solicitó una (01) orden de Aprehensión con Alerta Roja en INTERPOL, y practicó las siguientes diligencias de investigación: Inspección técnica del lugar del suceso y del cadáver, protocolo de autopsia, levantamiento planimétrico, trayectoria balística, reconocimiento médico legal a la ciudadana múltiples entrevistas, planimetría, Orden de Allanamiento y telefonía, actualmente dicha causa se encuentra en Fase de Investigación.


Casos del estado Sucre 

390. José Ernesto Méndez (17 años): Falleció en fecha 17-02-2014, al ser atropellado por un vehículo automotor en el Sector Plaza Miranda, Carúpano, cuya investigación es adelantada por la Fiscalía 7ma. del estado Sucre acusó por 03 delitos de Homicidios en las siguientes modalidades: Homicidio Intencional Simple, Homicidio Intencional en Grado de Frustración y Homicidio Intencional en Grado de Tentativa, contra un ciudadano que está aprehendido actualmente. Se practicaron las siguientes diligencias de investigación: inspecciones técnicas del sitio, fijación fotográfica, levantamiento planimétrico, examen toxicológico, examen médico forense, protocolo de autopsia, experticia al vehículo, múltiples entrevistas, peritaje al vehículo involucrado, reconocimiento médico legal a otras víctimas y análisis de video. La causa se encuentra radicada en el estado Anzoátegui, y está actualmente en Fase de Juicio.


Casos del estado Táchira 

391. Jimmy Erwill Vargas González (32 años), falleció el día 20-02-2014, por Traumatismo Craneoencefálico al caer de un segundo piso mientras lanzaba piedras hacia la calle, en el Sector Pueblo Nuevo, Municipio San Cristóbal, siendo conocida la investigación por la F 3º del estado Táchira, en la cual se han realizado como diligencias de investigación: inspección técnica en el sitio del suceso, múltiples entrevistas, protocolo de autopsia, examen histológico, prueba de planimetría y análisis de video. El Ministerio Público solicitó el Sobreseimiento, estando la misma a la espera del pronunciamiento del Tribunal correspondiente.
392. Danny Joel Melgarejo Vargas (20 años), falleció en fecha 22-02-2014, al recibir varias heridas punzo penetrantes producidas por arma blanca durante un riña, en el sector Palo Gordo, Municipio Cárdena, San Cristóbal, cuya investigación es conocida por las fiscalias F 4º y F 19º del estado Táchira, se practicaron como diligencias de investigación: inspección técnico del sitio y del cadáver, múltiples entrevistas, experticia a botella de licor colectada en sitio del suceso, protocolo de autopsia y pruebas hematológicas, encontrándose la causa en Fase de Juicio respecto a un adolescente acusado por los delitos de Homicidio Intencional Calificado, cometido por Motivos Fútiles e Innobles y en Fase Intermedia en relación a otra ciudadana.

393. Luis Alejandro Gutierrez Camargo (23 años), falleció en fecha 04-03-2014, al colisionar su vehículo al tratar de esquivar unos obstáculos en la calle, en la Avenida Manuel Pulido Méndez, Municipio Junin, San Cristóbal, la Fiscalía 3ra. del estado Táchira presentó acusación contra un adolescente de 16años, por la comisión del delito de Homicidio Intencional Calificado cometido por Motivos Fútiles e Innobles. Se practicaron las siguientes diligencias de investigación: inspección técnico del sitio y del cadáver, múltiples entrevistas, experticia a botella de licor colectada en sitio del suceso, protocolo de autopsia y pruebas hematológicas. Encontrándose en Fase de Juicio. 
394. Edicson Olivo Daniel Tinoco Carrillo (24 años), fallecio en fecha 10-03-2014, por herida causada por proyectil de Arma de Fuego, en la Avenida Carabobo, Municipio San Cristóbal, cuya causa es conocida por la Fiscalía 4ta. del estado Táchira, la cual practicó las siguientes diligencias de investigación: protocolo de autopsia en que se colectó proyectil .32, inspección técnica del sitio, trayectoria balística, planimetría, fijación fotográfica, múltiples entrevistas, telefonía y solicitud de videos de las cámaras de seguridad en las oficinas comerciales aledañas al lugar del suceso, actualmente dicha causa se encuentra en Fase Preparatoria.

395. Jhon Rafael Castillo Castillo, (23 años), se trata de un funcionario de la GNB que murió en fecha 19-03-2014, por herida causada por proyectil de Arma de Fuego, en la Avenida Ferrero Tamayo, cuya investigación es conocida por la Fiscalía 4ta. del estado Táchira, la cual practicó las siguientes diligencias de investigación: inspección técnica y fijación fotográfica del cadáver, protocolo de autopsia, múltiples entrevistas, inspección técnica, fijación fotográfica del sitio del suceso, levantamiento planimétrico, trayectoria balística y análisis de video, fueron solicitadas cinco (05) órdenes de Allanamiento y experticia telefónica, actualmente dicha causa se encuentra en Fase de Investigación.

396. Wilfredo Geovanny Rey Jaimes (32 años), falleció en fecha 22-03-2014, por herida causada por proyectil de Arma de Fuego, en la Avenida 19 De Abril, diagonal a la emisora 97.7 San Cristóbal, cuya investigación es conocida por la Fiscalía 4ta del estado Táchira, la cual practicó las siguientes diligencias de investigación: inspección técnica del sitio del suceso y del cadáver, protocolo de autopsia, trayectoria balística, levantamiento planimétrico, comparación balística, inspección técnica del vehículo involucrado, experticia hematológica y múltiples entrevistas, experticia en materia telefónica, actualmente dicha causa se encuentra en Fase de Investigación.

397. Franklin Alberto Romero Moncada (44 años), falleció en fecha 28-03-2014, presuntamente al recibir descarga eléctrica mientras se encontraban recogiendo escombros en la calle, en la Avenida Principal de Porineos Empalme Vial Quinimari, Municipio San Cristóbal, cuya investigación es conocida por la Fiscalía 4ta del estado Táchira, la cual practicó las siguientes diligencias de investigación: inspección técnica del sitio del suceso y del cadáver, protocolo de autopsia, fijación fotográfica, múltiples, entrevistas, levantamiento planimétrico, reconocimiento legal de objetos incautados y telefonía, encontrándose dicha causa en Fase de Investigación.


Casos del estado Zulia

398. Jonatan Enrique Martínez: Falleció el 08-03-14 por golpe de una valla publicitaria que fue presuntamente derribada por varias personas en avenida 16 Goajira, Sector Ziruma, de la ciudad de Maracaibo, conoce la Fiscalía 11 del estado Zulia, entre las diligencias más destacadas se encuentran: Inspección técnica del sitio del suceso, protocolo de autopsia, experticia de siniestro a la estructura metálica (valla publicitaria), análisis de lofoscopia, múltiples entrevistas, solicitud de videos de las cámaras del 171. Se remitió a la Unidad Técnico Científica, encontrándose actualmente en Fase de Investigación. 

399. Roberto Luis Annese Gorin: Falleció el 29-03-2014 tras manipular un aparato explosivo denominado mortero en la Urbanización El Naranjal, Calle 51c, Frente a la Casa 15j-1-11, Parroquia Juana de Ávila. El hecho está siendo investigado por la Fiscalía 11 del Ministerio Público del Zulia las diligencias se encuentran: Experticias hematológicas, inspección técnica al cadáver y sitio del suceso, protocolo de autopsia, múltiples entrevistas. Se remitió a la Unidad Técnico Científico. La causa está en Fase Preparatoria. 
400. Josue Emmanuel Farias Sánchez: Falleció el 22-06-2014 a raíz de una herida producida por el paso de una metra de cristal disparada por arma de fuego de fabricación casera, hecho ocurrido en fecha 29-05-2014, el Fiscal 4 del estado Zulia se encuentra investigando, y entre las diligencias practicadas están: Experticias de las evidencias, Reconocimiento Médico Legal, Protocolo de Autopsia, Barrido, Inspección Técnica del Sitio del Suceso. Continuando en Fase Preparatoria.

Tabla 7
Fallecidos por Estado
	Estado
	Cantidad

	Amc
	12

	Aragua
	03

	Carabobo
	10

	Lara
	02

	Sucre
	01

	Táchira
	07

	Mérida
	04

	Miranda
	01

	Zulia
	03


Tabla 8
Relación de personas lesionadas a nivel nacional durante manifestaciones violentas (febrero‑junio 2014)
	
	Lesionados
	

	Estado
	Adultos
	Adolescentes
	Funcionarios policiales, militares
y públicos lesionados
	Total lesionados
por estado

	Caracas
	196
	29
	59
	284

	Anzoategui
	8
	2
	1
	11

	Apure
	1
	0
	0
	1

	Aragua
	32
	5
	20
	57

	Barinas
	2
	0
	1
	3

	Bolivar
	5
	0
	6
	11

	Carabobo
	81
	2
	18
	101

	Falcon
	10
	0
	3
	13

	Lara
	40
	5
	22
	67

	Mérida
	41
	6
	27
	74

	Miranda
	4
	0
	4
	8

	Nueva esparta
	10
	3
	0
	13

	Portuguesa
	2
	0
	3
	5

	Sucre
	8
	3
	4
	15

	Táchira
	56
	12
	72
	140

	Trujillo
	1
	0
	20
	21

	Zulia
	31
	5
	18
	54

	Total general
	528
	72
	278
	878


Tabla 9
	Total general de heridos por armas de fuego: 136
	

	Civiles
	Funcionarios

	Heridos por armas de fuego: 90
	Ggnbv heridos por armas de fuego: 25

	Heridos por perdigones: 54
	Fun. ejercito, marina heridos por armas de fuego: 03

	Contusiones, traumatismos u otros: 456
	Policias heridos por armas de fuego: 18

	
	Policias heridos por perdigones: 02

	
	Contusiones, traumatismos u otros: 230


Tabla 10
Total de investigaciones y actos conclusivos relacionados con los hechos ocurridos en el mes de febrero de 2014
	Presentados
	Actos conclusivos
	Total actos conclusivos
	Por 
pronunciamiento

	
	Acusaciones
	Sobresimiento 
	Archivos fiscales
	
	

	1874
	281
	151
	2
	434
	1440

	3351
	831
	289
	0
	1120
	2231




Actuaciones de la Defensoría del Pueblo en los sucesos de febrero de 2014
401. El febrero de 2014 se inició una serie de manifestaciones en varias ciudades del país, algunas de las cuales derivaron en expresiones violentas tales como incendios, obstaculización de vías públicas, ataques a instituciones públicas y privadas, a universidades, servicios de salud, redes de distribución de alimentos subsidiados, infraestructura pública, mercados privados y tala de árboles.
 La Defensoría del Pueblo registró que estos sucesos de violencia causaron directa o indirectamente la muerte de 48 personas y existen suficientes elementos para presumir que la mayoría de las muertes de estas personas se enmarca en delitos castigados por la legislación nacional.

402. Al respecto, la Defensora del Pueblo de la República Bolivariana de Venezuela advirtió públicamente en varias oportunidades que estas expresiones colectivas de violencia configuraban no solo presuntos delitos sino amenazas a los derechos humanos, especialmente a la vida y a la integridad personal, hecho que fue lamentablemente confirmado luego del deceso de varias personas. En este orden, se observó que la mayoría de los homicidios fueron causados por armas de fuego “en circunstancias con suficientes elementos comunes para presumir un patrón de actuación que pudiera reflejar la intencionalidad y un nivel de planificación y coordinación por parte de los victimarios”.
 Por mandato constitucional, la investigación sobre las circunstancias en que ocurrieron, sus autores materiales e intelectuales es responsabilidad del Ministerio Público, órgano también titular de la acción penal. 

403. Asimismo, la Defensoría del Pueblo precisó que en seis (6) de los homicidios se presume la autoría de agentes del Estado. De acuerdo con el Ministerio Público, órgano a cargo de la investigación penal, 17 funcionarios de seguridad son investigados, 5 de ellos bajo medidas cautelares de privación de libertad y 3 con medidas de presentación. Según declaraciones de la Fiscal General de la República las investigaciones se iniciaron oportunamente y actualmente se encuentran en proceso. En este sentido, la Defensoría del Pueblo, en ejercicio de sus funciones de vigilancia de los Derechos Humanos constató el inicio y desarrollo de las investigaciones en cada uno de estos casos, así como la atención a las víctimas.

404. Al respecto, el Presidente de la República formuló varios pronunciamientos públicos categóricos de rechazo a cualquier forma de exceso policial. Por ejemplo, el viernes 21 de febrero refirió en rueda de prensa “No protejo a nadie que le dispare a nadie en este país en manifestaciones”. Este tipo de declaraciones sirven como evidencia de la postura política gubernamental frente al uso desproporcionado e ilegal de la fuerza por parte de agentes de seguridad. Asimismo, los órganos encargados de la Administración de justicia, en el ámbito de sus respectivas competencias, han llevado a cabo actuaciones destinadas a la investigación y enjuiciamiento de los hechos delictivos.

405. Por otra parte, la Defensoría del Pueblo contabilizó 786 personas lesionadas a nivel nacional como consecuencia de estos sucesos. De este número de personas 67% son civiles y 33% son funcionarios públicos, efectivos policiales o guardias nacionales. Frente a esto, refiere el inicio de 558 investigaciones en las cuales se sospecha que las personas fueron víctimas de excesos policiales. El tipo de agresiones policiales más denunciadas fueron puños en la cabeza, patadas y golpes en las extremidades. En menor número, pero también recurrentes: los puñetazos en el rostro, golpes en la espalda, golpes con objetos contundentes y heridas de perdigón (5% de las personas aprehendidas entrevistadas por la Defensoría del Pueblo señalaron haber sido heridas con perdigones). 

406. Durante el conflicto y a propósito de estas denuncias, la Defensoría del Pueblo llevó a cabo 143 reuniones con organismos de seguridad del Estado en las entidades en donde han ocurrido los hechos. En tales reuniones se formularon observaciones y recomendaciones acerca de su actuación, tanto en casos individuales como en situaciones generales tales como el abordaje de manifestaciones y uso proporcional, progresivo y legal de la fuerza. La Defensoría del Pueblo también formalizó 266 recomendaciones a órganos a cargo de la investigación penal y de seguridad del Estado.


e)
Las agresiones, amenazas y hostigamientos de las que han sido objeto periodistas mientras informaban acerca de las protestas que tuvieron lugar desde el pasado 4 de febrero de 2014, presuntamente por miembros de las fuerzas de seguridad, grupos armados y manifestantes; 
407. Las agresiones, amenazas y hostigamientos de las que han sido objeto periodistas mientras informaban acerca de las protestas que tuvieron lugar desde el pasado 4 de febrero de 2014, presuntamente por miembros de las fuerzas de seguridad, grupos armados y manifestantes;

408. La Defensoría del Pueblo, en el marco de sus labores de defensa y vigilancia de los derechos humanos estuvo atenta a los presuntos hechos de violencia a los cuales fueron víctimas periodistas mientras ejercían sus funciones en el marco de las manifestaciones presentadas desde el mes de febrero de 2014.

409. En tal sentido, las Defensorías Delegadas Estadales a nivel nacional se mantuvieron atentas a cualquier acto de violencia ejercido en el desarrollo de las manifestaciones, y en particular a las posibles agresiones en las que pudieron ser víctimas los profesionales de la comunicación social. 
410. Ahora bien, la Defensoría del Pueblo tuvo conocimiento de los siguientes casos registrados ante las sedes de las Defensorías Delegadas Estadales:

	Entidad Federal
	Casos registrados en las Defensorías Delegadas Estadales 

	Lara
	Denuncia de la periodista Amny Perez y el reportero gráfico Hugo Pachano, del diario regional “La Prensa”, quienes presuntamente fueron agredidos el 05-03-14 por un ciudadano identificado como funcionario de lácteos Los Andes, se remitió el caso al Ministerio Público -Fiscalía 5º, bajo el Nº MP‑98833-2014 encontrándose en fase de investigación. 

	Nueva Esparta
	Denuncia de los periodistas: Jonas Jiménez, Daudelis Oviedo, Mariangela Velásquez, Sacha Moncada y Luigi Paravani, quienes exponen haber sido víctimas de presuntas agresiones físicas y psicológicas por parte de efectivos de seguridad del Estado. Estas denuncias fueron remitidas al Ministerio Público. 

	Táchira
	Denuncia de la ciudadana Loreana Evelyn Arraiz de Orozco-comunicadora social- quien alega haber recibido amenaza de muerte, así como a su grupo familiar, la denuncia a su vez la formalizó ante el Cuerpo de Investigaciones Científicas Penales y Criminalísticas -expediente: K-14-037300077-, la Defensoría Delegada procedió remitir el caso al Ministerio Público. 



f)
Actos de represión e intimidación, con el presunto apoyo de la Guardia Nacional, de miembros de la comunidad yukpa, entre los que destacan el homicidio del cacique Sabino Romero, y el ataque a su hijo, Silverio Romero, el 3 de enero de 2014, y las comunidades chaktapa y guamo.
411. El Homicidio de Sabino Romero Izarra y las Lesiones de su esposa Lucía Martínez, es llevado por la Fiscalías 38 a Nivel Nacional con Competencia Plena, 76 a Nivel Nacional con Competencia en Materia de Protección de Derechos Fundamentales, 24 a Nivel Nacional con Competencia Plena y 91 a Nivel Nacional con Competencia en Materia Indígena, todas del Ministerio Público. Estando la causa en Fase de Juicio Oral y Público ante el Tribunal 17 de Juicio del Circuito Judicial Penal de Caracas, en virtud de la Acusación presentada por el Ministerio Público, por la comisión de los delitos de Sicariato y Asociación Para Delinquir, contra los ciudadanos: Jhon Luis Petit, Angel Antonio Romero Bracho, Giovanny Jose Delgado González, Rigoberto José Socorro Moran, D´Erizan Romero Eusquides Jesús, Delvis José Cárdenas Palencia, todos adscritos a la Policía Municipal de Machiques del estado Zulia, con excepción del ciudadano Ángel Antonio Romero Bracho. En lo que respecta al ataque al ciudadano Silverio Romero, la Fiscalía 4ta. del Ministerio Público del estado Zulia, e inició la investigación, encontrándose en Fase Preparatoria, a la espera de las resultas de diligencias correspondientes, para emitir el Acto Conclusivo.

412. El 4 de enero de 2014, la Defensoría Delegada del estado Zulia, se trasladó a la Sierra de Perija — lugar donde ocurrieron los hechos — , entrevistó a familiares, testigos, autoridades competentes y participó en una reunión con autoridades tradicionales, la Ministra del Poder Popular para los Pueblos Indígenas, el Gobernador del estado Zulia y funcionarios del Ejercito Nacional Bolivariano, en la que se acordó conformar una comisión, la cual se reunió en Caracas con el Canciller de la República a los fines de abordar las diversas problemáticas, especialmente en la relacionada con la tenencia de la tierra, pago de las bienhechurías ubicadas dentro de las poligonales demarcadas y tituladas de las tierras del pueblo Yukpa y la muerte del Cacique Sabino. 
413. Producto de esta reunión, el Ejecutivo Nacional canceló entre los meses de julio-agosto 28 fundos que ocupaban 14.001,01 hectáreas de los territorios demarcados al pueblo Yukpa, para lo cual hizo una inversión de 138.998.124,16 Bs
. 

414. En este contexto, la Defensoría del Pueblo en el marco de sus competencias, ha estado realizando seguimiento al caso de la muerte del Cacique Sabino Romero, ante el Ministerio Público (MP), la causa fue llevada por el Fiscal 76º con Competencia Nacional, con sede en Maracaibo, estado Zulia, con protocolo de apertura de investigación Nº RP‑91058.2013, autopsia de ley, declaración de los testigos, diversas experticias técnicas, allanamientos en Machiques y Tokuko, investigaciones telefónicas.

415. El MP, solicitó medidas de protección para los familiares del cacique Sabino Romero Izarra, la cual fue acordada por el Tribunal 1° de Control de esa jurisdicción. Las medidas consisten en el apostamiento policial permanente y en brindar asistencia de toda índole a los familiares de Sabino.

416. El 07 de abril, la causa fue asignada al Fiscal Nº 38 con Competencia Nacional, con sede en Caracas, para la continuación de la investigación. El 04 de julio, el MP impuso medida privativa de libertad para el presunto autor material de la muerte del Cacique.

417. En la audiencia de presentación, los Fiscales 24° y 38° con Competencia Nacional, respectivamente, realizaron la imputación, por la presunta comisión de los delitos de sicariato y asociación para delinquir. Asimismo, fue imputado por presuntamente incurrir en el delito de lesiones personales en perjuicio de Lucia Martínez de Romero, pareja del dirigente indígena.

418. Una vez evaluados los elementos de convicción expuestos por los representantes del MP, el Tribunal 14° de Control del Área Metropolitana de Caracas (AMC) dictó medida privativa de libertad. Dicho ciudadano permanece recluido en la Unidad Especial de Apoyo a la Investigación del Cuerpo de Investigaciones Científicas Penales y Criminalísticas (Cicpc), ubicada en la parroquia San Agustín de Caracas.

419. En agosto de 2013, en relación a la misma causa, el MP solicitó privativa de libertad a cinco personas, las mismas fueron imputadas por presuntamente incurrir en los delitos de sicariato, asociación para delinquir e incurrir en delito de lesiones personales en perjuicio de Lucia Martínez. El Tribunal 14 de Control del AMC, admitió la acusación y los medios de prueba aportados por los fiscales 24° y 38° con Competencia Nacional y ordenó su enjuiciamiento. Al cierre del presente informe, estas seis personas se encuentran recluidas en la Unidad Especial de Apoyo a la Investigación del Cicpc.



Ataque al hijo de Sabino Romero, Silverio Romero

420. El 04 de Enero de 2014, es herido el ciudadano Silverio Romero, el 06 de enero la Defensoría del Pueblo se trasladó al Hospital Dr. Pedro Iturbe (General del Sur), a los fines de verificar su estado de salud.

421. El médico tratante informó del ingreso del ciudadano el 04 de Enero de 2014, con herida de arma de fuego (escopeta), en la zona del cuerpo intercostal derecha superior. La comisión defensorial entrevistó a Silverio Romero y también pudo observar la presencia de Cuerpos de Seguridad del Estado (Milicia, Cuerpo de Policía Bolivariana del estado Zulia, Policía Nacional, Guardia Nacional) como medida para preservar la integridad física, tanto al ciudadano Silveiro Romero, como de su madre, Lucia Martínez.

422. A través del seguimiento del caso realizado por la Defensoría del Pueblo, conoce que, fue designada la Fiscalía Cuarta del estado Zulia, para investigar los hechos ocurridos en el sector el Tokuko, parroquia Libertad de Machiques de Perijá, donde fue herido Silverio Romero. En tal sentido el fiscal designado, coordinó las experticias y diligencias de investigación que son realizadas por funcionarios del Cuerpo de Investigaciones Científicas, Penales y Criminalísticas, orientadas a determinar las responsabilidades penales derivadas del hecho.



Mediación de la Defensoría del Pueblo en el conflicto de los sectores Tokuko 
y Río Yaza

423. En septiembre de 2013, la Defensoría del Pueblo, recibió la solicitud de mediación por parte de autoridades tradicionales indígenas Yukpa de los sectores Tokuko y Río Yaza, en virtud de la situación generada por la muerte de dos ciudadanos indígenas Yukpa. Hechos que según los solicitantes, deberían ser conocidos por la jurisdicción especial indígena. 

424. Esta situación generó un conflicto entre las familias indígenas de ambos sectores, llegándose a prohibir el acceso a la comunidad Tokuko de familiares Yukpa provenientes de otras comunidades. Además, la situación de temor y amenazas a su población. En consecuencia, las madres y representantes no inscribieron ni enviaron a sus hijos e hijas a la escuela de la zona. Por lo que solicitaron entre otras, protección y respeto a las autoridades indígenas de los distintos sectores.

425. En razón de lo anterior, la Defensoría del Pueblo, realizó actuaciones defensoriales ante la Gobernación del estado Zulia, Guardia Nacional Bolivariana con sede en Machiques y Fiscalía 11 del MP con sede en Maracaibo, a los fines de conocer sobre la investigación penal, Exp. MP 325-192-2013. De igual modo, sostuvo reuniones con las autoridades tradicionales, docentes, líderes, ancianos y familiares de los fallecidos, de los sectores Tokuko y río Yaza. Asimismo, participó en una reunión interinstitucional con presencia de los Ministerios del Poder Popular de Relaciones Interiores, Justicia y Paz y Pueblos Indígenas.

426. En este orden, y a los fines, de propiciar el diálogo de convivencia y paz dentro del pueblo Yukpa, se instaló una mesa de diálogo con participación de las autoridades tradicionales, e instituciones del estado, en la que se acordó, entre otros, establecer de manera conjunta los mecanismos de participación y elaboración de planes y programas de seguridad para la zona, atendiendo a los usos y costumbres, normalizar la asistencia escolar de los niños, niñas, adolescentes y la realización de un plan de formación en materia de derechos humanos indígenas dirigidos a las autoridades tradicionales y las instituciones del Estado.

427. La representación de la Defensoría del Pueblo brindó orientación y asesoramiento sobre legislación indígena, en especial sobre el tema de la jurisdicción especial indígena, la competencia del Ministerio Público y de ésta institución Defensorial, así como de los avances de la investigación penal de los hecho acaecidos en la zona. 

Pregunta 28. En relación con los casos de represalias y agresiones a defensores de derechos humanos que trabajan para la defensa de víctimas de tortura y malos tratos sírvanse indicar las medidas de protección otorgadas en relación con estos defensores y el número de denuncias recibidas, las investigaciones, enjuiciamientos, sentencias condenatorias y penas impuestas en relación con estas denuncias. En este contexto, informen sobre las investigaciones y las actuaciones disciplinarias o penales conexas, si las hubiera, en relación con los siguientes casos: 


a)
La muerte del defensor Mijail Martínez, el 26 de noviembre de 2009 en Barquisimeto, Estado de Lara, y las agresiones y amenazas recibidas por su padre, Víctor Martínez, en junio de 2010 y en enero de 2012, presuntamente por distribuir panfletos acerca de su muerte;


Caso Mijail Martínez

428. Con ocasión al fallecimiento de Mijael Baudilio Martínez, la Fiscalía 2da. del Ministerio Público de la Circunscripción Judicial del estado Lara, acusó el 29 de abril de 2011, ante el Tribunal Tercero de Control del estado Lara por el delito de Homicidio Calificado por Motivos Fútiles e Innobles al ciudadano Carlos Zavarce, siendo realizada la Audiencia Preliminar, el 09 de junio de 2011, la cual fue admitida en su totalidad, dictándose el auto de apertura a juicio.

429. El 28 de julio de 2011, por los mismos delitos se acusó a Jean Carlos Pérez Moreno, celebrándose el 19 de marzo de 2012, la Audiencia Preliminar donde se admitió la Acusación, dictándose el auto de apertura a juicio correspondiente. 

430. Posteriormente, el 22 de febrero de 2013 se acusó al ciudadano Eliezer Jesús Colmenarez Silva, por el delito de Homicidio Calificado por Motivos Fútiles e Innobles, realizada la Audiencia Preliminar, la causa in comento se encuentra en Fase de Juicio. 

431. Además se solicitó a dicho tribunal ordenara la Medida de Privación Judicial Preventiva de Libertad contra el ciudadano Jairo José Salones Ollarves, la cual fue acordada, sin que hasta los actuales momentos se haya materializado la orden de captura. Asimismo. 

432. La Defensoría del Pueblo conoció de oficio el presente caso desde el 03 de diciembre del 2009, en consideración a notas de prensa que reflejaban que la muerte del mencionado ciudadano se encontraba vinculada a denuncias presentadas por su padre, Víctor Martínez en contra de las fuerzas de seguridad del estado Lara. El expediente defensorial es el P-09-00996. Con respecto a ello, se ha efectuado el seguimiento de la causa fiscal iniciada, estando en la actualidad en Fase de Juicio ante el Tribunal de Juicio N° 5, bajo el expediente KP01-P-2009-10855. En el presente caso continúan privados de libertad los ciudadanos Carlos Zavarce y Jean Carlos Pérez, presuntos autores del Homicidio de Mijail Martínez.



Caso Víctor Martínez

433. Con respecto a la Medida de Protección otorgada a favor del padre de la víctima en cuestión, Víctor Martínez Piñate, y de su grupo familiar, acordada por el Tribunal 8vo. de Control del estado Lara, el 26 de noviembre de 2009; se le informa que en fecha 16 de enero de 2014, dicho ciudadano solicitó al Ministerio Público la continuidad de la Tutela Judicial otorgada, razón por la cual el 17 de enero de 2014, la Fiscalía Superior del estado Lara requirió al mismo Juzgado la extensión de la Medida, por cuanto la víctima manifestó que siguen siendo amenazados, siendo acordada el 19 de mayo de 2014, consistente en Apostamiento Policial por parte de funcionarios del de la Policía del estado Lara, por un tiempo de seis (06) meses.

434. En fecha 07 de julio de 2010, la Defensoría del Pueblo efectuó el registro del expediente P-10-00677, en consideración a la denuncia presentada por el ciudadano Víctor Martínez Piñate, quien señaló que el día 03/07/2010, se encontraba entregando panfletos alusivos a la muerte de su hijo, en las cercanías de la vivienda del ex comandante de la Fuerza Armada Policial del estado Lara, Jesús Rodríguez Figuera, se presentó un ciudadano, vestido de civil, que procedía a entrar a dicha vivienda, en un vehículo particular, se acercó a él y sin mediar palabra lo insultó empujó y ambos procedieron a golpearse, presume que es un escolta del ex comandante. 

435. Se ha efectuado el seguimiento del expediente iniciado por el Ministerio Público, signado bajo la nomenclatura 13-F7-1476-2010. La misma se encuentra en fase de investigación, no obstante hasta la presente fecha no se ha determinado la participación de funcionarios adscritos a cuerpos de seguridad del Estado. Desde el 20 de septiembre de 2010, el Tribunal de Control N° 5 de la Circunscripción Judicial Penal del estado Lara, le otorgó Medida de Protección correspondiente a recorrido policial en su vivienda por parte de funcionarios de la Fuerza Armada Policial del estado Lara, y se acordó su continuidad en fecha 19/05/2014 por 6 meses. 


b)
Las amenazas recibidas por Humberto Prado Sifontes, director del Observatorio Venezolano de Prisiones, en junio de 2011 y en mayo de 2012; y el secuestro del esposo de Marianela Sánchez Ortiz, activista de la misma organización, en mayo de 2012;
436. En cuanto a las amenazas recibidas por el ciudadano Humberto Prado Sifontes, Director del Observatorio Venezolano de Prisiones, se pudo constatar, que efectivamente el prenombrado ciudadano presentó denuncia ante el Ministerio Público en el año 2011, con ocasión a presuntas amenazas recibidas por parte de personas desconocidas. La anterior denuncia, si bien fue desestimada por tratarse el delito denunciado de un delito de Acción Privada, que de acuerdo a las previsiones contenidas en la legislación sustantiva penal venezolana, exige de la interposición de una querella por parte de la víctima, el Ministerio Público requirió de los órganos jurisdiccionales en su favor, la imposición de Medidas de Protección, bajo la Modalidad de Vigilancia Continua. Estas medidas fueron acordadas por el Juzgado Trigésimo Sexto de Primera Instancia en funciones de Control del Circuito Judicial Penal del Área Metropolitana de Caracas, encontrándose aún vigentes, toda vez que se han venido prorrogando sucesivamente. En ese sentido, el Ministerio Público se mantiene atento al acatamiento de dichas medidas por parte de los órganos policiales de protección designados al efecto.
437. Sobre el presunto Secuestro del ciudadano Hernán Antonio Bolívar, esposo de Marianela Sánchez Ortiz, vale acotar que ante el Ministerio Público, solo fue presentada una denuncia, de la cual conoció la Fiscalía 72 del Ministerio Público de Caracas, referida a presuntas amenazas con causarle daño a él y a su familia. En fecha 9 de octubre de 2012, se decretó del Archivo Fiscal, por cuanto la investigación no arrojó elementos suficientes para presentar acusación, sin perjuicio de su reapertura. 

438. Las actuaciones de la Defensoría del Pueblo en torno al caso de Humberto Prado, son las siguientes:
a)
Se Trasladó a las instalaciones de la Fiscalía Primera del Ministerio Público del estado Miranda, a los fines de constatar el cumplimiento de la medida;
b)
Se constataron los avances de la investigación contra el ciudadano Humberto Prado, seguida por la Fiscalía Primera del Ministerio Público del estado Miranda;
c)
Se verificó el estado de la investigación sobre las amenazas y actos intimidatorios en contra de la vida del ciudadano Humberto Prado, dirigida por la Fiscalía Primera del Ministerio Público del estado Miranda;
d)
Se mantiene contacto personal o telefónico con el beneficiario de la medida, a los fines de constatar su cumplimiento. 

439. Ahora bien, respecto a las medidas a favor de la ciudadana Marianela Sánchez, la Defensoría del Pueblo realiza las actuaciones a continuación:

a)
Traslado hasta las instalaciones del Ministerio Público del Área Metropolitana de Caracas, a los fines de hacer seguimiento al cumplimiento de la medida de protección personal y familiar;
b)
Traslado hasta las instalaciones del Ministerio Público del Área Metropolitana de Caracas, a los fines de hacer seguimiento sobre los avances de la investigación;
c)
Se mantiene contacto personal o telefónico con los beneficiarios de la medida, a los fines de constatar su cumplimiento.


c)
Las amenazas recibidas por Rocío San Miguel en mayo de 2010.
440. En cuanto a las presuntas amenazas sufridas por Rocío San Miguel en mayo de 2010, se tramitaron las medidas de protección respectivas por parte del Ministerio Público ante el Juzgado 36 de Control de Caracas, siendo decretadas bajo la modalidad de patrullaje policial, a cumplirse por funcionarios adscritos a la policía del Municipio Sucre del estado Miranda, por un lapso de seis (06) meses, prorrogada en 02 oportunidades, siendo la última el 24 de marzo de 2014, a ser cumplida por funcionarios adscritos a la policía del Municipio Baruta del estado Miranda. Siendo preciso agregar que Representantes de la Fiscalía Superior del Área Metropolitana de Caracas, han sostenido permanente contacto con la víctima en cuestión, quien también ha tenido acceso telefónico a dichos funcionarios, ante cualquier eventualidad. 
441. En mayo de 2010, la Defensoría Delegada del Área Metropolitana recibió comunicación suscrita por la ciudadana Rocío del Carmen San Miguel Sosa, titular de la cédula de identidad número V-6.974.789, mediante la cual denunció que, a raíz de unas declaraciones brindadas en un medio de comunicación social privado en fecha 06/05/2010, recibió varias llamadas de personas que decían tener información sobre actividades ilegales dentro de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana y que requerían conversar con ella a los fines de brindarle dicha información; asimismo, denunció en dicho escrito que comunicadores sociales del canal del Estado (Venezolana de Televisión), la tildaban de mentirosa por sus declaraciones sobre la Fuerza Armada Nacional Bolivariana, por lo que el caso quedó registrado bajo Planilla de Audiencia número P-10-02311, a los fines de la investigación pertinente. 

Pregunta 29. En relación con las recomendaciones anteriores del Comité (párr. 10, apdo. d), y a la luz de informaciones que indican un incremento de los crímenes de personas por su orientación sexual o identidad de género, así como la falta de información acerca del estado de investigación de más del 90% de los casos documentados, proporcionen información acerca de a) las medidas adoptadas para prevenir las asesinatos, agresiones y amenazas a este colectivo, b) el número de denuncias, procesamientos, enjuiciamientos, condenas y sanciones impuestas en el período a examen por estos crímenes.

442. En lo concerniente a la petición relativa a los Homicidios presuntamente ocurridos en razón de la orientación sexual o identidad de género, es menester señalar que en el Ministerio Público existe la Dirección de Delitos Comunes y la Dirección de Protección de Derechos Fundamentales, donde se llevan los seguimientos necesarios para poder suministrar información sobre casos de ese índole, y que cuentan con Fiscales especializados en materia de Homicidios; siendo menester obtener datos específicos de los casos para dar respuesta satisfactoria.
443. Por otra parte, la Defensoría del Pueblo ha reconocido y asumido la necesidad impostergable de formular, elaborar y viabilizar una política institucional estratégica, encaminada a la promoción, defensa y vigilancia de los derechos humanos de las personas LGBTTI (lesbianas, gays, bisexuales, transexuales, transgéneros e intersexuales) que contemple, entre otras cosas, construir puentes y articular iniciativas conjuntas con otras autoridades y organismos estatales competentes, así como con otros actores sociales vinculados a la defensa de estos derechos.

444. En este sentido, las acciones de la Defensoría en promoción, vigilancia y defensa de los derechos humanos de la población de LGBTTI han estado dirigidas a: 

a)
Reconocer a la población LGBTTI como población en situación de vulnerabilidad;
b)
Conocer las quejas, denuncias y peticiones en casos de vulneración de derechos por orientación sexual e identidad de género;
c)
Diagnosticar con la participación de los y las principales afectados y afectadas la situación de los derechos humanos de la población LGBTTI;
d)
Formar a los funcionarios y funcionarias de la Defensoría del Pueblo en materia de derechos humanos de la población LGBTTI;
e)
Formar a los funcionarios y funcionarias encargados y encargadas de hacer cumplir la ley en el área de los derechos humanos de la población sexo-género-diversa;
f)
Emprender actividades de promoción y divulgación de los derechos humanos de la población LGBTTI;
g)
Proponer acciones judiciales y legislativas en beneficio de la población LGBTTI.

445. Estas acciones se han venido desarrollando, a través del acompañamiento activo a diversas organizaciones que luchan por los derechos humanos de la población LGBTTI. Cada año, la Defensoría del Pueblo acompaña a los grupos y organizaciones LGBTTI en la Marcha por el Orgullo Gay, a través de la cual esta población defiende su derecho a participar en la sociedad desde el reconocimiento y respeto a la diversidad. 

446. De forma recientemente y a partir de las múltiples solicitudes de varios movimientos LGBTTI, la Defensoría del Pueblo se activó para crear, dentro de la Institución, una Defensoría Especial con Competencia Nacional en el Área de los derechos humanos de las personas LGBTTI. En 2014, se incorporó personal a dicha Defensoría.

447. Siguiendo con estas acciones, en 2009 la Fundación Juan Vives Suriá de la Defensoría del Pueblo celebró el conversatorio “Aspectos psicosociales de la sexodiversidad”, el cual ha sido difundido en los Consejos de Derechos Humanos constituidos por la Institución: Caricuao, La Vega, El Rosario de Baruta, Sucre y Antímano, donde han participado además de los miembros de estas organizaciones, residentes de dichas comunidades, incluyendo niñas, niños y adolescentes.

448. Entre las situaciones discriminatorias identificadas por el grupo en los conversatorios se encuentran: el acoso y los abusos policiales, la expulsión del hogar familiar y las constantes burlas y vejámenes por parte de otros miembros de la comunidad. Se manifestó igualmente, que en los centros de educación media se habían presentado casos de jóvenes presuntamente homosexuales expulsados de sus hogares por haber revelado su condición ante sus padres y que los docentes no saben cómo manejar, acudiendo a los Consejos de Derechos Humanos en busca de orientación en ese sentido. 

449. En 2010 se estableció una alianza con los representantes de Onusida Venezuela y el Consejo General de Policía, a los fines de organizar el encuentro Sexualidad, vulnerabilidades y VIH dirigido directamente a funcionarios y funcionarias de seguridad de los 5 municipios que integran el Área Metropolitana de Caracas, con el fin de visibilizar y sensibilizar a los y las policías sobre el reconocimiento de prácticas discriminatorias a la población LGBTTI. 

450. Bajo la coordinación de la Defensoría Delegada de Caracas, se iniciaron mesas de diálogo con los cuerpos de seguridad que hacen vida en la capital, con la finalidad de establecer encuentros periódicos con los movimientos sociales LGBTTI quienes solicitaron la intervención de la Defensoría del Pueblo, para abordar y superar las prácticas policiales discriminatorias por parte de determinados funcionarios contra esta población; especialmente en las zonas que se constituyen como los espacios de encuentro de estas personas, y en específico el tratamiento de los protocolos de actuación al momento de detención y tratamiento de las mismas, y en especial de las personas transexuales.

451. La Defensoría del Pueblo, ha promovido la acción de denuncia y se ha pronunciado en contra de situaciones de vulneración de derechos humanos de las personas homosexuales y transgénero. Sin embargo, hace un llamado a las autoridades competentes que tienen la tarea de investigar y condenar las violaciones de los derechos humanos de las personas LGBTTI, para dejar de lado sus prejuicios y trabajar por la construcción de una sociedad más humana. En fecha 6 de mayo de 2010 la Defensoría del Pueblo dedicó la edición del programa radial La voz de la Defensoría a la promoción y divulgación de los derechos humanos de la población LGBTTI. También este año la edición n.° 3 de la revista Con Lápiz de Pueblo fue dedicada a las personas sexo género diversas.

452. En el marco de un acuerdo con el Cenesex se llevó a cabo en 2012, el diplomado “Sexualidades, diversidad sexual y derechos humanos. Herramientas prácticas para la acción”, del cual egresaron capacitadas y formadas 16 personas, entre personal de la Defensoría del Pueblo, de otras instituciones del Estado y personas pertenecientes a los movimientos LGBTTI del país.

453. En 2012 y 2014, la Defensoría del Pueblo participó en la elaboración del Informe Nacional relativo a los avances en la implementación de la Declaración de Compromisos sobre VIH/SIDA (2001) y Declaración Política VIH/SIDA (2006 y 2011), realizando aportes y colaborando con los movimientos LGBTTI.

454. En ese mismo año y conjuntamente con ONU Sida Venezuela, ha venido trabajado en un anteproyecto de Ley para la Promoción y Protección del Derecho a la Igualdad de las Personas que Viven con VIH/SIDA y sus Familiares con la finalidad de presentarlo en la Asamblea Nacional. Esta Ley busca promover y proteger el derecho a la igualdad de todas las personas que viven con VIH/SIDA, así como de sus familiares, en todo el territorio nacional, a los fines de asegurar que disfruten y ejerzan todos sus derechos, garantías, deberes y responsabilidades, sin discriminación alguna, entre ellas, las derivadas de su condición de salud, orientación sexual o identidad de género.

455. También, ha efectuado diferentes actuaciones dirigidas a verificar el estado de los servicios para la atención de personas afectadas por VIH/sida, el suministro de medicamentos, personal médico, disponibilidad de camas para hospitalización y la infraestructura de las instituciones en las cuales se atienden a estos pacientes.

456. De igual forma, se realizaron ocho talleres sobre Diversidad Sexual y el Derecho a la No Discriminación, durante los cuales se analizaron aspectos conceptuales, patrones culturales venezolanos y la normativa vigente. En estas actividades participaron 225 personas, entre ellas voceros y voceras de Refugios y Nuevos Urbanismos, voceras del Movimiento de Mujeres Manuelita Sanz, servidoras y servidores del MPPComunas y Protección Social y del Ipasme.

457. En agosto de 2013, la Defensoría del Pueblo participó en el Foro “Sexodiversidad en Venezuela: inclusión y realidad”, organizado por el diario Últimas Noticias, en donde, a través de su máxima representante Gabriela Ramírez, se presentó un balance sobre las actuaciones más relevantes de esta institución de derechos humanos en beneficio de la población Lgbtti del país, así como las actividades emprendidas por el Estado venezolano en esta materia. 

458. En fecha 16 de mayo de 2013, se envió al Presidente de la Asamblea Nacional, una comunicación a través de la cual se solicitó considerar decretar el 17 de mayo como Día Nacional contra la Homofobia, la Bifobia y la Transfobia. 

459. En tal sentido, se indicó que la referida fecha conmemora el día que la Organización Mundial de la Salud (OMS) adoptó la decisión de eliminar de la lista de enfermedades mentales a la homosexualidad, lo cual ha dado paso a que numerosos países acogieran declarar el 17 de mayo como día contra la homofobia.

460. De igual manera, se enfatizó que la precitada solicitud se enmarca plenamente en los postulados de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, que reconoce a la igualdad como un valor superior de su ordenamiento jurídico, al tiempo que consagra la no discriminación como un derecho que obliga al Estado a adoptar medidas positivas dirigidas a su plena y real materialización.

Pregunta 30. Sírvanse indicar las medidas adoptadas por el Estado para hacer frente al elevado índice de homicidios entre la población y a manos de agentes del orden y proporcionen datos anuales sobre el número de casos identificados, el número de procesamientos y sentencias condenatorias impuestas, especificando cuando el presunto autor es un agente estatal. En este contexto, indiquen si se ha reglamentado la nueva Ley para el Desarme y Control de Armas y Municiones, de 17 de junio de 2013, y las medidas que se han adoptado para el registro de todas las armas y municiones. Asimismo, describan las medidas adoptadas para desarmar, desmantelar e investigar a los colectivos sociales armados y “cuerpos de combatientes”, encargados de mantener el orden público.

461. El Estado venezolano a través de sus diferentes instancias ejecuta y articula la política pública en materia de seguridad, denominada Gran Misión a Toda Vida Venezuela, desarrollando medidas de seguridad destinadas a proteger a venezolanos y venezolanas y preservar su derecho a la vida. 

462. Enmarcado en los vértices de la Gran Misión a Toda Vida Venezuela, se viene abordando la materia, desde la perspectiva de prevención y garantía de derechos, a través de una seria de programas y proyectos.
463. En primer lugar, desde la Fundación Gran Misión “A Toda Vida Venezuela”, se desarrollan un conjunto de proyectos que abordan la protección de niñas, niños y adolescentes en función de lo contemplado en esta política pública integral del Estado venezolano. En este sentido, desde su Primer Vértice denominado “Prevención Integral y Convivencia Solidaria”, se trabaja en la formulación de un programa de “Escuela para Padres y Madres”, a fin de promover espacios de encuentros y formación que los orienten en su rol formativo, facilitándoles herramientas motivadoras y reflexivas que mejoren su tarea educativa a nivel familiar, de modo que sus hijos crezcan en espacios propicios para el pleno desarrollo físico, intelectual y espiritual. 

464. Asimismo, desde este primer vértice, se fomentan actividades culturales, deportivas y recreativas en las comunidades, que les permiten desarrollar sus potencialidades. En virtud de ello, se ha logrado la creación de “Escuelas de Música” a través del Sistema Nacional de Orquestas Juveniles e Infantiles de Venezuela y el desarrollo de “Clínicas Deportivas”, en alianza con el Ministerio del Poder para el Deporte y la Dirección General de Prevención del Delito del Ministerio de Interiores Justicia y Paz. Durante estas clínicas, también se realiza la recuperación de canchas y espacios deportivos a fin de promover el sano esparcimiento y garantizar los espacios de prevención del delito. Hasta la fecha se ha iniciado la construcción de 65 canchas de paz con una inversión de 1.454.970 bolívares.

465. Asimismo, el Ministerio del Poder Popular para Relaciones Interiores, Justicia y Paz viene trabajando en la generación de una nueva cultura de la seguridad basada en la prevención y en la preservación de la vida en las diferentes parroquias, urbanizaciones y comunidades de todo el país, a través de la implementación del “Plan Patria Segura”, el cual es un dispositivo cívico-militar con énfasis en la prevención integral, el fortalecimiento de los órganos de seguridad ciudadana, la transformación del sistema de justicia penal y la creación de mecanismos alternativos de resolución de conflicto y la atención a las víctimas de la violencia.

466. Todo ello se complementa con la labor que viene realizando la Secretaría Ejecutiva de la Comisión Presidencial por la Paz y por la Vida, tomando como referencia los vértices I, V y VI de la Gran Misión a Toda Vida Venezuela y teniendo como propósito construir una política pública que fortalezca la Cultura de Paz y Vida como valor supremo, priorizando el enfoque participativo y protagónico de las poblaciones involucradas en la transformación de los contextos y condiciones que los hacen más vulnerables.

467. Es muy importante recalcar el trabajo de la Comisión para el Desarme Voluntario, que fomenta la entrega voluntaria de armas de fuego y municiones que se encuentren en el territorio de la República Bolivariana de Venezuela, amparado en el anonimato, respeto y protección de los Derechos Humanos, aumentando la seguridad de la ciudadanía y priorizando la existencia humana. 

468. Asimismo, juega un papel fundamental la profesionalización y el desarrollo integral de funcionarios de la seguridad ciudadana en el país, gracias a la labor de la Universidad Nacional Experimental de la Seguridad (UNES), consolidando cuerpos al servicio del pueblo venezolano que sean transparentes, con sentido ético, confiables, eficaces, abiertos a la participación popular, a la contraloría social y ajustados al cumplimiento de los derechos y libertades ciudadanas.

469. La normativa legal venezolana, obliga a los organismos competentes a iniciar una investigación penal en contra de funcionarios policiales, quienes en el ejercicio de sus funciones presuntamente hayan cometido un delito, en donde la víctima sea niño, niña o adolescente, correspondiendo a las organismos de investigación la obtención de todos los elementos técnicos científicos que conforman un expediente que se remite al Ministerio Público, instancia que verifica la posible violación de derechos fundamentales, y en caso afirmativo, bajo los principios del debido proceso y la presunción de inocencia, ante los Tribunales correspondientes se enjuician a los funcionarios del Estado.

470. La Ley para el Desarme y Control de Armas y Municiones
: tiene por objeto normar, regular y fiscalizar el porte, tenencia posesión, uso, registro, fabricación, comercialización, abastecimiento, almacenamiento, registro, importación, exportación, tránsito y transporte de todo tipo de armas, municiones, accesorios, partes y componentes; tipificar y sancionar los hechos ilícitos que se deriven de esta materia para impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícito de armas de fuego y municiones, así como crear los planes para ejecutar, coordinar y supervisar el desarme de las personas naturales y jurídicas a los fines de garantizar y proteger a los ciudadanos y ciudadanas e instituciones del Estado, sus propiedades, bienes y valores. 

471. Asimsimo, el Reglamento de la Ley para el Desarme y Control de Armas y Municiones, prevé que las personas que manifiesten su voluntad de entregar armas de fuego o municiones, se les otorgará un permiso temporal para su traslado emitido por el órgano competente de la Fuerza Armada Nacional. Es importante destacar, que mediante este Reglamento, se crea el Servicio Nacional para el Desarme, como órgano desconcentrado especializado, sin personalidad jurídica, con capacidad de gestión presupuestaria, administrativa y financiera, dependiente jerárquicamente del Ministerio del Poder Popular para Relaciones Interiores, Justicia y Paz, el cual estará encargado de la planificación, organización, funcionamiento, administración, disposición, custodia, vigilancia, procedimientos y control del manejo de armas recolectadas por la entrega voluntaria de armas y municiones por parte de la población.



Otras cuestiones
Pregunta 31. Sírvanse informar sobre el estado de cumplimiento de los dictámenes de este Comité y del Comité de Derechos Humanos, así como de las sentencias de la Corte IDH, en que se haya establecido la responsabilidad del Estado. 

472. Con relación a los casos relacionados con el Comité contra la Tortura el Estado Venezolano, solo recibió la comunicación 110 de 1998, en la que se alegaba que el traslado forzoso al Perú de la Sra. Cecilia Nuñez Chipana implicaría una violación, por parte de Venezuela, del artículo 3 de la Convención de contra la Tortura. El 9 de diciembre de 2005, la República Bolivariana de Venezuela había comunicado al Comité que el 23 de noviembre de 2005 el Embajador de Venezuela en el Perú se había puesto en contacto con la Sra. Núñez Chipana, quien mencionó que estaba recibiendo tratamiento médico, que podía recibir visitas de su hijo, y que la habían colocado en un régimen penitenciario que imponía restricciones mínimas a los detenidos. Por otro lado Venezuela, pidió al Comité que declarase que había cumplido sus recomendaciones de supervisar la situación de la autora en el Perú, por considerar que se ha cumplido la recomendación de que se evitasen violaciones similares en el futuro, con la aprobación de la Ley sobre los refugiados de 2001.

473. Informen sobre la intención del Estado de reconsiderar su posición sobre la denuncia de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, tal y como recomendó el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial.
474. Al respecto de la denuncia de la Convención Americana sobre Derechos Humanos el Estado venezolano informó al Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, durante el dialogo interactivo relacionado con la revisión del último Informe Nacional Consolidado sobre la Eliminación de la Discriminación Racial, que la República Bolivariana de Venezuela, en ejercicio de su soberanía, ha continuado realizando amplios esfuerzos para la transformación del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, con el acompañamiento de otros países de la región y con el objetivo de que los órganos regulados por la Convención Americana puedan ser eficaces para garantizar y proteger el ejercicio de los derechos humanos de las personas de todo el continente americano sin diferenciación de ningún tipo.

475. Asimismo, la República Bolivariana de Venezuela ha promovido el fortalecimiento de la nueva institucionalidad de derechos humanos que paulatinamente se desarrollan en las instancias emergentes a nivel subregional y regional como son los casos de Mercosur, Unasur y CELAC y a nivel internacional como el Consejo de Derechos Humanos, sus Procedimientos Especiales y los órganos de tratado.

Pregunta 32. Sírvanse indicar si el Estado tiene la intención de aceptar la solicitud de invitación emitida en 2011 por el Relator Especial sobre la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

476. El método de visitas especiales prevé que para la realización de la visita es necesaria la elaboración conjuntamente con el Estado de un cronograma o programa de trabajo que consiste en reuniones con las autoridades e instituciones públicas entre el titular del mandato y el gobierno. Este cronograma requiere que se realicen las consultas interinstitucionales necesarias para garantizar el éxito de las visitas de cualquiera de los Procedimientos Especiales del Consejo de Derechos Humanos.

477. Durante el año 2013, el Estado venezolano giro invitación al Relator Especial para la Alimentación, Sr. Oliver de Schutter sin que la visita haya sido posible debido a circunstancias de la agenta del titular del mandato. 

478. Por lo tanto la República Bolivariana estudia las solicitudes de invitación transmitidas por los Procedimientos Especiales, de acuerdo al calendario del Estado.

	*	El presente documento se publica sin haber sido objeto de revisión editorial oficial.


	�	El artículo 20 de la Ley Especial para Prevenir y Sancionar la Tortura y otros Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes, establece entre otras cosas que: “…Las personas naturales que participen en calidad de autores materiales o intelectuales de cualquier forma con él o los agentes activos de los delitos previstos en los artículos 17, 18 y 19, respectivamente, serán sancionadas con una pena equivalente a las tres cuartas partes de la pena principal aplicada a estos agentes activos… De igual forma quien colabore de cualquier forma con los agentes activos de los delitos señalados en este artículo será sancionado con pena de las dos cuartas partes”.


	�	Exige la lesión a la integridad física, psíquica o moral de la víctima.


	�	Artículo 7 de la Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo. Gaceta Oficial N° 37995, 05 de agosto de 2004. 


	�	El Período referido en este apartado cubre desde el 12 de febrero hasta mediados del mes de mayo de 2014.


	�	Defensoria Del Pueblo. Febrero: Un golpe a la Paz. En: http://www.defensoria.gob.ve/�dp/phocadownload/userupload/varios/27F2014.pdf.


	�	Artículo 34 LODP.


	�	Artículo 38 LODP.


	�	Artículo 40 LODP.


	�	Disponible en: � HYPERLINK "http://www.defensoria.gob.ve/dp/index.php/publicaciones/informes-especiales/1506-informe-pnb-2011" �http://www.defensoria.gob.ve/dp/index.php/publicaciones/informes-especiales/1506-informe-pnb-2011�.


	� 	Artículos 280 y 281. Gaceta Oficial N° 5.453, 24 de marzo de 2000.


	� 	Artículos 7, 12, 15 numerales 5 y 6, Gaceta Oficial N.° 37.995, 05 de agosto de 2000.


	� 	Articulo 170 A, literal “j”. Gaceta Oficial N° 5.859, 10 de diciembre de 2007.


	� 	Gaceta Oficial N° 40.212, 22 de julio de 2013.


	 � 	Ley Especial para Prevenir y Sancionar la Tortura y otros Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes. Artículo 11. Gaceta Oficial N° 40.212, 22 de julio de 2013.


	�	Dos voceros de la Defensoría del Pueblo, un vocero o vocera del Ministerio Público, un vocero o vocera de la Defensa Pública, un vocero o vocera del Tribunal Supremo de Justicia, un vocero o vocera de la Asamblea Nacional y un vocero o vocera del Poder Popular (sociedad). 


	�	Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela, Número 40.248 del 11 de septiembre de 2013 y Resolución 001 publicada en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela Número 40.286, del 4 de noviembre de 2013.


	�	Los expertos y equipos especializados pueden ser consultados en detalle a través de la Revista del Ministerio Público dedicada a la mencionada Unidad Criminalística, así como en su página web: � HYPERLINK "http://criminalistica.mp.gob.ve" �http://criminalistica.mp.gob.ve�.


	� 	Fuente oficial de la cartelera del comando de la Guardia Nacional Bolivariana situada en el Internado Judicial Rodeo I, verificada por las defensoras delegadas especiales en materia penitenciaría según acta del 30 de junio 2011.


	�	Defensoría Del Pueblo. Elección Presidencial: 14 de abril de 2013. En: <http://www.defensoria.gob.ve/dp/index.php/publicaciones/informes-especiales/2774-eleccion-presidencial-14-abril-2013>.


	�	Para información de este caso, sírvase consultar el Informe Brito en: � HYPERLINK "http://www.defensoria.gob.ve/dp/index.php/publicaciones/informes-especiales/1466-informe-brito" �http://www.defensoria.gob.ve/�dp/index.php/publicaciones/informes-especiales/1466-informe-brito�.


	�	Gaceta Oficial Nº 5.940 Extraordinario, de fecha 7 de diciembre de 2009. 


	�	Gaceta Oficial Nº 5.940 Extraordinario, de fecha 7 de diciembre de 2009.


	�	Resolución Nº 136, 03 de mayo de 2010 en Gaceta Oficial Nº 39.415, 03 de mayo de 2010.


	�	Gaceta Oficial de la Republica Bolivariana de Venezuela Nº 36.975, de fecha 19 de Junio de 2000.


	�	Aprobado por la Comisión Nacional de Prevención de la Tortura el 31 de octubre de 2013. reparación y rehabilitación de las víctimas de tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes (…)”. Para alcanzar ese objetivo el Plan incluye dentro de sus acciones programaticas “impusar medidas para la reparación y rehabilitación de las víctimas de tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes.


	�	Parte de estas acciones violentas fueron documentadas en el informe Un Golpe a la Paz. I parte (del 12 al 26 de febrero 2014) de la Defensoría del Pueblo. Ver � HYPERLINK "http://www.defensoria.gob.ve/dp/index.php/publicaciones/informes-especiales/3123-febrero-2014-un-golpe-a-la-paz" �http://www.defensoria.gob.ve/dp/�index.php/publicaciones/informes-especiales/3123-febrero-2014-un-golpe-a-la-paz�.


	� 	Defensoría Del Pueblo, Un Golpe a la Paz. Del 12 de febrero al 19 de mayo de 2014. Junio 2014. Disponible en: <http://www.defensoria.gob.ve/dp/index.php/publicaciones/informes-especiales/3123-febrero-2014-un-golpe-a-la-paz>.


	�	Ministerio del poder popular para la agricultura y tierras. Dirección Regional del estado Zulia.


	�	Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 40.190, de fecha 17 de junio de 2013.
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